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Resumen
El presente proyecto de análisis cualitativo, nace de la problemática asociada a la baja gestión
equitativa en el Distrito Regional de Manejo Integrado (DRMI) Serranía Peñas Blancas, en el
municipio de Palestina Huila, en relación con la distribución de los costos y los beneficios de la
conservación, que son asumidos por el municipio y las comunidades locales.
El proyecto plantea propuestas para el financiamiento de la gestión equitativa de las
áreas protegidas públicas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), desde un estudio
de caso en el DRMI en mención, en jurisdicción de la CAM, el cual tiene una extensión de
32.793 hectáreas, y se localiza en 5 municipios del departamento del Huila, Acevedo, Pitalito,
Timaná, Suaza y Palestina, se prioriza este último municipio dado que de acuerdo con el
Esquema de Ordenamiento Territorial tiene el 82% de su territorio en suelos de protección, bajo
diferentes figuras de conservación.
Palestina y las comunidades al interior del DRMI aportan a la conservación, pero no
tienen una retribución por las acciones de conservación, pero si tienen restricciones asociadas al
uso; los sectores productivos se benefician, y no aportan a la gestión del DRMI, lo cual genera
inequidad en los costos y beneficios de la conservación.(CONPES 4050, 2021) El presente
trabajo considero macro categorías de análisis asociadas a instrumentos financieros, servicios
ecosistémicos e inequidad en costos y beneficios. Los resultados obtenidos evidencian la
necesidad de instrumentos financieros para la gestión equitativa del DRMI, su relación con
Palestina y las comunidades locales.

Palabras claves: Áreas protegidas, gestión equitativa, instrumentos financieros.
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Abstract
The present project related with qualitative analysis, arises from the problematic associated to
the low equitative management at the Integrated Regional Management District (DRMI in
Colombia) Serranía Peñas Blancas, located in the Palestina municipality (Huila Department,
Colombia) and the relation between cost distribution and benefits around conservation, wich are
assumed by the municipality and local communities. The Project introduces proposals for
financing the equitative management for public protected areas from National System of
Protected Areas (SINAP in Colombia) based on a case study in the Integrated Regional
Management District, mentioned before.

Serranía Peñas Blancas is part of the Regional Environmental Authority´s jurisdiction named
CAM1 with an extention of 32.793 hectares, located in 5 municipalities from Huila department:
Acevedo, Pitalito, Timaná, Suaza and Palestina; the latter prioritized, because 82 percent of its
territory concern to land protection under different conservation schemes, according to
Territorial Planning Scheme for the municipality (Called as EOT2 in Colombia) .

Palestina and communities within the DRMI, contribute to environmental conservation, but
they aren´t rewarded by their conservation actions. Nevertheless they have restrictions related
with the use of land. Contrastingly productivity sectors benefit and they don´t do any
contribution to the DRMI management. As a result, this situation generates costs and benefits
inequality (CONPES 4050, 2021). The present project, considered analytics macro-categories
related with financing instruments, ecosystem services, and cost and benefits inequality. The
results obtained in this study put into evidence the necessity for financial instruments for an
equitative DRMI management, and for palestina municipality and local comunities.

Key words: Protected areas, equitative managment, financial instruments.

1
2

CAM. Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena.
EOT Esquema de Ordenamiento Territorial.
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Introducción
Colombia hace parte de los países megadiversos del mundo, posee un sinnúmero de especies de
flora y fauna que se encuentran en ecosistemas terrestres y marinos en todo el territorio
nacional. Con este horizonte y en aras de conservar el patrimonio natural, cultural y los servicios

ecosistémicos que se proveen, el país suscribió el Convenio de Diversidad Biológica (CDB),
mediante la Ley 165 de 1994 y con este una serie de compromisos internacionales como por
ejemplo, el Plan Estratégico para la Diversidad Biológica 2011- 2020, este plan contiene una
serie de metas entre las cuales se encuentra la Meta 11 de Aichi, que incluye la conformación de
un sistema de áreas protegidas administrados de manera eficaz y equitativa, entre otros
aspectos.
El presente trabajo busca incidir en la gestión equitativa de las áreas protegidas del
Sistema Nacional de Áreas protegidas (SINAP) que actualmente está conformado por más de
31.6 millones de hectáreas (Parques Nacionales Naturales de Colombia, 2021), desde el análisis
de un estudio de caso en el Distrito Regional de Manejo Integrado (DRMI) Serranía de Peñas
Blancas, en jurisdicción de la Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena (CAM),
ubicado en 5 municipios del departamento del Huila, para este caso se seleccionó el municipio
de Palestina, el cual tiene el 82% de su territorio en suelo de protección, bajo diferentes figuras
de conservación según el Esquema de Ordenamiento Territorial (EOT).
Se trata de un trabajo tipo cualitativo, enmarcado en los aportes de las áreas protegidas
en términos de servicios ecosistémicos y la relación de los costos y beneficios de la conservación,
lo cual implica analizar instrumentos y mecanismos financieros que contribuyan a mejorar
estas relaciones. Este análisis parte de los servicios ecosistémicos que esta área protegida
provee, los cuales son necesarios para el desarrollo socioeconómico de los territorios y del país.
La estructura del documento presenta en primer lugar un apartado donde se plantea el
problema de investigación, en referencia a las necesidades que afrontan las comunidades que se

11
encuentran al interior de las áreas protegidas y los municipios que tienen gran parte de su
territorio en suelos de protección, asociadas a los costos y beneficios de la conservación.
Seguidamente se presenta el diagnóstico, en el cual se analizan las principales
problemáticas asociadas a la falta de aplicación de instrumentos financieros para la retribución
de las acciones de conservación, que realizan los municipios y las comunidades locales y el bajo
conocimiento de los beneficios de las áreas protegidas susceptibles hacer objeto de retribución.
Posteriormente, se presenta la metodología utilizada, desarrollada en las fases de
aprestamiento, identificación de actores, diagnóstico de la situación y el proceso de análisis de
los datos.
Después de esto, se presentan los resultados y discusión, en los cuales se analizan de
manera cualitativa y cuantitativa los resultados de la realización de 33 entrevistas
semiestructuradas a actores claves en la gestión equitativa del DRMI Serranía de Peñas Blancas,
entre los cuales se encuentran, municipio de Palestina Huila, comunidades al interior del DRMI,
representante del cabildo indígena, sectores productivos y la CAM. Los resultados evidencian los
costos en la conservación que asume el municipio y las comunidades que habitan en el DRMI.
Dando continuando con esta necesidad identificada, se presenta la propuesta de diseño y
planificación de instrumentos y mecanismos financieros que contribuyan a la gestión equitativa
del DRMI Serranía de Peñas Blancas aportando a mejorar la relación entre los costos y
beneficios de la conservación que asumen las comunidades y el municipio.
Finalmente, se presentan las conclusiones y recomendaciones del proyecto, en relación
con los objetivos propuestos y el desarrollo del presente trabajo.
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1. Planteamiento y Formulación del Problema
El Decreto 2372 reglamentó el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), y unificó las
categorías de manejo que lo conforman el SINAP, así mismo estableció la definición de área
protegida y las implicaciones de estas en relación con los usos y actividades permitidas para
cada categoría de manejo. Así mismo, se definieron los objetivos generales de conservación a
nivel de país, y a partir de estos las áreas protegidas responden a unos objetivos de conservación
específicos, los cuales son el derrotero que seguir en el marco de la gestión y manejo efectivo de
las áreas.
En el marco de estos avances normativos, las autoridades ambientales nacionales:
Parques Nacionales Naturales de Colombia (PNNC) y Ministerio de Ambiente y Desarrollo
Sostenible (MinAmbiente) y las autoridades ambientales regionales: Corporaciones Autónomas
Regionales (CAR) y Corporaciones de Desarrollo Sostenible (CDS), avanzaron en la declaratoria
de áreas protegidas públicas y el registro de áreas protegidas privadas, con lo que al año 2021 el
SINAP se consolida con 1.391 áreas protegidas con una superficie de 31.684.293 hectáreas de las
cuales 419 áreas protegidas son administradas por autoridades ambientales es decir 31.471.471
hectáreas (Parques Nacionales Naturales de Colombia, 2021), que requieren instrumentos que
aporten a la gestión equitativa.
En el 2010 se adoptó el documento de política pública CONPES 3680, en el cual se
establecieron los lineamientos para la consolidación del Sistema Nacional de Áreas Protegidas
(SINAP), el país planteo importantes apuestas enmarcadas en consolidar el SINAP como un
sistema completo, eficazmente gestionado y ecológicamente representativo, para ello en cada
uno de estos atributos se definieron acciones estratégicas que aportarán a avanzar en la
estructuración del Sistema. Este CONPES en mención fue cerrado en el año 2018, con un
porcentaje de avance del 73% (CONPES 3680, 2010).
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En el año 2021, se aprobó el CONPES 4050, siendo esta la nueva Política para la
consolidación del SINAP con visión 2030, en su diagnóstico se abordan temas asociados a lograr
consolidar un sistema ecológicamente representativo, bien conectado, efectiva y
equitativamente gestionado.
De acuerdo con esta Política, el 94% de la superficie de área protegidas del SINAP es
administrado por autoridades públicas sin la debida participación de otros actores locales en la
planificación y manejo, así mismo se señala que existe una insuficiente aplicación de
instrumentos financieros para la conservación de las áreas protegidas. El hecho de que no todos
los actores que tienen injerencia en el SINAP, participen en la planificación y manejo de las
áreas protegidas, repercute en que las comunidades locales presenten altas limitaciones en el
desarrollo de proyectos y planes de vida de quienes habitan o hacen uso de las áreas protegidas
públicas (CONPES 4050, 2021, p. 49)
Otro de los aspectos que identifica en el documento de política, es que la población que
habita en áreas protegidas enfrenta importantes limitaciones en calidad de vida, de acuerdo con
el Censo Nacional Agropecuario realizado por el DANE, en el 2014, el 65% del total de la
población censada en el Sistema de Parques Nacionales Naturales (SPNN) se clasifica en
situación de pobreza, llama la atención que esta población es 19,4% más pobre en comparación
con el promedio nacional del área rural dispersa. (CONPES 4050, 2021, p. 61).
Así mismo, el CONPES 4050, resalta que en Colombia existe una ineficiente contribución
de las entidades territoriales en la financiación de la conservación de las áreas protegidas
(CONPES 4050, 2021). Con este panorama que se presenta a escala nacional desde los
diferentes instrumentos normativos y de política pública que se han analizado, en relación con
la consolidación del SINAP, se plantea un estudio de caso a desarrollarse en el Distrito Regional
de Manejo Integrado Serranía de Peñas Blancas, en jurisdicción de la Corporación Autónoma
Regional del Alto Magdalena (CAM), específicamente en el municipio de Palestina Huila, dado
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que este DRMI presenta las problemáticas asociadas a la gestión equitativa de las áreas
protegidas, que permita realizar análisis frente a los costos y beneficios de las áreas.
El DRMI Serranía de Peñas Blancas tiene una extensión de 32.793 hectáreas y se ubica
en 5 municipios del departamento del Huila, Acevedo, Timaná, Pitalito, Suaza y Palestina;
(Consejo Directivo de la Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2018) este último
municipio tiene el 82% de su territorio bajo figuras de protección, entre las que se encuentran
áreas del SINAP, Reserva Forestal de la Amazonía de Ley 2 de 1959, entre otras (Concejo
municipal de Palestina Huila, 2020)
El Plan de Manejo del DRMI, señala que existen fuentes hídricas que nacen en la
Serranía de Peñas Blancas y son las encargadas de la provisión de agua a los habitantes de los
municipios de Timaná, Suaza, Acevedo y Pitalito, al interior de la zona de influencia del DRMI.
La oferta hídrica, abastece dos acueductos municipales, el de Timaná y al de Palestina, así como
aproximadamente 78 acueductos veredales, que brindan beneficio hídrico a cerca de 65.870
habitantes que habitan la Serranía y su zona de influencia. La población de la Serranía es
habitada por 4.651 familias campesina y una población estimada de 16.278 personas, en su
mayoría pequeños productores. Las principales actividades productivas que se realizan son:
producción agropecuaria, ganadería, sistemas de producción de café, sistema de producción de
frutales (Consejo Directivo de la Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2020, p.
117).
Entre las situaciones problemáticas de prioridad alta se tienen: i) La Deforestación y
extracción ilegal de recursos maderables, ii) Conflictos en uso del suelo, iii) Expansión de la
Frontera Agropecuaria, iv) Baja vinculación de los sectores productivos al financiamiento de
proyectos sostenibles, v) alto poblamiento que existe en el territorio, generando fragmentación
en el área protegida (Consejo Directivo de la Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM),
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2020, p. 134). En el plan de manejo del DRMI, no se desarrollan instrumentos o mecanismos
financieros para la gestión equitativa del DRMI.
Así las cosas, para el desarrollo del presente trabajo se formuló la siguiente pregunta: ¿Qué
instrumentos financieros contribuyen a la gestión equitativa del Distrito Regional
de Manejo Integrado de Peña Blancas?

1.1. Hipótesis

Colombia ha tenido importantes avances en materia de instrumentos normativos y de política
que permiten consolidar el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), en el cual se
encuentran 419 áreas protegidas de carácter público y que son administradas por autoridades
ambientales nacionales y regionales, y que equivalen a 31.471.471 hectáreas protegidas (Parques
Nacionales Naturales de Colombia, 2021).
Teniendo en cuenta la magnitud del área protegida declarada en el país, se hace primordial
avanzar en el manejo equitativo de las mismas conforme a los compromisos que el país adquirió
en el marco del Convenio Sobre Diversidad Biológica, que garantice la conservación y el
cumplimiento de los objetivos que motivaron su declaratoria, los bienes y servicios
ecosistémicos, y que ante la ausencia de incentivos, instrumentos o mecanismos de
compensación para los municipios en los que se ubican las áreas protegidas, se pone en riesgo la
gestión equitativa de las mismas.
Implementando instrumentos financieros para los municipios y las áreas protegidas, se
mejorará la gestión equitativa del DRMI Serranía de Peñas Blancas.

16
1.2. Objetivos
1.2.1. Objetivo General
Formular una propuesta de instrumento financiero que aporte a la gestión equitativa del
Distrito Regional de Manejo Integrado Serranía Peñas Blancas, Jurisdicción del Municipio de
Palestina, Huila.
1.2.2. Objetivos Específicos
 Identificar los instrumentos financieros que se implementan en el DRMI Serranía de
Peñas Blancas, jurisdicción del municipio de Palestina – Huila, para la gestión equitativa
del área.
 Analizar la relación entre costos y beneficios de la conservación en el DRMI Serranía de
Peñas Blancas, jurisdicción del municipio de Palestina – Huila.
 Reconocer los servicios ecosistémicos susceptibles de retribución para la gestión
equitativa del DRMI Serranía de Peñas Blancas, jurisdicción del municipio de Palestina
– Huila.
1.3. Estado del arte
Colombia ha tenido avances significativos, pero no suficientes, en el cumplimiento de la meta 11
de Aichi, específicamente en lo relacionado con la gestión equitativa en las áreas protegidas,
estos avances se materializan en la inclusión de este componente “equidad” en la Política para la
consolidación del SINAP.
Se resaltan también, algunas investigaciones o artículos en los que se ha abordado temas
asociados a la gestión equitativa en áreas protegidas y gobernanza enmarcadas en los
compromisos adquiridos en el marco del CDB, entre las que se tienen:
Tipo de documento

Autores

Institución

Enlace

Alcance

Articulo investigativo

Phil Franks

Instituto internacional para
el medio ambiente y
desarrollo IIED

https://pubs.iied.org/es
/17344SIIED

Elaboración de un marco conceptual
para la evaluación y promoción de la
equidad, la justicia en el
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Tipo de documento

Autores

Institución

Enlace

Alcance
establecimiento, gobernanza y manejo
de las áreas protegidas.

Revista internacional de
áreas protegidas y
conservación PARKS

https://parksjournalcom.translate.goog/par
ks-journal-222/?_x_tr_sl=en&_x_tr_
tl=es&_x_tr_hl=es&_x
_tr_pto=sc

Propuesta ante la necesidad del
cambio de un marco conceptual de la
conservación de áreas protegidas
basado en los medios de vida a un
marco basado en la equidad.

Mejoramientos de la equidad entre
áreas protegidas y comunidades
locales vinculando y relacionando
aspectos sociales y económicos de la
conservación.

Articulo investigativo

Kate
Schreckenberg, Phil
Franks, Adrian
Martin
y Barbara Lang

Documento

Ayales Cruz, Ivannia
Fonseca Borrás,
Marvin
Madrigal Cordero,
Patricia
Solís Rivera,
Vivienne

Unión internacional para la
conservación de la
naturaleza UICN

ucn.org/es/content/equ
idad-entre-areasprotegidas-ycomunidades-localesreflexion-desdemesoamerica-y-elcaribe

Tesis/trabajo de
grado-monografía

Laura Camila
Bermúdez Wilches

Pontifica Universidad
Javeriana, facultad de
estudios ambientales y
rurales

https://repository.javeri
ana.edu.co/handle/105
54/3485

La investigación se centra en como la
gestión ambiental en los SIRAPs Y
SILAPs, no atienden a los procesos de
fortalecimiento del capital social y el
ejercicio de la gobernanza.

Conservation letters- la
sociedad para la biología
de la conservación

file:///C:/Users/USER/
Downloads/Conservati
on%20Letters%20%202017%20%20Dawson%20%20Assessing%20Eq
uity%20in%20Protecte
d%20Area%20Govern
ance%20%20Approac
hes%20to%20Promote
%20Just%20and.pdf

Aborda la inclusión de la equidad en la
meta 11 de Aichi del CDB, se define y
se opera la equidad como cambio
estratégico hacia la conservación.

Ecología y sociedad E&S

file:///C:/Users/USER/
Downloads/26270082.
pdf

Análisis de la capacidad y flujo de
servicios ecosistémicos, comprensión
de cómo se prestan los SE en un
paisaje y quienes de benefician de
ellos.

Articulo académico

Neil Dawson, Adrián
Martin, Finn
Danielsen

Articulo

Amy M. Villamagna,
Beatriz Mogollón,
Paul L. Angermeier

Fuente: Elaboración propia, a partir de artículos e investigaciones consultadas.

A nivel internacional y nacional, se resaltan importantes aportes desde instituciones
como la UICN y entidades estatales, en cuyos documentos han abordado temas técnicos y
normativos, que son claves para avanzar de en la de la gestión equitativa, la buena gobernanza y
la valoración de servicios ecosistémicos en las áreas protegidas, entre otros, que se han
mencionado en el presente trabajo, y que se detallan en los antecedentes.
1.3.1. Antecedentes
En este capítulo, en la primera parte se identifican los avances que se han dado en torno al
cumplimiento de recomendaciones propuestas por organismos internacionales, en respuesta a los
compromisos asumidos por Colombia en torno a la conservación de la biodiversidad y
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conformación del SINAP, buscando entre otras cosas que el sistema sea ecológicamente
representativo, bien conectado, efectiva y equitativamente gestionado.
1.3.1.1. Antecedentes Internacionales
El Convenio de Diversidad Biológica (CDB) fue adoptado en la Cumbre de la Tierra celebrada en
Río de Janeiro en1992 y fue ratificado por 33 países de América Latina y el Caribe. El CDB
contempla 3 objetivos principales: la conservación de la diversidad biológica, la utilización
sostenible de esta y la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de
los recursos genéticos. En términos generales el CDB busca promover e instar a los países
miembros al desarrollo de acciones que promuevan la conservación de la biodiversidad y la
sostenibilidad de los territorios (Naciones Unidas, 1992).
Colombia ratificó el CDB mediante la Ley 165 de 1994 (Congreso de Colombia, 1994) y
con este una serie de compromisos internacionales entre los cuales se encuentran los
relacionados con el Plan Estratégico para la Diversidad Biológica 2011-2020, este plan contiene
la meta 11 de Aichi, que tiene como finalidad proteger al año 2020 el 17 por ciento del territorio
terrestre y el 10 por ciento de las zonas marinas y costeras de cada uno de los países que
ratificaron el CDB, para ello se insta a los países a la conformación de un sistema de
áreas protegidas, administrarlos de manera eficaz y equitativa, a tener
representatividad ecológica en el sistema, e incrementar la cobertura protegida, propiciar la
conectividad, mecanismos de gobernanza y establecer otras medidas de conservación eficaces
basadas en áreas – OMEC (por sus siglas en inglés) (Secretaria del Convenio sobre Diversidad
Biológica, 2002, pp. 1-2).
Como una herramienta para el cumplimiento de esta meta, en el año 2004 la secretaria
del CDB, publicó el programa de trabajo sobre áreas protegidas, en este se plantean metas
puntuales dirigidas a contribuir a que los sistemas de áreas protegidas se consoliden como
sistemas completos, eficazmente gestionados y ecológicamente representativos, que a su vez
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aporten al logro de los tres objetivos del CDB mencionados anteriormente (Secretaria del
Convenio sobre Diversidad Biológica, 2004, p. 37)
Por otra parte, Colombia firmo la declaración del Milenio y se comprometió a superar la
pobreza y atender las necesidades básicas de la población más vulnerable, así como a garantizar
la sostenibilidad del medio ambiente, lo anterior en el marco definido en los 8 Objetivos de
Desarrollo del Milenio y las acciones propias que desarrolló el país para el cumplimiento de
estos; los objetivos tuvieron una temporalidad para su cumplimiento que culmino en el año
2015, en términos generales el balance de cumplimiento de los ODM fue positivo para él país. A
partir de este año se planteó la Agenda 2030, en la cual se ampliaron las apuestas de los ODM
con metas más ambiciosas, buscando así que esta trascendiera de la dimensión social del
desarrollo e incluyera aspectos económicos y ambientales (Departamento de Planeación
Nacional - DNP, 2018, p. 18). La Agenda 2030, incluye 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible,
estos son un llamado a que todos los países adopten medidas para poner fin a la pobreza,
garantizar la sostenibilidad del planeta y el bienestar de todas las personas.
1.3.1.2. Antecedentes Nacionales
El Decreto 2811 de 1974 que dicta el Código de Recursos Naturales, define entre otros aspectos
al ambiente como patrimonio común y estableció responsabilidades para su preservación y
manejo, con lo cual se busca garantizar la conservación del patrimonio natural y el desarrollo
sostenible del país (Presidencia de la República de Colombia, 1974).
La Constitución Política de 1991 establece artículos de gran importancia en materia de
conservación de la diversidad biológica del país3. Esto se materializa con los artículos que
obligan al Estado y a las personas a proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación
(República de Colombia, 1991). Se busca proteger el derecho de todos los colombianos de gozar
de un ambiente sano, estableciendo a su vez responsabilidades claras al Estado en materia de la
3 Constitución Política de Colombia, artículos: 8,58,63,79,80, 334 y 366 se relacionan con el aprovechamiento de los recursos naturales de la nación.
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protección de la diversidad e integridad del medio ambiente, conservación de las áreas de
especial importancia ecológica, planificación, manejo y aprovechamiento de los recursos
naturales, en aras de garantizar el desarrollo sostenible del país.
Posteriormente, la Ley 99 de 1993, estableció que la biodiversidad del país al ser un
patrimonio nacional y de interés de la humanidad, debe ser protegida de manera
prioritariamente y aprovechada de forma sostenible (artículo 1 Num. 2) y adicionalmente
preciso que la protección y recuperación de áreas ambientales del país es una tarea conjunta
entre el Estado, la comunidad y demás sectores. (Congreso de Colombia, 1993)
En 1997, la Ley 388, en la cual entre otros aspectos se establecen los lineamientos
relacionados con el ordenamiento territorial, es clara en reconocer la importancia y relevancia
que tienen las áreas protegidas y ecosistemas estratégicos en el marco del ordenamiento de los
territorios, razón por la cual son considerados como determinantes de los planes de
ordenamiento territorial y deben ser incorporadas como tal en los procesos de formulación o
actualización de los planes a partir de la reglamentación y usos del suelo que los Entes
Territoriales adelanten (Congreso de Colombia, 1997).
Por otra parte, Colombia luego de la ratificación del Convenio de Diversidad Biológica
mediante la Ley 165 de 1994 (Congreso de Colombia, 1994), el país mediante el Decreto 2372 de
2010 se reglamentó el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), las categorías de manejo
que lo conforman (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010) y a su vez se adoptó el
documento de política pública CONPES 3680 de 2010, en el cual se establecieron los
lineamientos para la consolidación del SINAP.
El Decreto 2372 de 2010, le permitió al país unificar las categorías de manejo que
integrarían el SINAP, establecer la definición de área protegida y las implicaciones de estas en
relación con los usos y actividades permitidas para cada categoría, teniendo en cuenta los
atributos de biodiversidad (composición, estructura y función) que aplica a cada área, buscando
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así un desarrollo sostenible. Así mismo, se definieron los objetivos generales de conservación a
nivel de país y a partir de estos, las áreas protegidas responden a unos objetivos de conservación
específicos, los cuales son el derrotero que seguir en el marco de la gestión y manejo efectivo de
las áreas, entendiendo que estos son una de las razones que motivaron la declaratoria del área.
(Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010)
El CONPES 3680 de 2010, en el cual se establecieron los lineamientos para la
consolidación del SINAP, planteo importantes apuestas enmarcadas en consolidar el SINAP
como un sistema completo, eficazmente gestionado y ecológicamente representativo, para ello
en cada uno de estos atributos se definieron acciones estratégicas que aportarían a avanzar en la
estructuración del Sistema (CONPES 3680, 2010).
En el año 2012, se oficializo la Política Nacional para la Gestión Integral de la
Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos (PNGIBSE). Esta es una Política de Estado que
incorpora la visión sobre el papel que cumplen los ecosistemas y los servicios que prestan y que
contribuyen al mejoramiento del bienestar de todos los colombianos, tanto desde el punto de
vista de la subsistencia biológica como desde una perspectiva económica, social y cultural,
enmarcada en la sostenibilidad de los territorios (Ministerio de Ambiente y Desarrollo
Sostenible, 2012).
En el 2017, se oficializo el Plan de Acción de Biodiversidad (PAB) para la implementación
de la PNGIBSE. Este Plan de Acción promueve la incorporación de la biodiversidad y sus
servicios ecosistémicos en la planificación sectorial, de tal manera que la productividad y
competitividad del país se enmarquen teniendo en cuenta la resiliencia de los socio ecosistemas
como límite para su crecimiento (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2017).
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Un año después, mediante el CONPES 3918, denominado como la Estrategia para la
implementación de los objetivos de desarrollo sostenible (ODS) en Colombia4 aprobado en
2018, define la “estrategia de implementación de los ODS estableciendo el esquema de
seguimiento, reporte y rendición de cuentas...” En el marco de la Agenda 2030 para el
Desarrollo Sostenible y sus ODS, se integran las dimensiones social, económica y ambiental.
Específicamente los ODS 10 reducción de la desigualdad, 11 ciudades y comunidades
sostenibles, 13 acción por el clima y 15 vida de ecosistemas terrestres, están directamente
relacionados con acciones que contribuyen a la gestión equitativa del SINAP y a la preservación
de la biodiversidad del país. (Departamento de Planeación Nacional - DNP, 2018, p. 34)

1.4. Justificación
Colombia hace parte de los países que adoptaron el Convenio sobre la Diversidad Biológica
(CDB), con este horizonte, el país avanzó en la consolidación del SINAP, el cual actualmente
cuenta con 1.391 áreas protegidas equivalentes a 31.445.757 hectáreas protegidas (Parques
Nacionales Naturales de Colombia, 2021), y de estas 419 corresponden a áreas protegidas
públicas con una superficie de 31.230.034 hectáreas, en las cuales se requiere lograr la
implementación de instrumentos financieros y mecanismos, que contribuyan a su
gestión equitativa, lo cual incluye a las comunidades que se encuentran al interior de las
áreas protegidas, las entidades territoriales, autoridades ambientales, sectores productivos y
demás actores, que se localizan en la zona de influencia de las áreas protegidas, y
necesariamente se requiere de la articulación en territorio.
Para comprender esta realidad en el ámbito local, se desarrolló un estudio de caso en el
DRMI Serranía de Peñas Blancas, en jurisdicción de la Corporación Autónoma Regional del Alto
Magdalena (CAM), el cual tiene una extensión de 32.793 hectáreas, y se localiza en 5 municipios

4

Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Económicos/3918.pdf
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del departamento del Huila, Acevedo, Pitalito, Timaná, Suaza y Palestina, (Consejo Directivo de
la Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2018, p. 6) se prioriza este último
municipio dado que de acuerdo con el Esquema de Ordenamiento Territorial (EOT) tiene el 82%
de su territorio en suelos de protección, bajo diferentes figuras de conservación, que generan
limitaciones traducidas en inequidades en la gestión, dado que el municipio y las comunidades
que habitan en el DRMI aportan a la conservación, pero no reciben retribuciones por las
acciones de conservación, por su parte manifiestan que tienen restricciones asociadas a las
actividades permitidas, de acuerdo con la normatividad vigente; los sectores productivos se
benefician del área pero no aportan a la gestión de la misma, lo cual genera inequidad en los
costos y beneficios de la conservación (CONPES 4050, 2021). La gestión y financiamiento de
muchas áreas protegidas, sobre todo en los países en desarrollo, debe mejorar
significativamente, bajo principios de equidad (Secretaria del Convenio sobre Diversidad
Biológica, 2004).
Por lo anterior, los análisis realizados en el presente trabajo reflejan la necesidad de contar
con instrumentos financieros y mecanismos para el manejo equitativo de las áreas protegidas
del SINAP y en particular del DRMI objeto de estudio, basado en la participación de todos los
actores presentes en territorio y bajo los principios de coordinación y concurrencia.

2. Marco Teórico
Para Dudley (2008) “las áreas protegidas son esenciales para la conservación de la
biodiversidad. Son la piedra angular de prácticamente todas las estrategias nacionales e
internacionales de conservación”(p. 98), están destinadas a mantener ecosistemas naturales
operativos, actuar como refugios para especies y mantener procesos ecológicos. Dichos espacios
también benefician directamente a los seres humanos, con una gran variedad de servicios
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ecosistémicos que ellas proveen, con oportunidades de entretenimiento, potencial genético,
entre otros (Dudley, 2008, p. 98)
Colombia cuenta con un Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP) el cual está
conformado por más de 31 millones de hectáreas protegidas (Parques Nacionales Naturales de
Colombia, 2021) en todo el territorio nacional, en diferentes categorías de manejo, ámbitos de
gestión y de gobernanza pública y privada; algunos municipios tienen gran parte de su territorio
bajo diferentes figuras de conservación, entre las que se encuentran, las áreas protegidas del
SINAP, páramos, zonas de reserva forestal de Ley 2 de 1959, y otras estrategias
complementarias de conservación.
Esto tiene una implicación directa, y es que dichos municipios pueden llegar a presentar
vulnerabilidad fiscal, dado que ven limitadas sus rentas al estar gran parte de su territorio
excluido dentro de un bien, servicio o base gravable definido dentro del estatuto tributario; lo
cual afecta la calificación en la Medición de Desempeño Municipal (MDM)(CONPES 4050,
2021).
Para el caso puntual de las comunidades que se encuentran al interior de las áreas
protegidas, en estas se presentan casos de inequidad, dado que algunas de estas aportan a la
conservación y al mismo tiempo tienen limitaciones en los usos que pueden llegar a desarrollar
en sus territorios, dado que deben regirse por la normatividad asociada a las áreas protegidas,
como lo es, la Ley 2811 de 1974, el Decreto 2372 de 2010, entre otros (CONPES 4050, 2021).
La ordenación del territorio debe estar enmarcada en un proceso planificado y una
política del Estado, de naturaleza política, técnica y administrativa, que esté al servicio de la
gestión ambiental y del desarrollo (Méndez, 1990). Por lo tanto, el ordenamiento territorial
incorpora varios componentes que deben estar articulados entre sí, de tal manera que permitan
el equilibrio y la equidad entre el crecimiento urbanístico de los municipios, la conservación del
medio ambiente y sus ecosistemas, las actividades humanas y que esto conlleve al desarrollo
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socioeconómico y ambiental de los territorios, permitiendo la generación de sinergias con los
diferentes instrumentos de planificación y ordenamiento.
Por otra parte, la ordenación del territorio, se trata de una función pública que responde
a la necesidad de controlar el crecimiento espontáneo de las actividades humanas, los problemas
y desequilibrios que este crecimiento provoca. Los procesos de ordenamiento regulan la
distribución de actividades en el espacio buscando constituir un sistema de planificación
territorial (Gómez Orea, 1994).
En el marco de los ejercicios de planificación y ordenamiento territorial que realizan los
municipios, se requiere contemplar el desarrollo de diferentes instrumentos financieros tanto
para los municipios (con una gran proporción de su territorio en figuras de conservación) por
sus aportes a la conservación, como para las comunidades que se encuentran al interior de las
áreas protegidas, que evidencian una inequidad, en los primeros por la forma en la que el Estado
distribuye los recursos y los califica en términos de gestión de recursos propios entre otros
factores mediante la MDM y los segundos dado que asumen costos y restricciones asociados a la
conservación de sus territorios.
Adicionalmente, la inequidad en la gestión de las áreas protegidas deja al descubierto
riesgos asociados a los ejercicios de planificación y manejo de las mismas, entre los que se
pueden resaltar, p.ej. debilidad en la gobernabilidad del territorio, desconfianza de las
comunidades hacia las autoridades ambientales y/o municipales, vulnerabilidad fiscal de los
municipios, entre otros. Como lo plantea Barde, “el camino hacia el desarrollo sustentable
requiere de una integración efectiva entre políticas económicas y ambientales” (Barde, 1994),
que permitan a las comunidades una distribución justa y equitativa de los costos y beneficios de
la conservación, como resultado de una buena gobernanza en las áreas protegidas, que
contribuya a garantizar que el sustento de las personas vulnerables no se vea afectado por la
conservación de las áreas protegidas (Borrini-Feyerabend et al., 2014, p. 60).
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Palabras claves: Áreas protegidas, ordenamiento territorial, instrumentos financieros, equidad.
2.1. Referentes Conceptuales
Área Protegida: Área definida geográficamente que haya sido designada, regulada y
administrada a fin de alcanzar objetivos específicos de conservación (Ministerio de Ambiente y
Desarrollo Sostenible, 2010).
Distrito Regional de Manejo Integrado: Espacio geográfico, en el que los paisajes y
ecosistemas mantienen su composición y función, aunque su estructura haya sido modificada y
cuyos valores naturales y culturales asociados se ponen al alcance de la población humana para
destinarlos a su uso sostenible, preservación, restauración, conocimiento y disfrute (Ministerio
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010).
Equidad: Es un principio de la buena gobernanza, que se describe como compartir
equitativamente los costos y beneficios de establecer y administrar áreas protegidas y
proporcionar un medio de juicio imparcial en caso de conflicto relacionado (Dudley, 2008).

Gestión de área protegida: La gestión de toda área protegida involucra diferentes
actores, instrumentos y poderes y está enmarcada en un complejo de múltiples niveles de
normas y de responsabilidades en la toma de decisiones, desde acuerdos de políticas
internacionales hasta marcos presupuestales nacionales, desde planes regionales de uso de la
tierra hasta decisiones cotidianas (Borrini-Feyerabend et al., 2014).
Gobernanza: Son las interacciones entre estructuras, procesos y tradiciones que
determinan cómo son ejercidos el poder y las responsabilidades, cómo se toman las decisiones y
cómo tienen voz los ciudadanos y otros interesados (Borrini-Feyerabend et al., 2014).
Instrumentos financieros: Son los instrumentos sobre los cuales se solicitan recursos
monetarios para hacer posible las acciones de conservación (Márquez Duque, Puerta González,
Quevedo Sánchez, & Gantiva Cifuentesa, 2020). El desarrollo de instrumentos financieros no es
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un fin en sí mismo, sino un medio para alcanzar un fin, en este caso, el fortalecimiento de la
conservación de la biodiversidad y la mejora de los medios de vida locales (Muñoz Escobar,
Rodríguez Castañeda, Tibavija Cipagauta, & Rode, 2021).
Servicios ecosistémicos: Los ecosistemas brindan servicios indispensables para la vida de
las personas, para el mantenimiento de la calidad de vida y para su sostenibilidad, existen cuatro
tipos de servicios ecosistémicos, de acuerdo con la Evaluación de los Ecosistemas del Milenio
(EM), de las naciones unidas, los cuales son: servicios de regulación, de soporte, de
aprovisionamiento y culturales (Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza
UICN, 2015). Estos beneficios que se derivan de la biodiversidad son conocidos como servicios
ecosistémicos (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2012).
Sistema Nacional de Áreas Protegidas: Es el conjunto de las áreas protegidas, los
actores sociales e institucionales y las estrategias e instrumentos de gestión que las articulan,
que contribuyen como un todo al cumplimiento de los objetivos generales de conservación del
país (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010).
Pago por servicios ambientales o ecosistémicos: Es el incentivo económico en dinero o
en especie que reconocen los interesados de los servicios ambientales o ecosistémicos a los
propietarios, poseedores u ocupantes de buena fe exenta de culpa por las acciones de
preservación y restauración en áreas y ecosistemas estratégicos, mediante la celebración de
acuerdos voluntarios entre los interesados y beneficiarios de los servicios ambientales
(Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2017a).
Plan de manejo: Cada una de las áreas protegidas que integran el SINAP contará con un
plan de manejo, que será el principal instrumento de planificación que orienta su gestión de
conservación para un periodo de cinco (5) años de manera que se evidencien resultados frente al
logro de los objetivos de conservación que motivaron su designación y su contribución al
desarrollo del SINAP (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010).
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Uso sostenible: Comprenden todas las actividades de producción, extracción, construcción,
adecuación o mantenimiento de infraestructura, relacionadas con el aprovechamiento sostenible
de la biodiversidad, así como las actividades agrícolas, ganaderas, mineras, forestales,
industriales, entre otras (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010). El uso
sostenible y las actividades permitidas están supeditadas a las que se definan en el plan de
manejo del área protegida y la respectiva zonificación.

3. Diagnóstico
De acuerdo al Registro Único Nacional de Áreas Protegidas (RUNAP), el país cuenta con 1.391
áreas protegidas que conforman el SINAP, con una superficie de 31.445.756 hectáreas,
equivalentes al 15,19% del territorio nacional, las cuales están distribuidas en: 19.006.727,75
hectáreas terrestres (16.65 % de la superficie terrestre del país) y 12.439.028,84 hectáreas
marinas (13.39 % de la superficie marina de la nación) (Parques Nacionales Naturales de
Colombia, 2021).
De estas áreas protegidas, en el ámbito de gestión nacional y de gobernanza pública
encontramos, 120 áreas equivalentes a 27.739.369 hectáreas distribuidas en: 1) el Sistema de
Parques Nacionales Naturales, 2) Distritos Nacionales de Manejo Integrado y 3) Reservas
Forestales Protectoras Nacionales, las primeras son administradas y manejadas por Parques
Nacionales Naturales de Colombia (PNNC), las segundas por PNNC o las Corporaciones
Autónomas Regionales (CAR) y las de Desarrollo Sostenible (CDS) y las terceras por las CAR.
En el ámbito de gestión regional y de gobernanza pública encontramos: Áreas de
Recreación, Distritos de Conservación de Suelos, Distritos Regionales de Manejo Integrado,
Parques Naturales Regionales y Reservas Forestales Protectoras Regionales, correspondientes a
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299 áreas protegidas con una superficie de 3.732.101 hectáreas, las cuales son administradas y
manejadas por las Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenible.
Y en el ámbito de gestión local y de gobernanza privada se tienen 972 Reservas Naturales
de la Sociedad Civil con una superficie de 212.821,75 hectáreas, administradas y manejadas por
los propietarios de los predios privados.
Así las cosas, son 419 áreas protegidas administradas por autoridades ambientales, es
decir 31.4 millones de hectáreas, en todo el territorio nacional en las que se requiere tener
incidencia en la gestión de las mismas, por una parte evaluar si se está logrando una gestión
equitativa que posibilite la gobernanza y gobernabilidad en el territorio y por otra parte,
determinar si se requieren instrumentos financieros que contribuyan a la gestión del área
protegida y definir qué tipo de instrumentos son necesarios. Pensando en la gestión del área no
solo desde su interior, sino desde la gestión de territorio, posibilitando el buen manejo de la
misma y que esta cumpla con los objetivos de conservación que motivaron su declaratoria.
En la tabla No. 1 se detallan cada las áreas protegidas que conforman el SINAP en sus
diferentes categorías de manejo, ámbitos de gestión, hectáreas, quien las declara, tipo de
gobernanza y la autoridad ambiental encargada de la administración y manejo. Precisando las
419 áreas protegidas de administración pública en las que se requiere de instrumentos para la
gestión equitativa.
Tabla 1.
Ámbito de
Gestión

ÁREAS
PROTEGIDAS
NACIONALES

Áreas protegidas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP)
Categoría
Distritos Nacionales
de Manejo Integrado
Reservas Forestales
Protectoras
Nacionales
Áreas Protegidas del
Sistema de Parques
Nacionales Naturales
Total, Áreas
Protegidas
Nacionales
Áreas de Recreación

No. de
AP por
Categoría
4

Hectáreas
Resolución

Hectáreas
Geográficas

9.715.811,36

9.323.697,42

57

551.466,28

549.518,80

59

17.472.091,93

17541575,89

120

27.739.369,56

27414792

10

792,9

792,84

Administración
y Manejo

Gobernanza

CAR-CDSPNNC

Pública

Ministerio de
Ambiente y
Desarrollo
Sostenible
(MADS)

CAR -CDS

Pública

PNNC

Pública

Consejo
Directivo

Corporaciones
Autónomas

Pública

Declaratoria
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Distritos de
Conservación de
Suelos
Distritos Regionales
de Manejo Integrado
ÁREAS
Parques Naturales
PROTEGIDAS
Regionales
REGIONALES Reservas Forestales
Protectoras
Regionales
Total, Áreas
Protegidas
Regionales:
Total, Áreas Protegidas Públicas
que requieren instrumentos
financieros
ÁREAS
PROTEGIDAS
LOCALES

18

115491,86

115

2.664.157,64

2702743,79

59

724.068,68

770815,22

97

227.932,14

225398,1

Corporaciones
Autónomas
Regionales y
las de
Desarrollo
Sostenible
(CAR)

Regionales y las
de Desarrollo
Sostenible
(CAR)

Pública
Pública
Pública
Pública

Reservas Naturales
de la Sociedad Civil
RNSC

Total, Áreas Protegidas del SINAP

115.150,55

299

3.732.101,91

3815241,8

419

31.471.471,47

31.230.034

972

1.391

212.821,75

215722,68

31.684.293,23

31.445.757

Registro ante
Parques
Nacionales
Naturales de
Colombia

Área protegida
de carácter
privado

Privada

Fuente: Elaboración propia a partir de información de Parques Nacionales Naturales de Colombia – Registro Único
Nacional de Áreas Protegidas a corte 01 de octubre de 2021.

El diagnóstico presenta la necesidad de lograr una gestión equitativa en las áreas
protegidas del SINAP, desde un estudio de caso en el DRMI Serranía de Peñas Blancas, esta es
un área protegida declarada por el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional del
Alto Magdalena (CAM), mediante el Acuerdo No.003 del 22 de marzo de 2018, con una
superficie de 32.793 hectáreas, que equivale al 0,10% del territorio protegido en el SINAP, está
ubicada en el departamento del Huila, en 5 municipios, en la tabla 2 se detallan las hectáreas en
cada uno de los municipios y en la figura 1 se detalla la ubicación del DRMI.
Tabla 2.

Hectáreas del DRMI Serranía de Peñas Blancas en cada municipio
No.

Municipio

Hectáreas

Porcentaje (%)

1

Timaná

5.998,5

18.29

2

Suaza

5.154,1

15.72

3

Acevedo

8.308,2

25.34

4

Palestina

7.432,3

22.66

5

Pitalito

5.899,9

17.99

32.793

100.0

Total, hectáreas DRMI

Fuente: Adaptado del Acuerdo No.003 del 22 de marzo de 2018 del Consejo Directivo de la CAM.
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Figura 1.

Ubicación del DRMI Serranía de Peñas Blancas y otras áreas protegidas

Fuente: Elaboración propia a partir de información del IGAC y RUNAP
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En el presente diagnóstico, se realizará énfasis en los siguientes puntos fundamentales: i)
falta de aplicación de instrumentos financieros para la retribución de las acciones de
conservación que realizan los municipios y las comunidades locales, en el marco de la gestión de
las áreas protegidas, lo cual puede agudizar la vulnerabilidad fiscal de los municipios con altos
porcentajes de su territorio incluido como área del SINAP, y ii) El bajo conocimiento de los
beneficios de las áreas protegidas susceptibles a ser objeto de retribución, lo cual conlleva a una
baja vinculación de los sectores productivos, al financiamiento de proyectos sostenibles para el
área, y repercute en una inequidad en los costos y beneficios de la conservación, a continuación
se detalla cada uno de los puntos a abordar:

3.1. Falta de Aplicación de Instrumentos Financieros Para la Retribución de las
Acciones de Conservación que Realizan los Municipios y las Comunidades Locales
En cuanto a aspectos normativos, se destaca que la Constitución Política de 1991 establece
artículos de gran importancia en materia de conservación la diversidad biológica del país5. La
Ley 99 de 19936, estableció que la biodiversidad del país al ser un patrimonio nacional y de
interés de la humanidad, debe ser protegida de manera prioritariamente y aprovechada de
forma sostenible (Congreso de Colombia, 1993).
Posteriormente, la Ley 1551 de 2012 “Por la cual se dictan normas para modernizar la
organización y el funcionamiento de los municipios” establece en su artículo 3 los Principios
Rectores del Ejercicio de la Competencia entre los cuales se encuentra: el de Sostenibilidad,
definido como: “El municipio como entidad territorial, en concurso con la nación y el
departamento, buscará las adecuadas condiciones de vida de su población. Para ello adoptará
acciones tendientes a mejorar la sostenibilidad ambiental y la equidad social; propiciando el

Constitución Política de Colombia, artículos: 8,58,63,79,80, 334 y 366 se relacionan con el aprovechamiento de los recursos naturales de la nación.
Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los
recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental -SINA y se dictan otras disposiciones.
5

6
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acceso equitativo de los habitantes… haciendo énfasis en lo rural y promover la conservación
de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos” (Congreso de la República, 2012).
De lo anterior se tiene que los municipios tienen responsabilidades frente a la
sostenibilidad ambiental, equidad social en los territorios, en el desarrollo rural, en salvaguardar
la biodiversidad y los servicios ecosistémicos que son necesarios para el desarrollo
socioeconómico de los territorios y para mejorar la calidad de vida de cada uno de los
habitantes.
En el ámbito de gestión local se tiene que, en el municipio de Palestina, departamento
del Huila, se ubican 2 áreas protegidas regionales del SINAP, con una superficie traslapada con
el municipio de Palestina de 11.124 hectáreas equivalentes al 62% del territorio del municipio,
adicionalmente se localizan 2 áreas protegidas nacionales, traslapadas en 2.535 hectáreas (el
14% del municipio) y se ubican también 4 áreas protegidas locales, con una superficie de 17 ha el
0,1% del municipio, tal y como se detallan en la tabla 3. Así mismo, Palestina se traslapa con la
Reserva Forestal de la Amazonía (RFA) en 1.685 hectáreas (9% del municipio), zonas diferentes
a las ya traslapadas con áreas del SINAP, en total entre áreas protegidas del SINAP y RFA, se
tienen 15.362 ha, lo que equivale a un 86% del municipio bajo figuras de protección.
Cálculos realizados utilizando información oficial del IGAC, límites municipales a escala
1:100.000 de 2015 e información oficial del RUNAP con corte 25 de marzo de 2022. La
información tipo shapefile de RFA se tomó de la página oficial de MinAmbiente.
Tabla 3.

Traslape de áreas protegidas del SINAP con el municipio de Palestina

No.

Ámbito de
gestión

1

Regional

2

Regional
Nacional

3

Traslape de áreas protegidas del SINAP con el municipio de Palestina
hectáreas
totales área Hectáreas
Categoría de
Nombre del área
Autoridad
protegida
municipio
Área
manejo
protegida
Ambiental
(SIG)
Palestina traslapada
Distritos
Regionales de
Serranía de Penas
Manejo Integrado
Blancas
CAM
32.793
7.433
Parques Naturales
Regionales
Parque Nacional
Natural

Porcentaje
%
traslapado
en Palestina

41,70%

Corredor Biológico
Guacharos Puracé

17.824
CAM

71.048

3.691

20,71%

Cueva de los
Guacharos

PNN

7.135

16

0,09%
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Nacional
4
5

Local

6

Local

7

Local

8

Local

Reserva Natural
de la Sociedad
Civil

Serranía de los
Churumbelos - Auka
Wasi

PNN

97.239

2.519

14,13%

El Encanto

PNN

4

4

0,02%

La Reserva

PNN

10

9

0,05%

Las Palmas

PNN

2

2

0,01%

Miranda

PNN

2

2

0,01%

13.676

77%

Totales

208.232

17.824

Fuente: Elaboración propia, a partir de información del RUNAP y el IGAC, con corte marzo 2022.

De acuerdo con el Esquema de Ordenamiento Territorial (EOT) adoptado mediante el
Acuerdo No.004 del 26 de febrero de 2019 del Concejo Municipal de Palestina, Huila, en su
artículo 5 “Propósitos de Desarrollo” en el literal B menciona lo relacionado con “promover un
proceso de desarrollo socioeconómico municipal alrededor del manejo, conservación y
aprovechamiento del ambiente y los recursos naturales de manera sostenible”, así mismo se
describen otros propósitos de desarrollo desde una visión de cuidado del medio ambiente, que
permita posicionar su oferta ambiental y a su vez fortaleciendo las dinámicas productivas
(Concejo municipal de Palestina Huila, 2019).
Entre los principios orientados del ordenamiento territorial del municipio de Palestina,
se tienen: equidad, sostenibilidad, concurrencia, competitividad, función social y ecológica de la
propiedad, distribución equitativa de cargas y beneficios, equilibrio del desarrollo territorial y
coordinación institucional (Concejo municipal de Palestina Huila, 2019). Lo cual corrobora, que
los temas ambientales y de sostenibilidad tienen gran preponderancia en el municipio, dada su
ubicación geográfica y estratégica para el Macizo Colombiano.
En el acuerdo de adopción del EOT, en el parágrafo del artículo 15, relacionado con
componentes del sistema ambiental, establece que para la protección del medio ambiente,
conservación de los recursos naturales, el municipio establecerá incentivos tributarios que
motiven a los propietarios de predios a que destinen áreas para conservación y protección de
coberturas forestales o su regeneración” (Concejo municipal de Palestina Huila, 2019), con lo
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cual se logra incentivar la protección de ecosistemas estratégicos, pero se limitan aún más los
ingresos del municipio, teniendo en cuenta que este ya tiene gran parte de su territorio bajo
diferentes figuras de conservación.
El Acuerdo No. 17 del 26 de noviembre de 2021 del Concejo Municipal “por el cual se
modifica el código de rentas del municipio de Palestina, Huila” en el artículo 19-2 “Incentivo de
protección de zonas boscosas protegidas”, establece que los predios privados, cubiertos con
bosques primario y/o secundarios pagarán el 30% del impuesto predial, proporcional al
área protegida y conservada y los terrenos protegidos de manera parcial, que tengan cualquier
tipo de explotación pagarán el 50% del impuesto predial proporcional al área protegida y
conservada (Concejo municipal de Palestina Huila, 2021, p. 7).
Adicional a lo anterior, en el artículo 23 del Acuerdo No. 17 de 2021 define “predios
materia de las exenciones tributarias” entre los predios que se consideran exentos del impuesto
predial unificado en el literal H se encuentran, predios de propiedad privada que sean reductos
que conserven vegetación natural y que tengan una extensión unitaria no inferior a cinco (5)
hectáreas (Concejo municipal de Palestina Huila, 2021, p. 8).
Por otra parte, el Municipio de Palestina, Huila, en desarrollo del artículo 44 de la Ley 99
de 1993, destina a la CAM, un porcentaje del 15 % sobre el Impuesto Predial Unificado
recaudado por cada periodo (Concejo municipal de Palestina Huila, 2021, p. 9). El municipio de
Palestina, no solo está destinando gran parte de su territorio para la conservación y desarrollo
sostenible, sino que también está cumpliendo con lo dispuesto en la Ley en materia de aportar
un porcentaje significativo a la CAM, para la respectiva gestión ambiental en su jurisdicción.
Es importante señalar, que en el acuerdo del EOT del municipio de Palestina, precisa que
el suelo rural de protección cubre un área de 16.034 hectáreas, lo que equivale al 81,42% del
territorio municipal, y precisa que, adicionalmente a esta área se le debe adicionar el área que
conforma las rondas de las fuentes hídricas, comprendiendo por el límite fisico que resulte del
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estudio para elacotamiento de las rondas hídricas que adelante la CAM en cumplimiento del
decreto 2245 de 2017 (Concejo municipal de Palestina Huila, 2019).
En el EOT del municipio de Palestina en “tratamiento de conservación ambiental”
incluye 6,38 hectáreas, pero en estas no se incluyen las áreas protegidas u otros suelos
de protección que requieren medidas de tratamiento, esto conyeva a que los
propietarios de estos terrenos no podrán ser compensados por la carga derivada del
ordenamiento del territorio, de las que trata el artículo 92 del Acuerdo 004 de 2019 del Concejo
Municipal de Palestina, Huila y que adopta el EOT, en el cual se establece compensación de
tratamientos de conservación (Concejo municipal de Palestina Huila, 2019).
Una vez analizado el EOT, se concluye que, en el municipio de Palestina, Huila, se
realizan incentivos tributarios (descuentos en el impuesto predial) y exenciones tributarias a
quienes aporten a la conservación de los ecosistemas, pero no existe un instrumento financiero
de retribución al municipio por las acciones que realiza entorno a la conservación del
patrimonio natural, dado que aproximadamente el 82% del municipio se encuentra en suelo de
protección, bajo diferentes figuras de conservación, unas más restrictivas que otras, lo cual
puede generar conflictos socioambientales.
Caso similar sucede con las comunidades locales, si bien es cierto de acuerdo a las
disposiciones del EOT y el Acuerdo de rentas del municipio, definen los incentivos y las
exenciones señaladas anteriormente, se requieren instrumentos financieros tanto para el
municipio como para las comunidades locales, dado que realizan acciones de conservación,
asumen costos, limitaciones y/o restricciones, y las comunidades son un elemento fundamental
para fortalecer la gestión y gobernanza de las áreas protegidas, en este caso del DRMI.
Por su parte, el Plan de Desarrollo Municipal (PDM) 2020 – 2023 “Lo hicimos bien, Lo
haremos mejor” adoptado mediante Acuerdo 004 del 28 de mayo de 2020, entre sus principios
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generales, se encuentra el de sustentabilidad ambiental7, así mismo, en el acuerdo se señala
como enfoques del PDM el enfoque territorial, establecido como “…el desarrollo integral de
Palestina debe reconocer, interpretar y fortalecer la estrecha relación entre la gestión ambiental
y la planificación territorial, dada sus particularidades de territorio verde…” (Concejo municipal
de Palestina Huila, 2020, pp. 12-15). Lo anterior se correlaciona con lo establecido un año
después en el EOT, dada las particularidades ambientales de este territorio, que hace parte del
Macizo Colombiano y provee un sinnúmero de bienes y servicios ambientales para esta región
del Sur Colombiano, para el país y el mundo (Concejo municipal de Palestina Huila, 2020).
El Acuerdo del PDM en el artículo 7, define la Visión del Plan como: “… el municipio de
Palestina será un territorio ambientalmente protegido y sostenible; planificado, integrado y
con equilibrio entre lo urbano y lo rural… socialmente incluyente y equitativo…” (Concejo
municipal de Palestina Huila, 2020, p. 18). Si bien es cierto, el municipio de Palestina goza de
una ubicación geográfica privilegiada que hace que este territorio cuente con una gran riqueza
natural y cultural, que puede llegar a potencializar su desarrollo, es importante que se logre
encontrar una moderación entre la visión del municipio y el desarrollo socioeconómico del
mismo, para contribuir a mejorar la calidad de vida de sus habitantes, especialmente de aquellos
que se localizan al interior de áreas protegidas del SINAP u otras figuras de conservación, que
establecen restricciones a los habitantes (Concejo municipal de Palestina Huila, 2020).
Entre las estructuras del PDM se encuentran 4 líneas estratégicas, 17 sectores y 46
programas, se resalta que, en las líneas estratégicas, se encuentra la línea “Palestina, territorio
sostenible y ambiental” cuyo sector es “Palestina ambiental y con desarrollo sostenible”. El
Acuerdo del PDM de Palestina, en su artículo 40, define la línea estratégica denominada
Palestina, territorio sostenible y ambiental, “… desde esta línea se prevé actuaciones para la

7 Definido en el PDM como “para posibilitar un desarrollo socioeconómico en armonía con el medio natural, los planes de desarrollo

deberán considerar en sus estrategia, programas y proyectos, criterios que les permitan estimar los costos y beneficios ambientales
para definir las acciones que garanticen a las actuales y futuras generaciones una adecuada oferta ambiental”
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recuperación, protección y conservación ambiental…” (Concejo municipal de Palestina Huila,
2020, p. 131), para el logro de ello se plantean los siguientes objetivos: i) aumentar las áreas bajo
sistemas sostenibles de conservación (restauración, sistemas agroforestales, manejo forestal
sostenible), ii) disminuir el índice de riesgo ajustado por capacidades, y iii) aumentar los
cuerpos de agua cumpliendo con los criterios de calidad definidos en el plan de ordenamiento
del recurso hídrico (PORH) (Concejo municipal de Palestina Huila, 2020). Los indicadores
definidos son los que se detallan en la tabla 4:
Tabla 4.

Indicadores línea estratégica “Palestina, territorio sostenible y ambiental”
Indicador de bienestar

Línea base

Año base

Fuente

Meta de cuatrienio

Planes de desarrollo territorial que involucran

1

2019

Alcaldía municipio de

1

estrategias de gestión del cambio climático.
Miles de hectáreas protegidas

Palestina
3.533,26

2019

Alcaldía municipio de

3600

Palestina
Sistemas de información ambiental

ND

2019

Alcaldía municipio de

interoperables
Índice municipal de riesgo de desastres ajustado

Palestina
NE

2019

Alcaldía municipio de

por capacidades

0

Palestina

Fuente: Adaptado del Plan de Desarrollo Municipal de Palestina – Huila, 2020 – 2023. (Concejo municipal de
Palestina Huila, 2020)

Así mismo, en el PDM en la línea estratégica en mención se plantean los siguientes
programas: i) conservación de la biodiversidad y sus servicios ecosistémicos, ii) gestión de la
información y el conocimiento ambiental, iii) ordenamiento ambiental territorial, y iv) gestión
del cambio climático para un desarrollo bajo en carbono y resiliente al clima. En ninguno de
estos programas se desarrolla algún tipo de instrumento financiero, que permita retribuir a los
habitantes que están al interior de las áreas protegidas las acciones que realizan de
conservación; tampoco se plantean evaluaciones o análisis que permita identificar las
necesidades que presentan los habitantes de las áreas protegidas, ni se prevé el desarrollo de
espacios participativos en los cuales los habitantes de las áreas protegidas tengan voz y voto. En
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los indicadores de bienestar palestina, territorio competitivo, definidos en el PDM no se
encuentra ningún indicador asociado a los temas mencionados anteriormente.
En las metas e indicadores del PDM definidos para el sector “Palestina agricultor y con
desarrollo rural” no hay metas o indicadores que permitan evaluar la situación de los
agricultores que se encuentran al interior de áreas protegidas, en las que hay restricciones de
acuerdo a la categoría de manejo y los usos permitidos, lo que puede llegar a afectar las
dinámicas económicas de las familias, no se analiza lo relacionado con el estado de los
agricultores, su desarrollo socioeconómico y su competitividad.
En el Plan de Manejo del DRMI Serranía de Peñas Blancas, adoptado mediante el
Acuerdo 015 del 26 de noviembre de 2020 por el Consejo Directivo de la CAM, se desarrolla el
contexto de ubicación regional del área protegida, contexto normativo, caracterización del área
protegida, y se define la zonificación ambiental del DRMI (zonas de preservación, restauración,
uso sostenible y zona general de uso público), con el respectivo régimen de usos para cada una
de las zonas, así mismo se define el plan estratégico de manejo y las líneas estratégicas para el
manejo del DRMI.
En el plan estratégico del plan de manejo del DRMI, cuenta con un proyecto relacionado con
el “diseño y aplicación de incentivos a la conservación para los actores estratégicos del área
protegida” cuyo objetivo es “el diseño busca hacer un proyecto piloto de desarrollo de incentivos
a la conservación de servicios ambientales, en partes altas de las microcuencas”(Consejo
Directivo de la Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2020, p. 183). No obstante, si
bien es cierto, este tipo de incentivos pueden llegar a contribuir en a la gestión del área
protegida y a mejorar la calidad de vida de los habitantes que se encuentran en la parte alta de
las microcuencas, no es suficiente para lograr una gestión equitativa, dado que pueden existir
comunidades en otras zonas del DRMI, que también desarrollan acciones de conservación y que
requieren de este tipo de instrumentos.
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3.1.1. Vulnerabilidad Fiscal de los Municipios con Altos Porcentajes de su
Territorio Incluido como Área del SINAP.
Existe un desequilibrio entre los aportes a la conservación que hacen municipios con altas
rentas y los municipios de bajas rentas que tienen un porcentaje amplio de su territorio
dedicado a la conservación. De los 741 municipios del país que tienen áreas protegidas en su
territorio, el 11,2% corresponde a municipios con más del 50% del territorio dentro de estas
figuras. Al analizar este grupo de municipios de acuerdo con la categorización municipal, se
tiene que, de esos 83 municipios, 53 pertenecen a las categorías 5 y 6. (CONPES 4050, 2021, p.
71)
Las cifras de Medición de Desempeño Municipal (MDM) en lo relacionado con los 53
municipios de categoría 5 y 6 con más del 50% de su territorio con área protegida, solo 10 se
ubican en un rango de MDM alto y los 43 municipios restantes en rango medio y bajo, lo que
evidencia la alta afectación fiscal en estos municipios que ven limitadas sus rentas al estar más
del 50% de su territorio excluido dentro de un bien, servicio o base gravable definido dentro del
estatuto tributario (CONPES 4050, 2021, p. 72).
Para el caso específico del municipio de Palestina, Huila, de acuerdo al PDM este tiene
una población de 11.159 habitantes, teniendo en cuenta la Ley 617 de 2000, este municipio se
ubica en sexta categoría, la cual se define como “… Todos aquellos distritos o municipios con
población igual o inferior a diez mil (10.000) habitantes y con ingresos corrientes de libre
destinación anuales no superiores a quince mil (15.000) salarios mínimos legales mensuales”
(Congreso de Colombia, 2000b, p. 3). En cuanto a ingresos del municipio, teniendo como base
la información que reposa en CHIP Contaduría General de la Nación en el año 2020, este
municipio recibio por concepto de impuesto predial unificado un total de ingresos de
146.390.135 pesos (Hacienda, 2020), por su parte, el reporte para este mismo año en la página
de la Contraloría General es de 146.390 millones de pesos, es decir el mismo valor.
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La Ley 167 de 2000 en el artículo 6 estableció, que el valor máximo de los gastos de
funcionamiento durante cada vigencia fiscal de los municipios categoría 6 no podrá superar
como proporción de sus ingresos corrientes de libre destinación, el 80%, en el caso del
municipio de Palestina, el indicador Ley 617/00 de gastos de funcionamiento e ingresos
corrientes de libre destinación (GF/ICLD), de acuerdo con el reporte de la Contraloría General
de la República para el año 2020 se encuentra en 49,4%, esto se debe a que el 30,6% de recursos
no están siendo ejecutados a través de funcionamiento, sino que los ejecutan por inversión (p.ej.
salud entre otros).
En la figura No. 2 se detalla la dinámica en el recaudo de impuesto predial desde el año
2012 al año 2020, de acuerdo a la información que reposa en la Contraloría General de la
República (Contraloría General de la República, s. f.).
Figura 2.

Recaudo de impuesto predial en el municipio de Palestina, Huila.
Dinamica del recaudo de impuesto predial en el periodo 2012 a 2020 en el
municipio de Palestina, Huila
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Fuente: Elaboración propia, a partir de información de la Contraloría General de la República.

Al analizar la información asociada al recaudo de impuesto predial del periodo 2012 a
2020, encontramos que el municipio de Palestina, paso de tener un recaudo en el 2012 de
42.726 millones depesos a 146.390 millones de pesos enel año 2020, aunque a tenido un
aumento considerable, también a presentado algunas caidas como las que se reportan para los
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años 2015 y 2018. Es de anotar, que la afectación que se evidencia en el recaudo obedece a que a
nivel de país el 66% del territorio nacional tiene la información catastral desactualizada, y el
28,32% no cuenta con información información catastral, si sumamos estos dos datos nos da
que en total el 94,32% del territorio nacional tiene falencias en la información catastral, lo que
dificulta considerablemente que los municipios puedan mejorar sus ingresos por recursos
propios (CONPES 3958, 2019, p. 3).
La MDM está compuesta por 2 componentes 1. Gestión y 2. Resultados; en su
componente de gestión, contiene cuatro dimensiones y 12 indicadores, los cuales miden la
capacidad de las entidades territoriales entre otras cosas para: i) generar recursos propios que se
traduzcan en inversión (movilización de recursos propios) … y ii) la utilización de los
instrumentos de ordenamiento territorial para el recaudo local y la efectiva organización de la
información. En cuanto al componente de resultados se tienen cuatro dimensiones que recogen
elementos constituidos al bienestar, como fin último de desarrollo territorial y útiles para
orientar política pública, estos son: (i) educación, (ii) salud, (iii) servicios públicos y, (iv)
seguridad y convivencia (Departamento Nacional de Planeación, 2020, p. 12).
En cuanto, a la calificación especifica del municipio de Palestina - Huila, en su MDM
para el año 2020, este municipio se ubicó en el grupo de capacidades 5 (G5), es decir tiene un
nivel bajo, en la tabla 5 se detallan los resultados de MDM de la vigencia 2020, el G5 representa
el 20% de los municipios del país con menores capacidades iniciales, es decir aquellos que se
enfrentan a mayores restricciones y limitaciones para la consecución de resultados
(Departamento Nacional de Planeación, 2020, p. 45).
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Tabla 5.

Resultados MDM, municipio de Palestina – Huila.
Vigencia actual

Año de comparación

2020

Resultados MDM

Cambio de
posición

2016

Puntaje

Promedio del
grupo de CI

Posición dentro
del grupo de CI

Puntaje

Promedio del
grupo de CI

Posición dentro
del grupo de CI

Punatje global MDM

58,14

42,78

5/218

44,88

40,02

60/218

55

Moviliación de recursos propios

8,20

8,82

86/218

6,69

7,01

98/218

12

12

Ejecución de recursos

92,81

69,28

3/218

68,80

67,24

109/218

106

106

Gobierno abierto y transparencia

100,00

70,20

1/218

76,13

65,03

55/218

54

54

Ordenamiento territorial

32,80

22,25

33/218

29,98

21,02

41/218

8

8

Componente de gestión

58,45

42,64

5/218

45,40

40,08

51/218

46

46

Educación

53,62

44,01

22/218

51,07

40,70

24/218

2

2

Salud

88,74

80,05

41/218

87,21

80,99

58/218

17

17

Servicios

40,81

43,25

130/218

47,98

39,29

46/218

84

-84

Seguridad y convivencia

87,78

94,17

199/218

93,48

96,45

182/218

17

-17

Componente de resultados

67,74

65,37

87/218

69,94

64,35

31/218

56

-56

2016-2020
55

Puntajes menores a 45 puntos son clasificados como bajos. Entre 45 y 55 son de nivel medio y superiores a 55 son de nivel alto.

Fuente: Adaptado del Departamento Nacional de Planeación, Visor de resultados MDM, 2020.

En la figura 3, se detalla el puntaje del municipio de Palestina, Huila, en la MDM, en el
periodo comprendido del año 2016 al año 2020, de acuerdo a los datos de Terridata del DNP, se
logra evidenciar una mejora gradual de 13,26 puntos en su calificación de MDM, pero tal y como
se detalla en la tabla 5, aún hay aspectos por mejorar como p.ej. la movilización de recursos
propios, tan solo tiene un puntaje de 8,20 siendo este el de menor calificación (Departamento
Nacional de Planeación, s. f.).
Figura 3.

Medición de Desempeño Municipal, Palestina período 2016 - 2020
Medición de Desempeño Municipal, Palestina - Huila, período 20162020
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Fuente: Elaboración propia, con información de TerriData, con datos de DNP - SPT

En terminos generales, en los municipios colombianos uno de los retos mas importantes
en referencia a la gestión, son las dimenciones de movilización de recursos y ordenamiento
territorial. En particular, el puntaje promedio de estas dimensiones fue de 24,7 y 33,6 puntos,
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respectivamente (Departamento Nacional de Planeación, 2020, p. 24), tal y como se detalla en la
figura 4.
Figura 4.

Puntuación por dimensión de gestión por de capacidades.

Fuente: Adaptado del Departamento Nacional de Planeación, Visor de resultados MDM, 2020.

Al analizar los resultados se logran identificar grandes diferencias entre los municipios
de nivel alto (G1) con los municipios de nivel bajo (G5), en este último grupo se encuentra
Palestina - Huila, como por ejemplo en términos de movilización de recursos, los municipios de
G1 obtuvieron un puntaje de 48.4, mientras que los municipios G5 obtuvieron un puntaje de
8.8, lo que indica que hay una diferencia de 39,6 puntos; otra brecha que se hace visible es la
relacionada con ordenamiento territorial, los del G1 tuvieron 41.6, los municipios del G5
obtuvieron 22.3, una brecha de 19,3 puntos. Lo anterior presenta un panorama del estado en el
que se encuentran los municipios de categoría 6 (G5) y las dificultades de lograr movilizar
recursos, la baja capacidad de recaudo y la situación tiende a empeorar cuando tienen un amplio
porcentaje de su territorio en áreas protegidas u otras figuras de conservación, lo que permite
evidenciar la necesidad de instrumentos financieros que permitan disminuir la vulnerabilidad
fiscal de estos municipios.
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3.2. Bajo Conocimiento de los Servicios Ecosistémicos las Áreas Protegidas
Susceptibles de Retribución
Las áreas protegidas conservan un sinnúmero de ecosistemas estratégicos, así mismo propician
la protección de la biodiversidad in situ en sus diferentes niveles asociada a los ecosistemas,
garantizando los bienes y servicios ecosistémicos que son necesarios para el desarrollo
socioeconómico del país y el bienestar de todas las personas. La Política Nacional para la
Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servicios Ecosistémicos (PNGIBSE) reconoce el
carácter estratégico de la biodiversidad como fuente principal, base y garantía del suministro de
servicios ecosistémicos, indispensables para el desarrollo del país, como base de nuestra
competitividad y como parte fundamental del bienestar de la sociedad colombiana (Ministerio
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2012).
Entre los aportes de las áreas protegidas del SINAP, se destacan los relacionados con
bienes y servicios ecosistémicos, que contribuyen de manera directa o indirecta al bienestar
humano, entre estos tenemos: de abastecimiento (p.ej. agua, alimento, materias primas);
regulación (p.ej. regulación del clima, purificación del aire, regulación hídrica); soporte (p.ej.
hábitat de especies, recursos genéticos, ciclo de nutrientes); culturales (p.ej. ecoturismo,
patrimonio cultural, conocimiento) (Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza
UICN, 2015).
De manera puntual las áreas protegidas del Sistema de Parques Nacionales Naturales
aportan anualmente por provisión y regulación hídrica por lo menos un estimado de
USD$2.308,4 millones adicionales, cerca del 1% del PIB en condiciones de tiempo medio
(Parques Nacionales Naturales de Colombia, 2017).
Los bosques de los Parques Nacionales Naturales de Colombia favorecen la regulación
hídrica, considerando que en cuencas hidrográficas con una mayor cobertura boscosa existe una
oferta hídrica más balanceada, es decir, durante las épocas de verano se generan condiciones
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que disminuyen las posibilidades de desabastecimiento y durante temporadas de invierno se
reduce el riesgo por inundaciones (Parques Nacionales Naturales de Colombia, 2017).
Por otra parte, la oferta hídrica adicional asociada con los PNN es vital y estratégica en
términos de la provisión de Servicios Ecosistémicos. Los sectores más beneficiados en términos
económicos (% PIB) por adicionalidad hídrica son: el agrícola (32 %), la industria (23 %), el
doméstico (18 %) y el energético (18 %). Cerca de 19 PNN cuentan con cuencas abastecedoras de
agua, demandada por más de 25 millones de personas, se calcula que alrededor del 52% de la
energía hidroeléctrica que se produce en el país utiliza agua proveniente de los PNN, al igual que
por lo menos 88.325 ha de distritos de riego. (Parques Nacionales Naturales de Colombia, 2017,
p. 22)
En la figura 5, tomada del documento Aporte de los Parques Nacionales Naturales al
Desarrollo Socioeconómico de Colombia, detalla la importancia y magnitud de los servicios
ecosistémicos hidrológicos:
Figura 5.

Importancia y magnitud de los servicios ecosistémicos hidrológicos

Fuente: Adaptado de Parques Nacionales Naturales de Colombia – Documento Aportes de los Parques Nacionales
Naturales al Desarrollo Socio- Económico de Colombia, 2017 (Parques Nacionales Naturales de Colombia, 2017, p. 24)
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En lo referente a valoración económica de almacenamiento de carbono, PNNC realizó el
cálculo del costo para 54 áreas protegidas del SPNN, se calcula que para estas el servicio de
almacenamiento de CO2 para el año 2000 valoró en USD 9.800 millones (7% del PIB en dicho
año), se habría evitado la emisión de cerca de 1.400 millones de toneladas. Para el 2012 se
calculó en USD 9.657 millones el valor de este servicio, (4 % del PIB) (Parques Nacionales
Naturales de Colombia, 2017, p. 31).
Estos datos solo se tienen para áreas del SPNN, a nivel regional y local en muchos casos
se desconocen en términos cuantitativos los beneficios que ofrecen las áreas protegidas al
desarrollo socioeconómico del país y de los territorios, y que puedan ser objeto de algún tipo de
retribución, principalmente en municipios de categoría 6 que tienen gran parte de su territorio
bajo estas y otras figuras de conservación. Es necesario que los municipios adelanten ejercicios
de valoración de servicios ecosistémicos que permitan cuantificar los aportes a la conservación,
en aras de viabilizar el diseño de instrumentos financieros, que contribuyan al manejo equitativo
de las áreas protegidas y a mejorar la gobernanza de estas.
3.2.1. Baja Vinculación de los Sectores Productivos al Financiamiento de Proyectos
Sostenibles para el Área Protegida e Inequidad en los Costos y Beneficios de la
Conservación.
Las comunidades locales y el Estado asumen casi la totalidad de los costos de la conservación de
las áreas protegidas, los pobladores locales no perciben los beneficios de la conservación, sino en
limitaciones asociadas a los usos permitidos en las áreas protegidas, el Estado no encuentra
recursos adicionales que le permitan cubrir las brechas de financiación para la gestión
equitativa. Así mismo, se evidencia que algunos usuarios y beneficiarios de la conservación no
retribuyen ni aportan a la conservación de forma equitativa (CONPES 4050, 2021).
De acuerdo con lo expuesto en el CONPES 4050 de 2021, “Consolidación del SINAP” se
evidencia que no hay una distribución equitativa entre los costos y los beneficios que generan las
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áreas protegidas, en relación con las personas que habitan las áreas y los sectores productivos
que obtienen beneficios de las mimas. Así mismo, hay municipios que obtienen grandes
beneficios de las áreas protegidas como p.ej. abastecimiento del recurso hídrico y esto no se ve
retribuido en el marco de la gestión equitativa de las áreas y por otra parte se encuentran
municipio de categoría 5 y 6 con más del 50% de su territorio en área protegida que requieren
instrumentos financieros o de compensación por aportar a la conservación del patrimonio
natural y no poder recibir recursos de impuesto predial o del uso productivo de la tierra.
Por otra parte, las áreas protegidas del SINAP de acuerdo a la categoría de manejo,
tienen una reglamentación frente a los usos y actividades permitidas, (ver tabla 6) lo que puede
llegar a traducirse para las localidades en limitaciones frente a las actividades que pueden
realizar en sus predios, localizados al interior de las áreas protegidas, de acuerdo a lo establecido
en la normatividad vigente y que se materializa en el plan de manejo y la zonificación. En la
tabla 7 se encuentra cada uno de los usos permitidos con las respectivas actividades.
Tabla 6.

Usos permitidos en las áreas del SINAP
Categoría de manejo del SINAP

Tipos de Usos permitidos

Áreas del Sistema de Parques Nacionales

Preservación, restauración, conocimiento, recreación y disfrute (Decreto 622 de

Naturales

1977)

Parque Regional Natural

Preservación, restauración, conocimiento, disfrute. (Decreto 2372 de 2010)

Reserva Forestal Protectora

Preservación, uso sostenible, restauración, conocimiento y disfrute. (Decreto 2372
de 2010)

Distrito de Manejo Integrado

Preservación, restauración, conocimiento, uso sostenible y disfrute. (Decreto 2372
de 2010)

Distrito de Conservación de Suelos

Preservación, restauración, conocimiento, uso sostenible y disfrute. (Decreto 2372
de 2010)

Áreas de Recreación

Restauración, uso sostenible, conocimiento y disfrute. (Decreto 2372 de 2010)

Fuente: Elaboración propia a partir de la información del Decreto 2372 de 2010 y el Decreto 622 de 1977.
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Tabla 7.

Actividades permitidas asociadas a los usos de las áreas del SINAP

Uso permitido en áreas del

Actividades permitidas en las áreas del SINAP

SINAP
Usos de preservación:

Comprenden todas aquellas actividades de protección, regulación, ordenamiento y control y vigilancia,
dirigidas al mantenimiento de los atributos, composición, estructura y función de la biodiversidad,
evitando al máximo la intervención humana y sus efectos.

Usos de restauración:

Comprenden todas las actividades de recuperación y rehabilitación de ecosistemas; manejo,
repoblación, reintroducción o trasplante de especies y enriquecimiento y manejo de hábitats, dirigidas a
recuperar los atributos de la biodiversidad.

Usos de Conocimiento:

Comprenden todas las actividades de investigación, monitoreo o educación ambiental que aumentan la
información, el conocimiento, el intercambio de saberes, la sensibilidad y conciencia frente a temas
ambientales y la comprensión de los valores y funciones naturales, sociales y culturales de la
biodiversidad.

De uso sostenible:

Comprenden todas las actividades de producción, extracción, construcción, adecuación o
mantenimiento de infraestructura, relacionadas con el aprovechamiento sostenible de la biodiversidad,
así como las actividades agrícolas, ganaderas, mineras, forestales, industriales y los proyectos de
desarrollo y habitacionales no nucleadas con restricciones en la densidad de ocupación y construcción
siempre y cuando no alteren los atributos de la biodiversidad previstos para cada categoría.

Usos de disfrute:

Comprenden todas las actividades de recreación y ecoturismo, incluyendo la construcción, adecuación
o mantenimiento de la infraestructura necesaria para su desarrollo, que no alteran los atributos de la
biodiversidad previstos para cada categoría.

Fuente: Elaboración propia, a partir del decreto 2372 de 2010.

Estas limitaciones y restricciones en el uso de la tierra, de los predios que se localizan en
las áreas protegidas, presentan condiciones de vulnerabilidad de los habitantes locales de varias
áreas protegidas. Según el Censo Nacional Agropecuario de 2014, los habitantes de las áreas
protegidas son un 19,4% más pobres que los pobladores del área rural dispersa del país (DANE,
2014). En contraste con los sectores productivos, que se benefician directamente de la
conservación sin que retribuyan proporcionalmente al mantenimiento de las áreas o al alivio de
las condiciones sociales de los pobladores locales (CONPES 4050, 2021, p. 61).
En el ámbito de gestión regional, de acuerdo con el plan de manejo del DRMI Serranía de
Peñas Blancas, este es un territorio con una dinámica agrícola importante, especialmente
alrededor de la siembra de café. Adicionalmente, hay producción de frutales de clima frío
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(granadilla, pitahaya, aguacate) y el desarrollo de la ganadería. Los ingresos del 93% de la
población dependen del desarrollo de actividades agrícolas y el 7% de la ganadería. El sistema de
producción de café, tiene una extensión en el área total de las veredas que conforman el área
protegida de 9.655,7 ha (Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2019, p. 87). En el
análisis estructural de las situaciones problema del plan de manejo del DRMI, se encuentra con
prioridad alta el relacionado con la baja vinculación de los sectores productivos al
financiamiento de proyectos sostenibles (Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM),
2019, p. 134).
Por su parte, en el PDM no se adelantan de manera directa acciones tendientes que
posibiliten o promuevan la vinculación de los sectores productivos en la gestión de las áreas
protegidas, o que contrarresten la inequidad que se presenta entre los costos que asumen las
comunidades y los beneficios que obtiene la población general incluidos los sectores económicos
y productivos. Así mismo, no se desarrollan instrumentos financieros o estudios que permitan
retribuir al municipio o a las comunidades las acciones de conservación que realizan.
4. Metodología
Esta metodología, permitió el desarrollo de cada uno de los objetivos específicos planteados,
dado que se logró indagar sobre a aplicabilidad de instrumentos financieros en el municipio de
Palestina, Huila, así mismo, se analizó como es la relación entre los entre costos y beneficios de
conservación asociados al DRMI en estudio, y si esto decanta en una gestión es equitativa, y
finalmente, permitió definir un instrumento financiero para la gestión equitativa del DRMI,
asociado a los servicios ecosistémicos.
A continuación, se precisan las fases de la metodología diseñada para la consolidación y análisis
de la información que se obtuvo para el presente trabajo, a través de entrevistas
semiestructuradas realizadas a los actores del DRMI Serranía de Peñas Blancas.
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4.1. Aprestamiento
Se definieron los siguientes criterios técnicos para la selección del área de estudio en la cual se
iba a enfocar el presente trabajo, estos criterios son: i) Área protegida del SINAP en más de 1
municipio, ii) municipios con más del 50% de su territorio en área protegida, iii) área protegida
con sectores productivos, iv) oferta de servicios ecosistémicos, v) instrumento de planificación y
manejo, y v) área protegida con comunidades en su interior.
A partir de lo anterior, se revisó información cartográfica y bibliográfica para identificar
qué área protegida que cumplía con los criterios para avanzar en el análisis de una gestión
equitativa, el área seleccionada fue el DRMI Serranía de Peñas Blancas en jurisdicción de la
Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena (CAM) y ubicada en 5 municipios y se
priorizó el municipio de Palestina - Huila, que tiene el 82% en suelos de protección.
Con la selección del área protegida (DRMI) en la cual se realizó el estudio de caso, se
procedió a iniciar con la revisión la información bibliográfica de línea base, algunos de estos son,
el documento CONPES 4050, el plan de manejo del DRMI y los acuerdos de declaratoria del
área y adopción del plan de manejo, entre otros.
Posteriormente, se elaboró un árbol de problemas en el cual se identificaron 4 causas
principales y efectos que se asocian a la baja gestión equitativa del DRMI Serranía de Peñas
Blancas, para seleccionar la causa principal a trabajar en el presente documento, se tuvieron en
cuenta los siguientes criterios: i) problemática identificada en la escala nacional, ii)
problemática que no esté desarrollada en el plan de manejo del DRMI y iii) la solución de esta
problemática pueda influir en la gestión equitativa de los habitantes del DRMI y en el
municipio. La causa seleccionada fue la “falta de aplicación de instrumentos financieros para la
retribución de las acciones de conservación que realizan el municipio y las comunidades
locales, en el marco de la gestión del área protegida” siendo esta la problemática que no se
abordan en el plan de manejo.
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4.2. Identificación de Actores y Diseño de Entrevistas Semiestructuradas
Se diligenció matriz de identificación de actores, la cual permitió conocer los actores principales
y relevantes para el estudio de caso que se va a realizar, con el contexto de cada uno, y a partir de
las causas, problemáticas identificadas se elaboran preguntas por cada una de las causas, y se
conformaron las entrevistas semiestructuradas a realizar a los actores principales en la gestión
del DRMI, se elaboraron 4 modelos de entrevistas, para comunidades al interior del DRMI,
CAM, alcaldía y sectores productivos. Se anexan modelos de entrevistas semiestructuradas
aplicadas.
La herramienta de recopilación de información fue la entrevista semiestructurada dado
que estas se basan en una guía de asuntos o preguntas y el entrevistador tiene la libertad de
introducir preguntas adicionales para precisar conceptos u obtener mayor información de los
entrevistados. (Hernández, Fernández, & Baptista, 2014a) El tiempo las entrevistas de entre 20
y 30 minutos, los cuales fueron flexibles de acuerdo al abordaje y desarrollo de la misma. El
objetivo general de las entrevistas fue conocer la percepción de los entrevistados sobre la gestión
equitativa que requiere el DRMI, y si se desarrollan instrumentos o mecanismos que aporten a
la gestión equitativa del área o el municipio.
A continuación, en la tabla No. 8 se relacionan los principales actores relacionados con la
gestión del DRMI, a quienes se les realizó las entrevistas semi estructuradas:
Tabla 8.

Resumen de actores identificados en la gestión del DRMI.
Actores identificados

Relación con el DRMI

Corporación Autónoma Regional del

Autoridad ambiental encargada de la declaratoria y administración

Alto Magdalena – CAM

del DRMI Serranía de Peñas Blancas.

Alcaldía Municipal (secretaria de

Entidad Territorial en la cual se ubica el DRMI Serranía de Peñas

planeación y Tesorería Municipal)

Blancas ocupando el 41% de su territorio.
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Presidentes Juntas de Acción

Comunidades que se encuentran al interior del DRMI y son los

Comunal (JAC)

directamente afectados o beneficiados por el área protegida.

Comité de Cafeteros del Huila:

El café es el sistema productivo más relevante en el DRMI, de

Sector productivo.

acuerdo al plan de manejo, tiene una extensión en el área total de
las veredas que conforman el área protegida de 9.655,7 hectáreas.

Gobernador (a) Cabildo Indígena

De acuerdo a las entrevistas realizadas a la comunidad que se
encuentra al interior del DRMI, en esta área se encuentran
miembros del Cabildo Indígena Yacuas Yanacona y un sitio
sagrado.

Fuente: Elaboración propia a partir de información del plan de manejo y entrevistas realizadas.

4.3. Diagnóstico (Metodología)
Una vez seleccionada la causa principal y las causas secundarias a abordar en el presente
trabajo, se procedió a la elaborar el diagnóstico, con información secundaria que se detalla en la
bibliografía del presente trabajo.
En esta fase de diagnóstico se aplicaron 33 entrevistas semiestructuradas, de estas 27 se
realizaron vía telefónica (comunidad, cabildo indígena, sector productivo), 5 se realizaron de
manera presencial (alcaldía y comunidad) en el municipio de Palestina Huila y 1 entrevista se
realizó vía meet de gmail (CAM). A cada una de las personas entrevistadas se les dio a conocer
un consentimiento informado8.

8 En el cual entre otros aspectos se les consulto y se les informó sobre: tiempo de la entrevista, el motivo académico de la entrevista, estar de
acuerdo en participar y poder retirarse en cualquier momento, estar de acuerdo en que la información obtenida pueda ser citada de forma anónima, y
estar de acuerdo con que la entrevista fuera grabada.
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Figura 6.

Entrevistas realizadas en el municipio de Palestina, Huila.

Fuente: Fotografías propias, entrevistas semiestructuradas realizadas en diciembre 2021.

4.4. Proceso de Análisis de Datos
Etapa de preanálisis. En esta etapa se organizó la información recolectada en las entrevistas, y
se realizaron las transcripciones de las 33 entrevistas en una matriz de Excel, de acuerdo a las
grabaciones. Posteriormente, se realizó una lectura inicial de los textos, lo cual permitió verificar
que la información transcrita correspondiera con la pregunta y verificar que no se alterará la
información aportada por los entrevistados.
Con esto se inició la lectura de reconocimiento de los documentos de análisis: de las
transcripciones de las entrevistas, los documentos consultados y recolectados en la comunidad
(p.ej. plan de manejo, PDM, EOT, etc). Esta etapa permitió un reconocimiento de los datos e
identificar los temas más recurrentes y destacar aquellas proposiciones, temas o palabras que
tuvieran un significado relevante, para convertirse en una unidad de análisis.
Etapa de codificación y categorización. En la codificación cualitativa los códigos surgen
de los datos: los datos van mostrándose y los “capturamos” en categorías. Los códigos son
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etiquetas para identificar categorías. (Hernández et al., 2014a) De esta forma emergieron los
códigos numéricos de cada entrevista, las categorías de análisis y permitió agruparlas por macro
categorías (se obtuvieron 3 macro categorías y 7 categorías de análisis), las cuales también están
directamente relacionadas con las causas problemáticas identificadas de manera inicial en el
árbol de problemas y analizadas en el diagnóstico del presente documento.
A continuación, se detallan las macro categorías y categorías de análisis que emergieron
producto de la transcripción y análisis de los datos obtenidos a partir de las entrevistas
semiestructuradas.
Tabla 9.

Macro categorías y categorías de análisis emergentes
Unidad de análisis

Macro Categoría

Categorías
Conocimiento DRMI Serranía de Peñas Blancas

Papeles o roles. Son unidades
articuladas conscientemente que
definen en lo social a las personas.
El papel sirve para que la gente
organice y proporcione sentido o
significado a sus prácticas. El
estudio cualitativo de papeles es
muy útil para desarrollar tipologías y
entender los vínculos dentro
de un grupo o colectividad.

1. Instrumentos financieros

ingresos económicos
Presencia Institucional

2. Inequidad en costos y
beneficios

Vulnerabilidad fiscal de los municipios
Afectación o beneficio del DRMI Serranía de Peñas
Blancas
Participación en toma de decisiones

3. Servicios ecosistémicos
del DRMI susceptibles de
retribución

Servicios ecosistémicos del DRMI susceptibles de
retribución

Fuente: Elaboración propia a partir de revisión bibliográfica.

Etapa de análisis. El análisis de las entrevistas a partir de las categorías emergentes se
realizará de manera cualitativa, dado que esta clase de datos es muy útil para capturar y
entender los motivos subyacentes, las opiniones y visiones de los entrevistados. No se reducen
sólo a números para ser analizados estadísticamente (Savin-Baden y Major, 2013; Stake, 2010;
Firmin, 2008; y Encyclopedia of evaluation, 2004), pues, aunque a veces sí se efectúan conteos,
no es tal el fin de los estudios cualitativos (Hernández, Fernández, & Baptista, 2014b), lo cual no
limita que se puedan realizar análisis cuantitativos de los datos obtenidos en las entrevistas
semiestructuradas.
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5. Resultados y Discusión

Esta investigación abordó, la definición de la gestión equitativa en áreas protegidas,
específicamente en el DRMI Serranía de Peñas Blancas, el cual hace parte de las áreas que
conforman el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), presentando los desafíos que
enfrenta la gestión de las áreas y la necesidad real de instrumentos financieros, tanto para las
áreas como para los municipios que tienen gran parte de su territorio traslapados con figuras de
conservación ambiental. Se aplicaron herramientas de investigación cualitativa para lo cual se
desarrollaron entrevistas semiestructuradas a actores claves, entre los que participaron los
presidentes de Juntas de Acción Comunal (27 de 29 veredas en las que se encuentra el DRMI en
este municipio), Alcaldía Municipal de Palestina, Corporación Autónoma Regional del Alto
Magdalena (CAM), representante de comunidad étnica y representante del sector productivo
(comité de cafeteros del Huila), siendo esta la actividad más representativa en el DRMI,
alrededor de 9 mil hectáreas cultivadas, según el plan de manejo del área.
Este capítulo presenta el análisis de treinta y tres (33) entrevistas semiestructuradas que
se elaboraron y aplicaron a los actores que tienen incidencia en el área protegida, y que ya se
mencionaron anteriormente, a partir de las tres (3) macro categorías y ocho (8) categorías, su
unidad de análisis es el “papel o rol” de cada uno de los actores, según tabla 9 que se encuentra
en el apartado anterior. El análisis se realizará en un dialogo entre los datos generados de las
entrevistas y autores e investigadores. Se hará de manera agrupada, logrando triangular las
percepciones y visiones de los diferentes actores que se encuentran en la zona de influencia del
DRMI. Como resultado se tendrá una reflexión que da respuesta a la pregunta de investigación,
donde se plantea la necesidad de instrumentos para la gestión equitativa en el DRMI Serranía de
Peñas Blancas, que contribuya al desarrollo socioeconómico del territorio y sus habitantes.
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Así mismo, se busca analizar las problemáticas expuestas en el diagnóstico del presente
trabajo, su análisis es cualitativo.
5.1. Instrumentos Financieros
Esta primera macro categoría hace referencia a la indagación y necesidad de desarrollar
instrumentos financieros, que contribuyan a potencializar la gestión equitativa del área
protegida (DRMI) siendo este el objetivo primordial de este trabajo de investigación; que a su
vez logre permitir una retribución a aquellos municipios que tienen gran parte de su territorio
traslapado con diferentes figuras de conservación, como también lograr retribuir a las
comunidades que se encuentran al interior de las áreas protegidas, las cuales de una u otra
manera están aportando a la conservación de las mismas, tienen conocimiento pleno de su
territorio, y en primera instancia son quienes se pueden ver afectados por las restricciones
normativas de las áreas (usos y actividades permitidas), o por el contrario beneficiados.
Según Barde, Jean-Philippe, (1994), “el camino hacia el desarrollo sustentable requiere
de una integración efectiva entre políticas económicas y ambientales.” Lo cual requiere de
diferentes miradas que permitan integrar las visiones económicas, ambientales, culturales y
sociales, de los habitantes del territorio, así mismo el Estado debe garantizar el desarrollo pleno
de las personas y contribuir en el mejoramiento de la calidad de vida de todos sus ciudadanos.
Luego de la explicación de la macro categoría, a continuación, se presentan las cuatro
categorías que componen esta primera macro categoría de “Instrumentos financieros”, estas
son: i) Conocimiento DRMI Serranía de Peñas Blancas, ii) Afectación o beneficios del DRMI
Serranía de Peñas Blancas, iii) ingresos económicos, y vi) Presencia Institucional.
5.1.1. Conocimiento sobre el DRMI Serranía de Peñas Blancas
Esta categoría agrupa la información obtenida de las comunidades que se encuentran al interior
del DRMI en estudio (Presidentes JAC y representante del Cabildo indígena Yacuas Yanacona) y
el Comité de Cafeteros, conociendo sus percepciones a través de la aplicación entrevistas
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semiestructuradas, lo cual permitió percibir de manera general como los pobladores se
identifican o no con el área protegida y si tienen conocimiento de la misma, la pregunta puntual
realizada fue: ¿Su comunidad se encuentra al interior del DRMI Serranía de Peñas Blancas y que
información tiene sobre esta área protegida?
Figura 7.

Tabulación categoría conocimiento DRMI
¿Su comunidad se encuentra al interior del DRMI Serranía de Peñas
Blancas y que información tiene sobre esta área protegida?
20

16

15

8

10
5

2

2

3. No

4. No sabe

0
1. Si, con
información

2. Si, sin
información

Fuente: Elaboración propia a partir de las entrevistas realizadas.

Se resalta que 24 personas entrevistadas tienen conocimiento de que se encuentran al
interior del DRMI, no obstante, de estas 8 personas no tienen información sobre el área,
adicionalmente 2 no saben si están o no dentro del DRMI y 2 no saben que su vereda esta al
interior del área protegida.
Según las palabras del entrevistado No. 5, quien identifica que está dentro del DRMI, pero
a la hora de indagar sobre la información que tiene sobre el área indica que desconoce que el
área protegida incluye también su finca, lo cual obedece a una falta de trabajo comunitario y
participativo por parte de la CAM, este último tema se desarrollará en la categoría “participación
en toma de decisiones”.
Entrevistador: ¿Qué información tiene del área protegida?
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Entrevistado No. 5: (…) “son reservas lo que son montañas, pero acá nos tienen
enredados nos tienen jodidos porque esto donde yo vivo son fincas y aquí hay
fincas también abiertas y ellos nos tienen jodidos por ese lado…”
Por otra parte, el entrevistado No. 21 no tiene claro si se encuentra o no dentro del DRMI,
pero al indagar sobre la información del DRMI menciona de manera textual que en el DRMI
habitan miembros del Cabildo Indígena Yacuas Yanacona:
…
Entrevistado (a): … En la vereda viven más o menos 100 familias y nosotros
pertenecemos a un cabildo indígena.
Entrevistador: ¿Sumercé es de la comunidad indígena?
Entrevistado (a): Si señor, soy comunero del Cabildo indígena Yacuas
Yanacona de aquí de Palestina…”
Una vez revisados los Acuerdos 003 del 22 de marzo de 2018 que declara el DRMI
Serranía de Peñas Blancas, el Acuerdo 0015 de del 26 de noviembre de 2020 que adopta el plan
de manejo, ambos acuerdos del Consejo directivo de la CAM y revisar el documento técnico del
plan de manejo, se evidencio que en estos no se señale presencia de miembros del Cabildo
Indígena Yacuas Yanacona, esto puede limitar los ejercicios de participación por parte de todos
actores, pues estos tienen costumbres propias y una visión del territorio. El abordaje de este
hallazgo se desarrollará en la categoría de “Participación en toma de decisiones”.
Por su parte, al indagar al Comité de Cafeteros sobre: 1. ¿Sabe usted el número de
personas o familias que se encuentran al interior del DRMI Serranía de Peñas Blancas? y 2.
¿Qué información tiene sobre esta área protegida? La respuesta fue la siguiente:
“Entrevistado (a): La verdad no sé cuál será el distrito de peñas blancas.
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Entrevistador: El distrito regional de peñas blancas es un área protegida que está bajo
la administración de la Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena (CAM)…
Entrevistado (a): ¿Esta en todo el municipio de Palestina?
Entrevistador: Esta en 29 veredas…”
El conocimiento y la gestión del mismo es fundamental para la planeación y manejo de las
áreas protegidas. El uso adecuado del conocimiento puede conducir, por ejemplo, a un conjunto
de mejores prácticas y lecciones aprendidas. El uso oportuno del conocimiento puede ayudar a
resolver problemas o generar estrategias (Worboys, Lockwood, & Kothari, 2019). Cuando las
comunidades locales que se encuentran al interior de las áreas protegidas y los sectores
económicos y productivos, entre otros actores que se benefician de manera directa o indirecta y
tienen conocimiento de los límites de las áreas, las actividades permitidas, las implicaciones o
restricciones o los beneficios representados en bienes y servicios ecosistémicos, se puede llegar
a hablar de que se está desarrollando una gestión del conocimiento que busca lograr sinergias y
un enfoque multidisciplinario (Worboys et al., 2019p.286) que permita la integración de todas
las visiones de los actores que interactúan con el área protegida, lo que se puede traducir en una
mejor gobernanza del territorio.
Tener conocimiento sobre las áreas protegidas, de los costos y beneficios que asumen los
habitantes de estas, conocer la percepción de las comunidades, posibilita el desarrollo
instrumentos financieros que nos permitan preguntarnos ¿Cuáles son los instrumentos
financieros más viables para la comunidad y para los municipios? ¿Cómo lograr potencializar la
conservación de los ecosistemas sin afectar a unos y beneficiar a otros? Son interrogantes que
nos debemos hacer y que nos permitirán aportar a mejorar la calidad de vida de las
comunidades que se encuentran al interior de áreas protegidas, sobre todo de las áreas en las
que se permite el uso sostenible pero que por alguna razón encuentran limitaciones en el
desarrollo de sus usos y costumbres.
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5.1.2. Ingresos Económicos de las Comunidades Locales por Acciones de
Conservación
Esta categoría nos permitirá conocer si las comunidades que se encuentran al interior del DRMI,
han visto afectados sus ingresos económicos desde la declaratoria del área, o si por el contrario
ha mejorado sus ingresos, y si han sido beneficiarios de algún tipo de instrumento o mecanismo,
bien sea económico o financiero, así mismo, si el municipio o las comunidades reciben algún
tipo de retribución por las acciones de conservación que realizan en el DRMI.
Al preguntarle puntualmente a las comunidades que están al interior del DRMI sobre:
¿La declaratoria del DRMI ha mejorado sus ingresos económicos? las respuestas fueron las
siguientes:
Figura 8.

Ingresos económicos de las comunidades locales por conservación.
¿La declaratoria del DRMI ha mejorado sus
ingresos económicos?
Si

No
7%

93%

Fuente: Elaboración propia a partir de entrevistas a las comunidades locales.

Al analizar los resultados de la pregunta ¿La declaratoria del DRMI ha mejorado
sus ingresos económicos? encontramos que de los 28 entrevistados de la comunidad, el 7%
(2 personas) manifiestan que la declaratoria si ha mejorado sus ingresos, estos son los
entrevistados No. 17 y 19, los cuales indican que: “se beneficia por que aprende otro tipo
de trabajos… como el abono orgánico para el uso de la finca y el turismo”
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Por otra parte, un dato relevante es que el 97% es decir 26 de las 28 personas
entrevistadas indicaron que la declaratoria del DRMI no ha mejorado sus ingresos económicos y
algunos de ellos puntualizaron en lo siguiente:
El entrevistado No. 15 específico que se han visto afectados en “la reducción agrícola
porque ya no dejan trabajar…”
Y el entrevistado No. 25 indicó que se han visto afectados “porque ha habido demandas y
la Corporación lo único que hace es emitir unas leyes que no benefician sino el
interés económico de la entidad, no a los campesinos como tal...”
Los entrevistados puntualizan que han visto afectados sus ingresos económicos y
adicionalmente manifiestan afectaciones tanto a ellos como a sus comunidades, en términos de
reducción en las actividades agrícolas, por “demandas” que se puede traducir a multas, así
mismo algunos se sienten abandonados por la CAM.
El Acuerdo 015 de 2020 de la CAM, en el artículo tercero en relación con los objetivos de
manejo, en el literal 3 se encuentra uno asociado a: “Promover el desarrollo sostenible en las
comunidades que habitan el DRMI en coherencia con los valores objetos de conservación y las
condiciones socioeconómicas” (Consejo Directivo de la Corporación Autónoma del Alto
Magdalena (CAM), 2020, p. 3), el desarrollo sostenible implica que las comunidades puedan
desarrollar sus actividades agrícolas y que adicionalmente tengan una corresponsabilidad con el
manejo sostenible del DRMI, así las cosas, en este DRMI se requiere profundizar mucho más en
las implicaciones frente a usos y actividades permitidas en el DRMI, los límites de la misma y el
contexto general, así como el desarrollo de talleres que promuevan la generación de confianza
hacia la autoridad ambiental (CAM).
Como parte del análisis de las afectaciones económicas se le pregunto puntualmente a la
Alcaldía de Palestina, Huila sobre: ¿La declaratoria de áreas protegidas en el municipio de
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Palestina ha afectado los ingresos del municipio y ha propiciado la vulnerabilidad fiscal? en la
cual precisaron lo siguiente:
“Yo creería que cualquier cosa que hagamos para conservar la naturaleza cueste lo que
cueste no es perdida fiscal… el tema de catastro, de generar, ese aporte por cada uno
de los habitantes, pues en estos municipios es difícil porque no hay esa
actualización…”
Como se mencionó anteriormente, el CONPES 3958 de 2019, Estrategia para la
implementación de la política pública de catastro multipropósito, indica que a corte 2019, el
66,00 % del territorio nacional tenía información catastral desactualizada (IGAC, 2019). El
municipio de Palestina, Huila, tal y como lo manifiesta la Alcaldía municipal tiene el catastro
desactualizado, lo cual limita al municipio en el acceso de ingresos económicos relacionados con
el impuesto predial.
Por su parte, al preguntarle al Comité de Cafeteros si ¿La declaratoria del DRMI ha
afectado los ingresos económicos de los cafeteros? Indican: “Que yo sepa no, pero me imagino
que no, porque en que los puede afectar.”
La afirmación del comité de cafeteros evidencia que desconocen las implicaciones y/o
beneficios del DRMI, por lo que se hace necesario que la CAM genere o fortalezca espacios de
trabajo conjunto en el marco de la administración y manejo del área protegida.
Una vez conocido el punto de vista de las comunidades que se encuentran al interior del
área protegida, de la Alcaldía municipal de Palestina, Huila y del sector productivo, se concluye
que quienes perciben y manifiestan mayores afectaciones económicas son las comunidades, las
cuales se presentan principalmente por limitaciones en los usos y actividades permitidas
(agrícolas) o por multas impuestas por la CAM. En relación con el municipio, para saber el valor
real de afectaciones económicas asociadas excepciones tributarias (descuentos en el pago de
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impuesto predial a predios de conservación), de las que trata el Acuerdo 017 de 2021 (Concejo
municipal de Palestina Huila, 2021) se requiere contar con información catastral actualizada,
esto reduciría la vulnerabilidad fiscal del municipio.
Para complementar el análisis se indagó sobre ¿Qué instrumentos o mecanismos
financieros conoce o han sido aplicados en su comunidad como pago por las acciones de
conservación que realizan los habitantes del DRMI? A lo cual la comunidad respondió:
Figura 9.

Aplicación de instrumentos financieros
¿Qué instrumentos o mecanismos financieros conoce o han
sido aplicados en su comunidad como pago por las acciones de
conservación que realizan los habitantes del DRMI?
Aplicados

No aplicados

7%

93%

Fuente: Elaboración propia, a partir de entrevistas realizadas.

Los resultados indican que en el DRMI Serranía de Peñas Blancas no se han aplicado
instrumentos o mecanismos financieros, lo cual es sustentado por el 93% de los encuestados que
equivale a 26 personas, de estas se resalta la respuesta del entrevistado No. 8:
“Entrevistado No. 8: Pago ninguno, que yo tenga entendido, no nada.
Entrevistador: ¿Considera que si es necesario contar con algún incentivo para las
comunidades?
Entrevistado No. 8: Claro, a mí me parece muy importante, que pues en esa vaina de la
conservación, porque la idea es no tumbar bosque ni nada…”
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Los instrumentos de gestión y de financiación son aplicables a todo el territorio, por tanto,
no se circunscriben a un área específica pues son aplicables para la gestión de un área de
conservación, su desarrollo económico o su financiación (Márquez Duque et al., 2020). Con lo
cual se aporta sustancialmente a la gestión del DRMI y a las comunidades locales que se
encentran en su interior, permitiendo que mejoras en su calidad de vida, que aporten en el
desarrollo de acciones de conservación.
Por su parte, al consultarle a la alcaldía municipal de Palestina Huila, sobre: ¿Qué
instrumentos o mecanismos financieros conoce o han aplicado por retribución de acciones de
conservación? Indicaron:
“… en estos momentos estamos… en el sector de serranía de peñas blancas en un
proceso de compra de predios para conservación… la idea es incentivar la
compra de predios para reforestación o para el cuidado de la forestación
existente.”
Los instrumentos de gestión, económicos y de financiación son herramientas que
permiten generar escenarios para que los municipios habiliten las actuales o nuevas áreas de
conservación de diferentes órdenes, con un valor agregado: aumentar la sostenibilidad
económica del municipio hacia un crecimiento económico que permita la preservación de su
biodiversidad (DNP et al., 2016) (Márquez Duque et al., 2020). Sin llegar afectar sus ingresos y
contribuyendo al desarrollo socioeconómico de los territorios.
Al indagar con el comité de cafeteros sobre ¿Qué instrumentos o mecanismos financieros
conoce o han sido aplicados en la comunidad como pago por las acciones de conservación que
realizan los habitantes del DRMI? su respuesta fue la siguiente: “No tengo ni idea”.
Luego de conocer las percepciones de la comunidad local que se encuentra al interior del
DRMI, alcaldía de Palestina y el comité de cafeteros, se concluye que a la fecha no se han
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desarrollado o aplicado instrumentos o mecanismos financieros para el municipio de Palestina o
las comunidades, como pago por las acciones de conservación que realizan.
A nivel de país la realidad es muy similar, solo se cuenta con información de
instrumentos financieros aplicados en las áreas del SPNN, en las áreas regionales no se cuenta
con información consolidada acerca de la aplicación de estos instrumentos y de su impacto que
tiene en la gestión. No obstante, a pesar de la débil información disponible en este aspecto a
nivel del SINAP, es evidente que, la brecha financiera es amplia debido en parte a la insuficiente
aplicación de instrumentos financieros para la conservación en áreas protegidas (Ministerio de
Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2021).

5.1.3. Presencia Institucional en el Marco de la Gestión del DRMI
Esta categoría presenta la percepción de la comunidad en relación con la presencia institucional
de la CAM o la alcaldía municipal, como insumo para lograr evidenciar si esta institucionalidad
se da en el marco de la gestión del DRMI y si se está contribuyendo de alguna forma en los
proyectos de vida de las comunidades que básicamente se dedican a la agricultura.
Al preguntarle a la comunidad si ¿Conoce actividades que este realizando la alcaldía o la
CAM relacionadas con mejorar la producción agrícola y que esta sea amigable con el medio
ambiente? sus respuestas son contundentes, de los 28 entrevistados, 10 de ellos Si han
evidenciado presencia institucional por parte de la CAM en actividades asociadas a: siembra de
árboles en nacimientos de agua, y desde la alcaldía en lo relacionado con: recolección de
residuos sólidos, huertas caceras y compra de predios de interés hídrico.
18 personas que afirman no conocer actividades desarrolladas por la alcaldía o la CAM,
(ver figura 10) lo cual evidencia la necesidad de prestar asistencia técnica agropecuaria, que por
un lado permita desarrollar una producción agrícola más amigable con el medio ambiente y por
otra parte que posibilite la dignificación del campesino.
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A continuación, en la siguiente figura se presenta la tabulación de las entrevistas aplicadas
a la comunidad.
Figura 10.

Tabulación categoría presencia institucional
¿Conoce actividades que este realizando la alcaldía o la CAM
relacionadas con mejorar la producción agrícola y que esta sea
amigable con el medio ambiente? sus respuestas son
contundentes

18
20

10

10
0
Si

No

Fuente: Elaboración propia, a partir de entrevistas realizadas.

Al realizarle al comité de cafeteros la misma pregunta, su respuesta fue afirmativa,
indicando que: “La alcaldía ella si ha hecho temas, por ejemplo, un tema de huertas.”
De manera puntual se indago con funcionarios de la administración municipal y
precisaron: “Pues lo que hacemos es las capacitaciones ambientales…” En cuanto a asistencia
técnica, manifiestan que “… en algunos casos a producción orgánica o a temas de que sea más
en armonía con la naturaleza”
La intención de estas preguntas es conocer si se han desarrollado actividades relacionadas
con asistencia técnica dirigida a las comunidades que están al interior del DRMI si reciben
algún beneficio directo o indirecto asociado a la asistencia técnica de acuerdo al contexto
territorial; se resalta que la Constitución Política de Colombia en su artículo 64 establece que “Es
deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores
agrarios… la comercialización de los productos, asistencia técnica y empresarial, con el
fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los campesinos” (República de
Colombia, 1991). Bajo el entendido que se encuentran en un área protegida que permite el uso
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sostenible, pero que sus habitantes requieren mejorar su producción agrícola y al mismo tiempo
implementar mejores prácticas.
En el DRMI Serranía de Peñas Blancas se destaca la producción de granadilla, pitahaya y
aguacate. Sin embargo, debido a la poca asistencia técnica, se han incrementado las
pérdidas por el ataque de plagas y enfermedades, principalmente en el cultivo de
granadilla, conllevando que el productor establezca nuevas áreas, generando con esto
expansión de la frontera agrícola, además de los daños causados al ecosistema por la tala
indiscriminada y selectiva de árboles. (Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2019,
p. 193)
El plan de manejo del DRMI Serranía de Peñas Blancas, en su plan estratégico de manejo
y asociado al objetivo estratégico 3 “Promover el desarrollo sostenible en las comunidades que
habitan el DRMI en coherencia con los valores objeto de conservación y las condiciones
socioeconómicas” plantea el desarrollo de un proyecto denominado “Gestión de proyectos de
reconversión de los sistemas de producción de frutales de clima frío a sistemas de producción
sostenible que permitan frenar la fragmentación de los bosques naturales” El proyecto
establecerá estrategias eficientes y sostenibles, en términos ambientales y económicos, surge la
necesidad de tecnificar los cultivos (Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2019).

5.2. Inequidad en Costos y Beneficios de la Conservación
En el SINAP y en sus áreas protegidas, se evidencia que los costos y beneficios de su
conservación no están equitativamente distribuidos, lo que genera desigualdades en los actores
que intervienen en la gestión de las áreas (CONPES 4050, 2021). La equidad en la distribución
de los costos y beneficios debe estudiarse en función del tipo de actores, su relación con las áreas
protegidas y las dinámicas de los territorios (CONPES 4050, 2021).
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Esta Macro categoría número 2, recoge percepciones de los actores identificados, que
permitirá analizar las categorías de: i) vulnerabilidad fiscal de los municipios, ii) conflictos por
uso del suelo, y iii) Participación en toma de decisiones.
5.2.1. Vulnerabilidad Fiscal de los Municipios con Gran Parte de su Territorio en
Áreas Protegidas
El jueves 9 de diciembre se realizó un ejercicio de campo en el municipio de Palestina, Huila,
que tenía como fin realizar entrevistas a funcionarios (directivos) de la alcaldía; se aprovechó
para realizar un recorrido por este pequeño municipio, en el cual se logró conversar con algunas
personas del área urbana y se les indago sobre como percibían el desarrollo del municipio,
algunos habitantes, aunque se sienten a gusto en el municipio, por la tranquilidad en la que
viven, manifiestan que el progreso es muy limitado, pues muchas vías están sin pavimentar,
hasta hace poco están remodelando las instalaciones de la alcaldía, se observó que el parque
principal está bastante deteriorado y se evidencia la necesidad de mantenimiento de este.
En las instalaciones de la alcaldía municipal, que por el momento funciona en el segundo
piso de la galería municipal, se realizó la entrevista a funcionarios y se les pregunto de manera
puntual si ¿El municipio de Palestina presenta déficit fiscal? sus respuestas fueron
contundentes:
“funcionario alcaldía: Si, claro”
Entrevistador: ¿El déficit fiscal sabe a qué se debe? ¿Si está directamente relacionado
con que más del 70% de su territorio este en área protegida?
Funcionario alcaldía: Yo creería, que es un gran factor, porque no está
actualizado el tema del catastro, que permita generar una contribución al
municipio mayor…”
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El municipio de Palestina, al igual que gran parte del territorio nacional tiene el catastro
desactualizado, lo que dificulta considerablemente el acceso a recursos propios derivados del
impuesto predial (CONPES 3958, 2019).
Figura 11.

Tabulación categoría vulnerabilidad fiscal de los municipios

Categoría: Vulnerabilidad fiscal de los municipios
19
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No sabe

9 ¿Actualmente su predio o finca ha sido afectada en el
certificado de libertad y tradición?

Si

No

10 ¿A partir de la
declaratoria del DRMI
usted continúa pagando
impuesto predial?

Fuente: Elaboración propia, a partir de entrevistas realizadas.

El 68% de los entrevistados equivalente a 19 personas manifestó que su predio no ha sido
afectado en el certificado de libertad y tradición, el 18% (5 personas) No sabe, si su predio está
afectado y el 14% es decir 4 personas menciona que su predio Si ha sido afectado en dicho
certificado. Por otra parte, se tiene que el 61% (17 personas) a partir de la declaratoria del DRMI
continúan pagando impuesto predial y el 39% (11 persona) no pagan impuesto predial.
Como lo han manifestado algunos de los entrevistados, uno de los principales problemas
que afrontan las personas que tienen afectados sus predios en el certificado de libertad y
tradición, es que esta se convierte en una limitante para acceder a créditos en los bancos,
principalmente el Banco Agrario, tal como lo indica el entrevistado No. 6:
“Entrevistado: Si señor, tuve un inconveniente porque aparece un tema del distrito y yo
venía trabajando con el banco y en este momento fui a solicitar un crédito y ya no
se pudo porque aparece la finca dentro del distrito, entonces pues no.
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Entrevistador: ¿No le dieron el préstamo por estar dentro del área protegida?
Entrevistado: Si señor, ya no autorizan…”
El análisis de esta problemática que se presenta en varias personas de la comunidad se
detalló en la categoría relacionada con “Afectaciones o beneficios del DRMI Serranía de Peñas
Blancas” en el literal (a Limitaciones en el acceso a créditos agropecuarios, dado que esta es
una de las principales afectaciones identificadas por los habitantes del área protegida.
Por otra parte, al consultarle a las comunidades si ¿A partir de la declaratoria del DRMI
usted continúa pagando impuesto predial? De acuerdo con la figura 14, se evidencia que, de las
28 personas entrevistadas, 17 si continúan pagando impuesto predial y 11 no continúan pagando
impuesto predial.
Las personas que no están pagando el impuesto predial, pueden estar siendo beneficiarios
de incentivos o exenciones tributarias, de acuerdo a lo reglado por el Concejo municipal de
Palestina -Huila (Acuerdo, 017 de 2021), adicionalmente como ya se ha mencionado una de las
principales causas de déficit fiscal del municipio es la falta de una actualización catastral, lo cual
dificulta la generación de recursos propios y mejorar su gestión en el marco de la Medición de
Desempeño Municipal (MDC) que realiza el DNP.
5.2.2. Afectaciones o Beneficios del DRMI Serranía de Peñas Blancas
Esta categoría se busca analizar la percepción tiene la comunidad (que vive al interior de esta
área) sobre el DRMI, pues son ellos la base, y son los primeros que aportarían en el manejo del
DRMI, lo que conlleva al cumplimiento de los objetivos de conservación que motivaron la
declaratoria de esta área, y evaluar en cierta medida las limitaciones que esta genera, pues son
las principales razones por las cuales las comunidades se ven afectadas; lo cual será parte del
análisis de la presente categoría “afectaciones o beneficios”.
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Al preguntar a la comunidad de manera puntual sobre ¿Se ha visto afectado por la
declaratoria del DRMI Serranía de Peñas Blancas o por el contrario beneficiado con su
declaratoria? Se obtuvieron las siguientes respuestas:
Figura 12.

Tabulación categoría afectaciones o beneficios del DRMI
¿Se ha visto afectado por la declaratoria del DRMI serranía de peñas blancas
o por el contrario beneficiado con su declaratoria?
14 personas, ni
afectadas ni
beneficiadas
50%

9 personas
afectadas
32%

5 personas
beneficiadas
18%

Fuente: Elaboración propia a partir de la aplicación de entrevistas a la comunidad.

Se resalta que el 50% de los entrevistados equivalente a 14 personas no perciben
afectaciones o beneficios por la declaratoria del DRMI, es decir que no han visto limitadas sus
actividades diarias, algunas de estas relacionadas con la agricultura. El 18% (5 personas) se
sienten beneficiadas, principalmente por la necesidad de conservar el medio ambiente,
“beneficiado, hay un aporte supremamente grande por parte de esa Corporación y
comprometidos también ellos y nosotros en pro del medio ambiente…” puntualizo el
entrevistado (a) No. 24.
Al analizar las respuestas de las 9 personas que corresponden al 32% de los que se
consideran afectados, encontramos situaciones asociadas a: a) limitaciones en el acceso a
créditos agropecuarios, b) falta de conocimiento de los límites del DRMI, y c) conflictos de uso
del suelo, a continuación, se realiza una discusión sobre estas afectaciones identificadas:
a) Limitaciones en el acceso a créditos agropecuarios. “más que todo perjudicado… En
el sentido que para un crédito es difícil, por lo menos para un crédito no se lo hacen a uno…”
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puntualizo el entrevistado (a) No. 1 al preguntarle si se ha visto afectado por la declaratoria del
DRMI.
Las áreas protegidas que conforman el SINAP, como ya lo habíamos mencionado
anteriormente, este sistema se conforma por diferentes categorías de manejo, en las que se
establecen los usos y actividades permitidas para cada categoría.
En la tabla 6, se detalla la relación de usos permitidos en cada una de las áreas del SINAP
y en la tabla 7, se precisan las actividades permitidas asociadas a los usos en las áreas del SINAP,
existen áreas de conservación estricta como es el caso de las áreas del sistema de parques
nacionales naturales (SPNN) o los parques naturales regionales (PNR) en los cuales no está
permitido el uso sostenible.
Ahora bien, para el caso específico del DRMI Serranía de Peñas Blancas, es importante
precisar que esta es un área protegida con una categoría de manejo asociada al uso
sostenible, el cual se define en el artículo 2 del Decreto 2372 como “Utilizar los componentes
de la biodiversidad de un modo y a un ritmo que no ocasione su disminución o degradación a
largo plazo alterando los atributos básicos de composición, estructura y función...” (Ministerio
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010, p. 3) lo cual, de acuerdo a la normatividad vigente,
permite el desarrollo de las actividades de uso sostenible entre las cuales se encuentran
actividades de producción, extracción, actividades agrícolas, entre otras, siempre y cuando
no alteren los atributos de la biodiversidad previstos para cada categoría de manejo.
De acuerdo con el Acuerdo 015 del 26 de noviembre de 2020 del CAM, mediante el cual
se adopta el plan de manejo del DRMI, este tiene una zonificación y dentro de esta se encuentra
una zona de uso sostenible con 19.785,90 hectáreas que equivalen al 60% del área protegida, en
las cuales se permite el desarrollo de sistemas de producción (pecuarios, agrícolas, mineros,
forestales, industriales), entre otras actividades compatibles con los objetivos de conservación
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del DRMI (Consejo Directivo de la Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2020, p.
4).
En aras de conocer los motivos de fondo por los cuales se les está negando a algunos de
los habitantes del DRMI el acceso a créditos agrarios, específicamente del Banco Agrario de
Colombia, el pasado 24 de febrero de 2022, se envió un derecho de petición con número de
radicado 1687106 en el cual se indagaba entre otras cosas sobre: ¿Qué limitaciones tienen los
ciudadanos de las zonas rurales que soliciten un crédito ante el Banco Agrario y que su predio
este al interior de un área protegida del Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP)? ¿Como
realizan la verificación de los predios que están al interior de un área protegida y cuyos
propietarios requieren acceder a un crédito?
Con esta indagación, se buscan generar salidas viables que permitan a los habitantes
acceder a créditos agrícolas, siempre y cuando las actividades estén permitidas en sus predios,
de acuerdo a la zonificación del plan de manejo del área. El DRMI no puede limitar el acceso a
un crédito, esto genera inestabilidad económica e inequidad en los habitantes.
b) Falta de conocimiento de los límites del DRMI: Varias personas precisan y concuerdan
con la afirmación del entrevistado No. 5 en el momento en que se les pregunta sobre el área
protegida (DRMI) “…nosotros tenemos entendido que son los bosques, lo que es montaña, lo que
tenemos en reserva que es montaña…”
El Decreto 2372 de 2010, define el área protegida como “área definida geográficamente
que haya sido designada, regulada y administrada a fin de alcanzar objetivos específicos de
conservación” (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010, p. 2), así las cosas la
percepción de las comunidades en relación con la definición de las áreas protegidas evidencia
desconocimiento de los límites del DRMI, las áreas protegidas en este caso el DRMI no son solo
los “los bosques” o “montañas” sino que los límites de los ecosistemas van más allá de “los
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bosques o montañas” lo cual garantiza la conectividad ecosistémica, es decir sus fincas (sus
predios) están al interior del DRMI, los límites de esta área sobrepasa los del municipio.
El área fue definida geográficamente corresponde a 32.793 hectáreas, esta fue designada
por el Consejo directivo de una autoridad ambiental regional (CAM), es regulada por la
normatividad vigente (Decreto 2372 de 2010), tiene un plan de manejo y es administrada por la
CAM, y el fin de la misma es lograr el cumplimiento de los objetivos de conservación.
Al indagar con un sector productivo (Comité de Cafeteros) y realizarle la misma pregunta
¿Se ha visto afectado por la declaratoria del DRMI Serranía de Peñas Blancas o por el contrario
beneficiado con su declaratoria? Su respuesta refleja falta de conocimiento de los límites del
DRMI y puntualizó:
“Yo la verdad he escuchado de peñas blancas pero la verdad no sabía que había
tantas veredas de ese distrito, entonces no se ellos en que se verán afectados…”
Los ejercicios de administración de las áreas protegidas requieren, inevitablemente, la
participación de la sociedad, tanto para su conocimiento y apreciación de las áreas, así como de
los bienes y servicios ecosistémicos que proveen. Esto también es fundamental para el
involucramiento actores multisectoriales (Paredes Leguizamon, 2018). Este sector productivo
desconoce los límites del DRMI, los beneficios y sus contribuciones al territorio, se requiere el
desarrollo de mesas de trabajo intersectoriales y trabajo comunitario que permita involucrar a
los diferentes actores en la gestión del DRMI.
c) Conflictos por Uso del Suelo:
De acuerdo con las entrevistas realizadas a la comunidad se pudo identificar que los conflictos
de uso del uso del suelo que ellos identificaban se asocian de manera directa con el ejercicio de
autoridad ambiental que ejerce la CAM en el territorio de su jurisdicción y como entidad
encargada de la administración y manejo del DRMI Serranía de Peñas Blancas.
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Al preguntarle a la comunidad que habita al interior del DRMI si ¿Usted o su comunidad
han tenido algún tipo de conflictos de uso del suelo en relación con los definidos en el plan de
manejo del DRMI? las respuestas fueron las siguientes:
Figura 13.

Tabulación conflictos de uso del suelo
¿Usted o su comunidad han tenido algún tipo de
conflictos de uso del suelo en relación con los definidos
en el plan de manejo del DRMI?
No sabe
11%

Si
28%

No
61%

Fuente: Elaboración propia, a partir de entrevistas realizadas.

De los 28 entrevistados el 61% equivalentes a 17 personas indicaron que no han
presentado conflictos de uso del suelo, el 28% (8 personas) indican que si han tenido conflictos
de uso del suelo y el 11% es decir 3 personas no saben.
De las personas que respondieron que si han tenido conflictos de uso del suelo se resalta la
respuesta dada por el entrevistado No. 19, en la que enfatiza en lo siguiente:
“Entrevistado: Una sola vez cuando se cultivó la granadilla, se presentó una
situación con la corporación por la tala que se hizo.
Entrevistador: ¿Les aplicaron algún tipo de sanción?
Entrevistado: Sanciones a 2 personas, que los encontraron como se dice en el acto…”
El análisis abordaremos sobre los conflictos de uso del suelo que se generan y que las
comunidades los perciben como si fueran por imposición de la CAM. Si bien es cierto, el marco
normativo colombiano faculta a las CAR para ejercer como autoridad ambiental en su
jurisdicción y administrar las áreas protegidas regionales y las reservas forestales protectoras
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nacionales, las comunidades al interior del DRMI manifiestan diferencias con la CAM en la
forma como ejercen la autoridad, el entrevistado (a) No. 7 manifiesta:
“… nos vemos afectados… nos sentimos un poco abandonados… para la
comunidad es difícil muchas veces organizarse, por ejemplo, realizar unos
sistemas de descontaminación, de tratamiento de aguas mieles de café y pues por allá la
mayoría produce café, entonces muchas veces nos vemos afectados porque llega… la
CAM a imponernos su ley…”
Lo anterior permite evidenciar la existencia de conflictos ambientales generados por la
aplicación de la normatividad, el conflicto se define como el resultado de la estructura
económica y de poder de la sociedad capitalista, el cual se resolverá con la transformación del
modo de relación, la participación de los actores en la sociedad y, fundamentalmente, en
contextos de equidad e igualdad de oportunidades para la toma de las decisiones en
el desarrollo (Quintana Ramírez, 2009). El conflicto como elemento de abordaje inicial
permite comprender, dialogar y ordenar el territorio desde las múltiples perspectivas que
existen en cuanto a la conservación de un espacio común, ocupado por varios actores, entre ellos
los campesinos (Aya-Rojas, 2020).
Ahora, en cuanto a los conflictos ambientales o conflictos de uso del suelo, Quintana
(2007) sustenta que estos se producen en el proceso humano de apropiación y transformación
de la naturaleza, con los sistemas tecnológicos que sobre ella intervienen, de dos maneras: 1)
como choque de intereses entre quienes causan un problema ecológico y quienes reciben las
consecuencias o impactos de dichos daños, y 2) como desacuerdo o disputa por la distribución y
el uso de los recursos naturales, entre los pobladores de un territorio determinado.
Adicionalmente, existe una tercera manera: 3) como desacuerdo en las formas de gestión de la
conservación del territorio entre diversos actores. Este tipo de conflictos ambientales se dan
alrededor de la propiedad o posesión sobre la naturaleza que necesitan las comunidades y
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naciones para producir bienes y servicios que satisfagan sus necesidades, en el caso particular de
las comunidades campesinas del DRMI, están asociados a los procesos de producción agrícola
(Aya-Rojas, 2020).
Por otra parte, una forma tradicional e incompleta de pensar el derecho y los derechos
consiste en reducir el mundo jurídico a las normas expedidas por las instituciones estatales, o
solo a una porción de estas o solo a sus elementos formales. En algunas ocasiones, ello implica
ignorar la diversidad de normas con las que los seres humanos buscan regular su acceso al
ambiente -que a veces coinciden con las del Estado, pero otras veces se diferencian por contener
estándares ambientales más fuertes o exigentes (Mesa Cuadros et al., 2019).
5.2.3. Participación en Toma de Decisiones
En la presente categoría se analizará como se da la participación de los diferentes actores
identificados en el DRMI, entre los que se identifican las comunidades que se encuentran al
interior del DRMI, sectores productivos, alcaldía municipal de Palestina y el Cabildo indígena,
entre otros y que tienen que ver de manera directa con la gestión de esta área protegida,
buscando una buena gobernanza, la toma de decisiones y por ende el cumplimiento de los
objetivos de conservación de la misma, “la buena gobernanza promueve la equidad, la
participación, el pluralismo, la transparencia, la responsabilidad y el estado de derecho, de
modo que sea efectivo, eficiente y duradero (Naciones Unidas, s.f)” (Paredes Leguizamon, 2018).
La gestión de toda área protegida involucra diferentes actores, instrumentos y poderes,
está enmarcada en un complejo de múltiples niveles de normas y de responsabilidades en la
toma de decisiones. Las decisiones de gobernanza sobre diferentes asuntos son tomadas por
diferentes instituciones y se requiere la inclusión de todos los actores presentes en el territorio
(Borrini-Feyerabend et al., 2014).
Para indagar con los actores que se encuentran al interior del DRMI se les pregunto de
manera puntual si ¿Usted o su comunidad participa en la toma de decisiones en el marco de la
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gestión del DRMI? a lo que las comunidades que se encuentran al interior del área protegida
respondieron:
Figura 14.

Tabulación categoría participación en toma de decisiones
¿Usted o su comunidad participa en la toma de
decisiones en el marco de la gestión del DRMI?

Si

No

25%

75%

Fuente: Elaboración propia, a partir de entrevistas realizadas.

De las 28 personas entrevistadas, el 25% manifiestan que, si han participado en la toma de
decisiones en el marco de la gestión del DRMI, por su parte, el 75% de los entrevistados
manifiestan que no han participado en ejercicios de toma de decisiones, entre estos se destaca la
posición del entrevistado No. 5
“Entrevistado No. 5: No señor, hasta ahora no señor.
Entrevistador: ¿La Corporación no los ha citado a talleres participativos en los cuales la
comunidad pueda realizar aportes desde el conocimiento que tienen del territorio para el
manejo del área protegida?
Entrevistado No. 5: No, si nos han citado, pero, así como le digo, ya la gente no les
camina… ni nosotros los presidentes ya la verdad no queremos eso, porque
ellos llegan y lo hacen firmar a uno asistencia y después van y lo enredan…
Entrevistador: ¿Ya no tienen confianza por la Corporación?
Entrevistado No. 5: Ya no hay confianza con ellos…”
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De acuerdo con la UICN, en donde sea que se tomen decisiones y se ejerza el poder y la
autoridad, alguna forma de gobernanza está actuando. Esto es así para la gestión de los recursos
naturales en general y para las áreas protegidas en particular. El poder y la capacidad para
tomar decisiones tienen una influencia considerable en el logro de los objetivos de las áreas
protegidas, en la posibilidad de compartir responsabilidades, derechos, costos y beneficios, y en
la generación y el mantenimiento del apoyo sea este financiero, político o de las comunidades,
dentro y alrededor de las áreas protegidas en cuestión. El proceso de comprender la gobernanza
y, donde sea necesario, de mejorarla, se constituye en la espina dorsal de la conservación
efectiva (Borrini-Feyerabend et al., 2014).
Adicionalmente el entrevistado No. 21 al entregarle contexto relacionado con la ubicación
del DRMI, manifiesta: “… Eso si yo no lo tenía en conocimiento, pero buenísimo… En la
vereda viven más o menos 100 familias y nosotros pertenecemos a un cabildo
indígena” se indago si era miembro de una comunidad indígena a lo cual respondió, “si señor,
soy comunero del Cabildo indígena Yacuas Yanacona de aquí de Palestina…”
Por otra parte, el entrevistado No. 28 nos indicó que dentro del DRMI se encontraban sitios
sagrados de ellos, indicando “Los sitios sagrados si se encuentran dentro del área
protegida”
Al revisar el plan de manejo del DRMI Serranía de Peñas Blancas, se evidencia que en
este no se encuentran identificadas comunidades étnicas que habiten al interior DRMI o hagan
uso del mismo, no se refleja su participación en la gestión, el manejo o formas de gobernanza
articulada con esta comunidad étnica. Así mismo, no se evidencia una articulación del Plan de
Vida del Cabildo indígena con el plan de manejo del DRMI, que permita conservar no solo el
patrimonio natural sino también el patrimonio cultural y ancestral, tal y como se proclama en
los objetivos de conservación del país, en el artículo 5 del Decreto 2372 de 2010 el cual especifica
que se debe “Garantizar la permanencia del medio natural, o de algunos de sus componentes,

81
como fundamento para el mantenimiento de la diversidad cultural del país y de la
valoración social de la naturaleza” (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010, pp. 56), en el artículo 6, literal (g) del mismo decreto menciona entre los objetivos de conservación de
las áreas protegidas, el asociado a la conservación de la cultura étnica así “g) Conservar espacios
naturales asociados a elementos de cultura material o inmaterial de grupos étnicos”
(Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010).
Al preguntarle a la CAM si ¿En el DRMI hay presencia de comunidades étnicas
(indígenas)? y si se encuentran identificadas en el plan de manejo, la respuesta obtenida fue la
siguiente: “De acuerdo a las certificaciones que nos emitió la agencia nacional de
tierras no”
Consultados los actos administrativos Acuerdo 003 de 2018 que declara el DRMI Serranía
de Peñas y el Acuerdo 015 de 2020 que adopta el plan de manejo del área, se constató que en los
mismos no se hace mención de la certificación de Ministerio del Interior y no se encuentran
puntos asociados a procesos de consulta previa tal y como se señala en la ruta para la
declaratoria de áreas protegidas del SINAP, Resolución 1125 de 2015, en la cual en relación con
la consulta previa se menciona que “se debe llevar a cabo en los casos en que el Ministerio del
Interior certifíquela presencia o uso del territorio por comunidades étnicas, sin
desconocer, que será la Autoridad Ambiental la responsable de garantizar el presente derecho
fundamental”(Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2015).
Es necesario tener en cuenta la participación activa de distintos actores en los ejercicios de
toma de decisiones y la responsabilidad compartida entre el Estado y la sociedad civil, para
resolver asuntos de carácter público. Esto se debe, en parte, a que la declaratoria de áreas
protegidas genera impactos sobre los medios de vida y los intereses de personas, grupos e
instituciones vinculados, de manera diferenciada, con un territorio y sus atributos naturales
(Ospina et al., 2021).

82
Constitución de 1991, en su artículo 7 conforme al cual establece que “El Estado
reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana”. Así
mismo. la Constitución hace también un reconocimiento semejante, aunque relativamente más
amplio, a los miembros de los pueblos y comunidades indígenas, igualmente comprendido en el
mandato general de protección a la diversidad étnica y cultural contenido en el artículo 7°
superior (Corte Constitucional de Colombia, 2012).
Ahora bien, la Corte Constitucional se ha pronunciado en varios casos en relación con los
derechos de las comunidades étnicas en relación con los procesos de consulta previa, en los
cuales de manera puntual en la Sentencia T-680/12 en lo referente a consulta previa se
menciona haciendo énfasis en la protección conferida por el derecho a la consulta la cual
consiste en garantizar a los grupos étnicos y a sus autoridades propias la
participación directa. Con esto se busca salvaguardar la idiosincrasia de los pueblos
indígenas (Corte Constitucional de Colombia, 2012).
Teniendo en cuenta que no todos los actores están participando en los ejercicios de toma
de decisiones de acuerdo a los resultados de las entrevistas (ver figura 14), se debe tener en
cuenta la importancia de involucrar a todos los actores en el marco de la gestión del DRMI, una
decisión es una resolución o determinación que se toma respecto a algo, en este caso sobre
temas particulares asociados a la planificación y manejo del DRMI. Es un proceso que consiste
en realizar una elección entre diversas alternativas, contextualizando un poco, es idear e
implementar principios y criterios asociados a mecanismos eficientes para tomar
decisiones (Ospina et al., 2021).
Así mismo, se recomienda el desarrollo de mecanismos de participación, que permitan a la
población tener acceso a participar o influir en las decisiones del gobierno de manera
independiente, sin necesidad de formar parte de la administración pública o de un partido
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político. El objetivo que persiguen estos mecanismos, es participar de un cambio para optimizar
el bienestar público.
Si bien es cierto, en la gestión y gobernanza del DRMI de acuerdo con el plan de manejo,
confluyen y se identifican varios actores institucionales, comunitarios y de sectores productivos,
se requiere también la participación activa de los miembros de las comunidades étnicas (Cabildo
indígena Yacuas Yanaconas) los cuales como se mencionó anteriormente no se encuentran
vinculados y articulados en el instrumento de planificación y manejo del DRMI.
5.3. Servicios Ecosistémicos del DRMI Serranía de Peñas Blancas Susceptibles de
Retribución
En esta Macro categoría tres (3) sobre servicios ecosistémicos SE (en algunos apartes del texto
se pueden presentar como beneficios de los ecosistemas dado que era más fácil la comprensión
en las comunidades locales) del DRMI Serranía de Peñas Blancas susceptibles de retribución
busca detallar algunos de los servicios ecosistémicos que provee esta área protegida y que
pueden llegar hacer incluidos en un análisis de valoración de servicios ecosistémicos,
adicionalmente se conocerá como las comunidades identifican los beneficios o servicios
ecosistémicos que ellos ayudan a conservar.

El departamento del Huila cuenta con ecosistemas de gran riqueza en términos de
biodiversidad y provisión de recurso hídrico, al ubicarse en la cuenca alta del Río Magdalena;
debido a su condición se constituye en un importante enclave regional que lo vincula con la
Amazonía Colombiana, La Sierra de la Macarena, El Macizo Colombiano, El Páramo de
Sumapaz. (Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2019)

Esto se debe, entre otros factores a los bosques que se localizan sobre la serranía de
Peñas Blancas, principalmente de roble negro, distribuidas en los municipios de Acevedo,
Palestina, Pitalito, Timaná y Suaza. Los bosques andinos y subandinos presentes en la Serranía
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capturan niebla, controlan la cantidad de radiación solar que ingresa al bosque y reducen la
velocidad del viento, dando como resultado la regulación del microclima del territorio donde se
encuentran. Adicionalmente, la presencia de una capa gruesa de musgo y hojarasca en el suelo,
propician la captura del agua de la precipitación, la cual es liberada de manera lenta durante los
períodos sin lluvia (Tobón, C., 2009). Estos ecosistemas se producen drenajes verticales que
alimentan quebradas, ríos y estabilizan su caudal (Tobón, C., 2009) (Corporación Autónoma del
Alto Magdalena (CAM), 2019, p. 25).
El DRMI hace parte de las subcuencas de Timaná, Suaza y Guarapas pertenecientes a la
gran cuenca del Magdalena. Es un territorio con alta densidad hídrica, con diferentes usos a
saber: acueductos, riego y otros agrícolas (Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM),
2019, p. 41). En la Serranía de Peñas Blancas nacen varias fuentes hídricas y son las encargadas
de la provisión de agua a los habitantes de los municipios de Timaná, Suaza, Acevedo, Palestina
y Pitalito, al interior y en la zona de influencia del DRMI. En el caso específico del municipio de
Palestina, aquí nacen las siguientes fuentes hídricas: La Chorrosa, La Fría, La Chorrera, El
Palmar, La Perdida, Quebradona, El Salado, La Arenosa, Flautilla y Las Pitas y en el DRMI se
encuentra en tres (3) subzonas hidrográficas de las definidas por el IDEAM: 1) 2101 -Alto
Magdalena en los municipios de Palestina y Pitalito; 2) 2102 - Río Timaná y otros directos al
Magdalena en el municipio de Timaná y; 2103 – Río Suaza en los municipios de Acevedo y
Suaza (Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2019, pp. 42-43).
Estos beneficios que ofrecen los ecosistemas que se localizan en esta zona del país, en
particular en el municipio de Palestina y especialmente en el DRMI Serranía de Peñas Blancas y
otras áreas protegidas, son necesarios para el desarrollo socioeconómico de los territorios.
Con el ánimo de conocer si las comunidades locales, la alcaldía y el sector productivo
(comité de cafeteros) identifican algunos beneficios se les pregunto si ¿Mencione los beneficios
que ofrece el DRMI Serranía de Peñas Blancas a su comunidad?
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Figura 15.

Tabulación SE del DRMI
¿Mencione los beneficios que ofrece el DRMI Serranía de
Peñas Blancas a su comunidad?

46%

54%

Si

No

Fuente: Elaboración propia, a partir de entrevistas realizadas.

El 54% de las personas entrevistadas que equivalen a 15 personas logra identificar
beneficios que le ofrece el área protegida, en contraste el 46% (13 personas) no mencionan o
asocian beneficios del DRMI a sus comunidades.
Por su parte la alcaldía Municipal indicó: “… el hecho de conservar la naturaleza, es más
que ganancia y garantizamos… ojalá infinito en años de conservación del agua…” La oferta
hídrica abastece numerosos acueductos: dos (2) son municipales, correspondientes al de
Timaná y al de Palestina, así como aproximadamente 78 acueductos veredales, que benefician a
cerca de 65.870 habitantes de la Serranía y su zona de influencia (Corporación Autónoma del
Alto Magdalena (CAM), 2019).
El comité de cafeteros, manifestó “no tener conocimiento de los beneficios del DRMI
Serranía de Peñas Blancas.”
En el caso de las comunidades locales que habitan en el DRMI y que contribuyen
efectivamente a su conservación y el sector productivo, se observa que hay
desconocimiento de los aportes específicos que realizan para mantener los valores
de conservación y de los beneficios. En consecuencia, no hay una retribución suficiente
por dichas acciones, a manera de compensación o incentivo (CONPES 4050, 2021).
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6. Instrumentos para la Gestión de la Biodiversidad
La Ley 388 de 1997, (Congreso de Colombia, 1997) en su artículo 2 dispuso que el ordenamiento
del territorio se fundamenta en los siguientes principios, para incorporar la gestión y la
sostenibilidad de las acciones, para la conservación local son: 1). la función social y ecológica de
la propiedad, 2). la prevalencia del interés general sobre el particular y 3) la distribución
equitativa de las cargas y los beneficios (Márquez Duque et al., 2020).
Con estos tres principios, la gestión y la sostenibilidad de las acciones toma relevancia en
tres grandes bloques de instrumentos así: de gestión, que hacen referencia a las posibilidades
de habilitar, restringir o transformar el territorio, los económicos, en los que se permite que
propietarios, inversionistas y municipios, ajusten su comportamiento sobre las áreas a
conservar, y finalmente están los de financiación, sobre los cuales se solicitan recursos
monetarios para hacer posible las acciones de conservación (Márquez Duque et al., 2020).
Figura 16.

Definición de instrumentos, definiciones y ámbitos

Fuente: Adaptado de (Márquez Duque et al., 2020)
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Los instrumentos de gestión, permiten acelerar la apropiación de suelo, la
transformación del territorio o la conservación de este, por cuanto son afectaciones directas e
indirectas que según lo haya determinado el ordenamiento territorial (POT, EOT, PBOT) serán
objeto de modificaciones o no. Dentro de estos encontramos: la declaratoria de construcción o
desarrollo prioritario, la enajenación voluntaria o administrativa, y otros instrumentos que se
pueden aplicar en un mismo predio, dependiendo de la temporalidad y situación que se necesite
ejercer (Márquez Duque et al., 2020, p. 20).
Los instrumentos económicos, se identifican cuatro grandes grupos, según la guía
de instrumentos económicos para la gestión ambiental que involucra los conceptos acogidos por
la OCDE y la Agencia Europea para el Medio Ambiente (AEMA) (Minambiente, 2016) y son los
siguientes: comando y control (impuestos, multas, cargos), económicos, educación y formación,
y voluntarios (Márquez Duque et al., 2020, pp. 20-21).
Si bien es cierto, en la actualidad se cuentan con varios instrumentos de gestión,
económicos y financieros, su aplicabilidad en los territorios no es fácil y la misma depende
sustancialmente de la categoría del municipio y de sus dinámicas propias, así como del acceso a
la información, la pertinencia de los instrumentos, y algunos municipios presentan deficiencias
o insuficiencias técnicas para el conocimiento de la implementación de los instrumentos del
sector ambiental en pro de las áreas protegidas u otras figuras de conservación. Adicionalmente,
no todos los instrumentos económicos, de los cuales reciben ingresos los municipios y las CAR
son objeto de destinación ambiental, la Ley 99 de 1993, determina cuales son las tasas,
contribuciones e incentivos de destinación específica para la gestión ambiental.
Para el caso específico del presente trabajo, de acuerdo al diagnóstico, las problemáticas
abordadas, el análisis y discusión de los resultados, los instrumentos a plantear para fortalecer
la gestión equitativa del DRMI Serranía de Peñas Blancas, son los instrumentos financieros,
dado que estos permiten el apalancamiento de recursos nacionales o internacionales
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(cooperación) y brindan mecanismos de acceso a recursos monetarios para el desarrollo de las
actividades, acciones de conservación y retribución a las comunidades locales que están al
interior de las áreas protegidas, desde luego al municipio, articuladas de manera sinérgica con lo
dispuesto en los instrumentos de planificación en este caso el plan de manejo y el plan de
desarrollo municipal y con el correspondiente EOT.
De acuerdo con el documento de recomendaciones para la incorporación de áreas de
conservación e instrumentos económicos en el ordenamiento territorial municipal, Los
instrumentos financieros, se componen de cuatro fuentes: 1) los del crédito, formulación de
proyecto o apalancamiento, 2) los de intervención en estructura predial, 3) los de destinación
específica y 4) los de desarrollo (Márquez Duque et al., 2020, p. 21), a continuación de describe
cada uno de estos:
1) Los del crédito, formulación de proyecto o apalancamiento, son entendidos
por préstamos ya sean provenientes de la banca nacional o multilateral, los derivados de
donaciones que tienen una contraprestación tributaria al donador, para el caso de Colombia y
los fondos, que permiten adquirir recursos según la finalidad en la que se identifican fondos
ambientales, para el desarrollo sostenible o en otros casos de acciones conjuntas como
provenientes de Unión Europea, etc. Para acceder a estos, es necesario formular proyectos, los
cuales pueden diferir en metodología, dependiendo del oferente. (Márquez Duque et al., 2020,
p. 21)
2) Los de intervención en estructura predial, que los componen los encargos
fiduciarios en el desarrollo de un proyecto de construcción por cuanto da seguridad a los
inversionistas para su desarrollo y tiene pautas específicas de aseguramiento para el desarrollo
del proyecto; 3) los de destinación específica, en estos se incluye la plusvalía y la
valorización, recursos que son importantes, si los desarrollos constructivos son grandes, pues su
recaudo permite desarrollar obras civiles como vías, espacio público, e incluso vivienda social.
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En municipios de alta dependencia de las transferencias, estos recursos son bajos y se
dinamizan sólo con grandes desarrollos edificatorios; 4) los de desarrollo, son el reparto de
cargas y beneficios, estos permiten que entre públicos y privados se apalanquen recursos para
los desarrollos en edificaciones o incluso para aspectos de conservación, ya que el principio es el
mismo, la concurrencia de recursos para un bien común. (Márquez Duque et al., 2020, p. 21)
7. Propuesta de Diseño y Planificación del Instrumento
7.1. Antecedentes
Como se detalló en la metodología, para la recolección de información se aplicaron entrevistas
semiestructuradas a los actores claves en el marco de la gestión del DRMI.
Como resultado se identificaron una serie de problemáticas que se analizaron y
discutieron en el capítulo de “resultados y discusión” a través de estas se logró identificar la
necesidad de promover una gestión equitativa en el DRMI Serranía de Peñas Blancas, que
beneficie equitativamente al municipio de Palestina, Huila que tiene aproximadamente el 82%
de su territorio en suelos de protección y también a las comunidades locales.
El eje sobre los cual se plantea el instrumento “servicios ecosistémicos” y el eje al que sé
que quiere fortalecer, el municipio de Palestina, a través de pagos por servicios ecosistémicos,
desde “vulnerabilidad fiscal” de su situación actual.
El detalle en cuanto a los servicios ecosistémicos que provee el DRMI y la
vulnerabilidad fiscal del municipio de Palestina Huila, se encuentra en los capítulos de
diagnóstico, los resultados y discusión.
A continuación, se precisan datos adicionales y relevantes para el diseño del
instrumento, en cuanto a vulnerabilidad fiscal del municipio de Palestina – Huila:
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7.1.1. Vulnerabilidad Fiscal del Municipio de Palestina, Huila
El municipio de Palestina en el año 2017 genero recursos propios por un valor de $86.140.619
pesos y en el 2021 por valor de $188.658.623, en relación con los recursos de transferencia de la
nación en el 2017 fueron de un equivalente de $12.844.082.439 y en el 2021 fue de
$10.233.740.223, es decir 2.600 millones menos (Alcaldía municipal de Palestina – Huila).
Dado que el municipio de Palestina se localiza en una de las cuencas hidrográficas que
surte el embalse de Betania y el Quimbo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley 99
de 1993, recibe por concepto de transferencia del sector eléctrico, el 1,5% de las ventas brutas de
energía por generación propia, de acuerdo con la tarifa que para ventas en bloque señale la
Comisión de Regulación Energética. (Congreso de Colombia, 1993) Estos recursos de
transferencia para el 2017 eran de $102.425.177 y en el 2021 de $193.332.848, por lo anterior es
importante que el municipio de Palestina adelante valoración de servicios ecosistémicos para
conocer a ciencia cierta el aporte en términos de recursos ecosistémicos.
En la siguiente figura se detalla la relación de los ingresos propios, de transferencia de la
nación y los de transferencia del sector eléctrico que recibe el municipio de Palestina Huila.
Ingresos municipio de Palestina

Ingresos Municipio de Palestina- Huila

2018

2020

2021

193.332.848

10.233.740.223

188.658.623

149.349.447

153.599.504

14.820.434.850
2019

121.303.605

85.934.268

148.370.467

85.934.268

12.844.082.439
102.425.177

86.140.619
2017

Transferencia del Sector Eléctrico

14.952.707.122

Ingresos por transferencia de la Nación

13.512.437.634

Ingresos propios
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Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada por la alcaldía municipal de Palestina, Huila

De lo anterior se tiene, que los ingresos propios del municipio, asociados principalmente
al impuesto predial son muy limitados dado que la información catastral esta desactualizada, los
recursos de transferencia del sector eléctrico, no son suficiente en relación al aporte que realiza
el municipio en términos de SE, por eso es necesario lograr a través de este instrumento y los
mecanismos que se desarrollen, entre los cuales se tienen formulación y ejecución de proyectos
(p.ej. PSE, proyectos REDD+, entre otros) y análisis técnicos (p.ej. adicionalidad hidrica,
valoración de servicios ecosistemicos, etc,) que necesariamente requieren de un componente de
gestión, voluntad política, articulación institucional y desde luego participación de las
comunidades, para garantizar mejorar la relación entre costos y beneficios, que conlleve a una
gestión equitativa del DRMI Serranía de Peñas Blancas.
7.2. Objetivo y Resultados Esperados
El objetivo es promover la consecución de recursos a través de instrumentos y mecanismos
financieros para la gestión equitativa del DRMI Serranía de Peñas Blancas, jurisdicción del
municipio de Palestina - Huila.
La implementación de este instrumento está enmarcado en el pago por servicios
ambientales, depende de la voluntad política del municipio de Palestina, Huila en la gestión y
consecución de recursos de diferentes fuentes para el desarrollo de proyectos que se formulen e
implementen de manera conjunta con la CAM y las comunidades que se encuentran al interior
del DRMI, así como, con recursos tanto de transferencia del estado, y de recursos de
cooperación internacional, que posibiliten la retribución de acciones de conservación realizadas
por las comunidades que están al interior de las áreas protegidas y el municipio.
Una de las primeras acciones que se requieren para implementar el instrumento es el
desarrollo de ejercicios de valoración de servicios ecosistémicos del municipio de Palestina
Huila, con lo cual se lograría contabilizar los aportes del municipio, seguidamente el
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instrumento sería implementado a través de proyectos que se formulen con el apoyo de ONG, la
CAM o entidades estatales, entre otros, con lo cual se conseguiría potencializar el municipio
sobre la base de aportes, en términos de bienes y servicios.
Con este instrumento se busca lograr recursos económicos para el municipio de
Palestina, asociados a su contribución de servicios ecosistémicos que aquí se proveen, con lo
cual se aportaría a mejorar la relación de equidad entre el DRMI, el municipio de Palestina y las
comunidades que habitan en el área protegida, reconociendo sus aportes a la conservación de
los ecosistemas y generando una retribución, así como una mejora en los costos y beneficios
asociados a la conservación.

7.3. Identificación de Participantes Claves, Roles y Responsabilidades
El presente trabajo permitió identificar las principales acciones a realizar, los participantes
claves y los roles de cada uno. También permitió conocer de cerca las capacidades técnicas
existentes de las instituciones y aquellas adicionales requeridas para que la implementación del
instrumento fuera efectiva y exitosa (Muñoz Escobar et al., 2021).
A continuación, se detallan cada uno de los participantes claves, roles y
responsabilidades de manera sintética:
Tabla 10.

Participantes claves, roles y responsabilidades en el instrumento

Participantes claves

ENTIDADES ESTATALES

Alcaldía municipal de
Palestina

Roles

Responsabilidades

- Coordinación conjunta del

-Formular proyectos en asocio con la autoridad ambiental, la

proyecto con la CAM y la

comunidad local y otras entidades.

comunidad local.

-Promover la conformación del Fondo para la equidad del

- Formulador y ejecutor de

agua, gestión de recursos para su funcionamiento.

proyectos.

-Ser parte de la junta directiva y secretaria técnica del Fondo

- Beneficiario

para la equidad del agua.

- Destinación de recursos y

-Realizar la valoración de servicios ecosistémicos del

ejecutor de presupuesto municipal.

municipio.
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- Ser parte de la junta directiva y

-Gestión de recursos económicos para la implementación de

secretaría técnica del Fondo para

los proyectos, incluye recursos de cooperación internacional.

la equidad del agua.

-Articular el instrumento, mecanismo financiero y proyectos con
el Plan de Desarrollo Municipal y el EOT.
-Facilitar la información oficial que se requiera.

Corporación Autónoma
Regional del Alto
Magdalena

- Coordinación conjunta del

- -Formular proyectos en asocio con la alcaldía municipal de

proyecto con la Alcaldía Municipal

Palestina Huila, la comunidad local y otras entidades.

de Palestina, la CAM y la

- Promover la conformación del Fondo para la equidad del

comunidad.

agua, gestión de recursos para su funcionamiento.

- Autoridad Ambiental

- Soporte técnico de los proyectos

-Administración de las áreas

- Articular los proyectos con él los planes de manejo de las

protegidas regionales

áreas protegidas.

-Beneficiario de los proyectos

- Facilitar información oficial.

- Ser parte de la junta directiva y

- Articular el instrumento, mecanismos y proyectos con otros

secretaría técnica del Fondo para

instrumentos de planificación y ordenamiento del territorio,

la equidad del agua.

incluidos los planes de acción de la Corporación.
-Implementador de otro tipo de proyectos ambientales.
-Ser parte de la junta directiva y secretaria técnica del Fondo
para la equidad del agua

Departamento del Huila

-Destinar recursos de transferencia

- Apoyar todo el proceso de implementación del instrumento,

- Ser parte de la junta directiva y

desde la formulación de los proyectos, la gestión de recursos y

secretaría técnica del Fondo para

la implementación de los mismos.

la equidad del agua.

-Destinar recursos para la conformación del Fondo para la
equidad del agua y gestionar recursos de cooperación para el
funcionamiento del mismo.
-Ser parte de la junta directiva y secretaria técnica del Fondo
para la equidad del agua

CIVIL

SOCIEDAD

Gobierno Nacional

-Destinar recursos de transferencia

- Apoyar todo el proceso de implementación del instrumento,

- Puede ser parte de la junta

mecanismos y formulación de los proyectos, la gestión de

directiva y secretaría técnica del

recursos y la implementación de los mismos.

Fondo para la equidad del agua, a

-Direccionar recursos de cooperación internacional dirigidos al

través del delegado del ministro de

Fondo para la equidad del agua.

ambiente del consejo directivo de

- Soporte técnico desde Ministerio de Ambiente y Desarrollo

la CAM

Sostenible, a través de la Oficina de Negocios Verdes.

Comunidades al interior

- Beneficiarios de los proyectos.

-Apoyar la formulación de los proyectos

de las áreas protegidas

- Dos delegados a la junta directiva

-Participar activamente en el proceso de formulación y

del Fondo para la equidad del

ejecución del proyecto

agua (campesino y étnico).
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-Dos delegados (campesino y
étnico) a la Veeduría Ciudadana
del instrumento financiero o el
Fondo para la equidad del agua.
ONG

- Pueden apoyar la formulación y

-Fortalecimiento técnico a los proyectos a partir de la

ejecución de los proyectos

experiencia.

- Pueden aportar recursos

- Facilitar información sobre estudios técnicos realizados en el

económicos y técnicos para la

territorio.

implementación del instrumento y
el Fondo.
- Puede ser parte de la junta
directiva y secretaría técnica del
Fondo para la equidad del agua.

Empresas de Acueducto

PRIVADOS

Municipales

-Ser parte de la junta directiva y

-Apoyar la formulación de los proyectos

secretaría técnica del Fondo para

-Participar activamente en el proceso de formulación y

la equidad del agua.

ejecución del proyecto

-Delegados a la Veeduría

- Destinar recursos para la conformación del Fondo para la

Ciudadana del instrumento

equidad del agua.

financiero o el Fondo
Sectores productivos y

-Ser parte de la junta directiva del

-Apoyar la formulación de los proyectos

económicos

Fondo para la equidad del agua..

-Participar activamente en el proceso de formulación y

-Delegados a la Veeduría

ejecución del proyecto.

Ciudadana del instrumento

- Destinar recursos para la conformación del Fondo para la

financiero o el Fondo

equidad del agua.

-Puede ser parte de la junta

- Prestar apoyo técnico y administrativo en la formulación e

(p.ej. FAO, PNUD, WWF,

directiva y técnica del Fondo para

implementación del instrumento y los proyectos.

GEF, GGGI, WCS, entre

la equidad del agua.

- Apoyar la sostenibilidad financiera del proyecto.

Donación de recursos de

- Donación de recursos económicos para la conformación del

cooperación.

Fondo para la equidad del agua.

-Pueden apoyar la formulación y

- Comprometer recursos para el desarrollo de proyectos de

ejecución de los proyectos.

conservación.

(p.ej. Comité de
Cafeteros,
Hidroeléctricas, entre
otros)

COOPERANTES

Entidades Cooperantes

otros)

Fuente: Elaboración propia.

7.4. Modelo de Financiación
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En el marco del principio de coordinación, el modelo de financiación debe facilitar la
articulación para la obtención de recursos públicos y privados, que conlleven a la sostenibilidad
económica de la gestión equitativa del DRMI, lo cual debe integrar información relevante de
fuentes de financiación, necesidades financieras para la gestión integral del DRMI, incentivos
económicos e instrumentos o mecanismos financieros para canalizar los recursos que implican
una coordinación y articulación de actores.
En la figura No. 18 se pueden observar los componentes del modelo de financiación propuesto.

Figura 17.

Componentes del modelo de financiación propuesto.

Fuente: Elaboración propia

El primer elemento es la oferta de recursos financieros, que incluye todas las
fuentes de financiación públicas habilitadas por la ley, que podrían aplicarse para desarrollar las
actividades de conservación, restauración y reconversión en el DRMI, así como las fuentes
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asociadas a los agentes que se benefician de los servicios ecosistémicos generados por los
ecosistemas presentes en el DRMI y en el municipio de Palestina, Huila.
Dentro de estas fuentes, se incorporan las ambientales, tales como las transferencias del sector
eléctrico, la tasa por utilización de agua, el 1% de los ingresos corrientes, entre otras; también
deben incluirse las ofrecidas por los sectores agropecuario, minero y turístico. Estas fuentes
serán caracterizadas y se hará una estimación de los montos disponibles por tipo de acción que
se podría financiar. En el modelo final deben incluirse solo las fuentes priorizadas considerando
la factibilidad de lograr acuerdos interinstitucionales para hacerlas efectivas.
También deben involucrarse fuentes del sector privado, en particular las empresas que se
benefician de la conservación del DRMI, tales como el Comité de Cafeteros del Huila, las
empresas de acueducto, dado que acuerdo con el plan de manejo del área protegida, existen
fuentes hídricas que nacen en la Serranía de Peñas Blancas y son las encargadas de la provisión
de agua a los habitantes de los municipios de Timaná, Suaza, Acevedo y Pitalito.
El segundo componente del modelo, es la demanda de recursos, es decir las
necesidades financieras para el desarrollo de las actividades de conservación, restauración y
reconversión, entre otras, que garanticen la generación de los servicios ecosistémicos en el
DRMI. La demanda debe establecerse de manera participativa, a partir de los intereses y
expectativas de las comunidades que habitan al interior del DRMI, con relación a actividades
productivas sostenibles que permitan la reconversión, de acuerdo a lo identificado en el plan de
manejo y la zonificación del DRMI.
La oferta de recursos financieros debe concentrarse en las actividades priorizadas y
factibles de desarrollar en el DRMI, lo cual implica que deben enfatizarse las fuentes que
incentiven y cofinancien esas actividades priorizadas, de manera coordinada y articulada con los
actores que se encuentran en el territorio, es decir, las comunidades que están al interior del
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DRMI, entidades territoriales, empresas de acueductos municipales, autoridad ambiental
(CAM) y sectores productivos, entre otros.
El tercer componente son los incentivos a la conservación, que permiten vincular la
demanda con la oferta, tales como el Pago por Servicios Ambientales (PSA) o Ecosistémicos
(PSE), que permiten una retribución al municipio y a las comunidades locales por las acciones
de conservación que realizan en el DRMI, y adicionalmente se lograría disminuir las presiones
identificadas en el plan de manejo del DRMI y se fortalecería la gobernanza del área.
Los PSE se puede complementar con algunos incentivos del sector agropecuario y
ambiental para el desarrollo de actividades productivas sostenibles tales como la producción
agropecuaria de bajo impacto y el ecoturismo, que permiten que los productores se incorporen a
programas de reconversión productiva, logrando liberar algunas zonas identificadas en el plan
de manejo, para disminuir las presiones ambientales en el área. Dentro de estos instrumentos
están el Incentivo a la Capitalización Rural-ICR, las líneas especiales de crédito-LEC; así como
incentivos para la asistencia técnica.
El mecanismo financiero propuesto integra de manera orgánica los tres componentes
descritos (oferta, demanda, incentivos de conservación ambiental) y recoge lineamientos
técnicos, institucionales y jurídicos, entre otros, que facilitarán la correspondencia entre la
demanda y la oferta. Su estructura es flexible y simple e incluye a los actores públicos y privados
más relevantes en la gestión del DRMI. Además, considera el mecanismo de coordinación y
articulación interinstitucional y algunos lineamientos de operación.
7.4.1. Oferta de Recursos

Dentro de las fuentes financieras habilitadas por la ley, en el nivel nacional, regional y
local, que se deben aplicar para fomentar e incentivar las actividades de conservación,
restauración, y reconversión del DRMI; así como las fuentes asociadas a los agentes que se

98
benefician de los servicios ecosistémicos generados: empresas de servicios públicos, sectores
productivos y habitantes urbanos, entre otros. En la tabla 11 se relacionan las fuentes habilitadas
en el sector ambiental.
Tabla 11.

Fuentes de financiación habilitadas en el sector ambiental.
Fuente

Normatividad

Aporte del 1% de los ingresos corrientes de los municipios y

Art. 111 Ley 99/1993, modificado por el Art.210 Ley

departamentos se puede utilizar en compra de predios y esquemas de

1450/2011

PSA o PSE
Adquisición de predios en áreas y ecosistemas de interés estratégico y

Art. 108 Ley 99/93, modificada por el artículo 174 Ley

PSA o PSE
Tasa por utilización de aguas
Transferencias del sector eléctrico

1753/2015
Art. 43 Ley 99/93 reglamenta por el D. 1155/2017
Empresas del Art 45 de la Ley 99/1993

Asignación de recursos en los planes: acción, plurianuales y operativos
anuales de inversión (POAI)
Inversión forzosa 1% del total de las inversiones para recuperación,

Par. art. 43 del D. 2099/2016

preservación y conservación de recurso hídrico en el marco de Licencia
Compensación por pedida de biodiversidad.

Reglamentada por la Res. 0256/2018

Bancos de Hábitat.
Beneficios tributarios

Art. 255 de Estatuto Tributario

- Descuento para inversiones en control, conservación y mejoramiento
del medio ambiente.
- Descuento del impuesto sobre la renta el 25% de las inversiones que
hayan realizado en el respectivo año gravable
Aportes voluntarios de personas naturales o jurídicas
Fondos especiales para la paz en el marco del Acuerdo Final
Empresas prestadoras de SPD, esquema tarifarios usuarios domiciliarios

Decreto 1207/2018 y la R 874/ 2018.

Fuente: Elaboración propia, con base en información del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

7.4.2. Fuentes Habilitadas
Las fuentes de financiación del sector ambiental que deben ser incluidas en el proceso de
establecimiento de acuerdos con actores privados e instituciones, son fuentes ya habilitadas por
la ley, tales como la inversión del 1% de los ingresos corrientes, las compensaciones de los
proyectos licenciados y las transferencias del sector eléctrico.
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7.4.2.1. Inversión del 1% de los ingresos corrientes
Para el caso del artículo 111 de la ley 99 de 1993, la ley establece que los departamentos y
municipios dedicarán un porcentaje no menor del 1% de los ingresos corrientes; por lo anterior,
debe hacerse una gestión con la Gobernación del Huila y municipios que tengan mayores
ingresos como es el caso de Pitalito y otros, que se beneficien de los servicios ecosistémicos, para
que se suscriban acuerdos municipales y departamentales de largo plazo, es decir, de más de 10
años, que garanticen esa fuente permanente de recursos dirigida a programas de PSE y compra
de predios en áreas estratégicas, esta última actividad el municipio de Palestina ya la viene
realizando con los pocos recursos disponibles.
7.4.2.2. Compensaciones y 1% de inversión forzosa

Con respecto a la inversión forzosa del 1% el Decreto 2099 de 2016, en el artículo 2.2.9.3.1.4. en
relación con el ámbito geográfico para la inversión forzosa de no menos del 1% establece que se
podrán realizar en la zona o sub-zona hidrográfica dentro de la cual se desarrolla el proyecto,
adicionalmente, en el parágrafo precisa que se podrá realizar la inversión en las áreas del SINAP
que se encuentren identificadas al interior del ámbito geográfico priorizado (Ministerio de
Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2016).
Para lograr incorporar esta fuente de manera integral a la oferta de recursos para el
DRMI, se requiere que el Municipio de Palestina, Huila y la CAM, adelantar la verificación
técnica de los proyectos que están obligados a la inversión del 1% y que se abastecen de las subzonas hidrográficas y de que están dentro del DRMI u otra área protegida del SINAP, de manera
complementaria se recomienda a la CAM adelantar gestiones con la Agencia Nacional de
Licencias Ambientales (ANLA), de manera que, en los manuales y cartillas para establecer las
compensaciones por pérdida de biodiversidad, quede explícito, que esta obligación puede
cumplirse haciendo las inversiones en áreas del SINAP, así mismo realizar gestiones con la
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Dirección de Ambiente y Desarrollo Sostenible del Departamento Nacional de Planeación para
que en el proceso de actualización del Kit de Ordenamiento Territorial, se incluya estas fuentes
de financiamiento para la gestión de los municipios.
En el caso de las compensaciones por pérdida de biodiversidad, los acuerdos deben
hacerse para cada proyecto licenciado, y puede plantearse a los dueños de proyectos, como una
alternativa más, en relación de costo/eficiente para cumplir sus obligaciones; ya que se están
garantizado los servicios ecosistémicos y el manejo transparente de los recursos, si se integran al
modelo de financiación para la gestión equitativa del DRMI. Se deben adelantar las mismas
gestiones planteadas para la inversión forzosa del 1%.
7.4.2.3. Transferencias del Sector Eléctrico
Si bien es cierto que el municipio de Palestina recibe ingresos de trasferencias del sector
eléctrico, se recomienda al municipio realizar gestión con el Consejo Directivo de la CAM,
pensado en el largo plazo, al menos 10 años; esta fuente financiera es clave, ya que, al igual que
el 1% del artículo 111 de la Ley 99 de 1993, también es permanente y el municipio aporta
recursos hídricos al sector eléctrico.
7.4.2.4. Sobretasa ambiental del predial
Esta fuente es administrada por la CAM y puede aumentar la bolsa disponible a nivel local y
regional para la gestión integral del DRMI. El artículo 44 de la Ley 99 de 1993 establece que, con
destino a la protección del medio ambiente y los recursos naturales renovables, un porcentaje
sobre el total del recaudo por concepto de impuesto predial, que no podrá ser inferior al 15% ni
superior al 25.9%. El porcentaje de los aportes de cada municipio o distrito con cargo al recaudo
del impuesto predial será fijado anualmente por el respectivo concejo, a iniciativa del alcalde
municipal (Congreso de Colombia, 1993).
A partir de lo anterior, el municipio de Palestina, Huila, debe adelantar gestiones con los
municipios que se benefician del recurso hídrico de que proveen el DRMI y otras áreas
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protegidas del SINAP que se localizan en el municipio de Palestina, Huila (el 82% de palestina
está en suelos de protección), aumenten el porcentaje de los aportes por concepto de impuesto
predial (por encima del 15%), y adicionalmente a través de la CAM lograr que estos recursos se
inviertan en Palestina en la compra de predios de interés hídrico y PSE, dado que de acuerdo a
la normatividad, estos recursos las CAR podrán destinarlos a la ejecución de programas y
proyectos de protección o restauración del medio ambiente (Congreso de Colombia, 1993). Esta
propuesta es viable, pero requiere de la gestión de acuerdos de los Consejos Municipales.
De acuerdo con el reporte del Formulario Único Territorial (FUT) en el año 2020 el
municipio de Palestina, Huila, contó con ingresos corrientes de 15.990 millones de los cuales,
atendiendo al artículo 111 de la Ley 99 de 1993, tiene una capacidad de inversión del 159.9
millones (el 1% de sus ingresos), pero solo invirtió 44 millones; por su parte el departamento del
Huila tiene 748.508 millones la inversión del 1% es de 7.475 millones de los cuales invirtieron
966 millones (Hacienda, 2020), el municipio de Palestina, puede adelantar gestiones para que
un porcentaje de la inversión del 1% del artículo 111 de la Ley 99 de 1993, se implemente en
compra de predios de interés hídrico y esquemas de pagos por servicios ecosistémicos,
atendiendo a lo dispuesto en el artículo 210 de la Ley 1540 de 2011 (Congreso de la República,
2011).
Con recursos del municipio de Palestina que han sido comprometidos, pero no invertidos
y un porcentaje de los recursos del departamento Huila que se logren gestionar, más los
recursos que se gestionen con los municipios beneficiarios del recurso hídrico, empresas de
acueductos municipales, Fondo Nacional de Regalías (FNR) y organismos de Cooperación
Internacional, se puede crear un “Fondo para la equidad del Agua” que funcione a través
de un esquema de FIDUCIA u otra figura, en la cual se puedan aportar recursos económicos
para la compra de predios de interés hídrico y PSE en el municipio de Palestina, los cuales
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contribuirán a mejorar la gestión equitativa del DRMI, a través de proyectos con las
comunidades que se localizan al interior del área protegida.
7.4.2.5. Regalías y Fondo Colombia en Paz
Dentro de las fuentes de financiación, se debe incluir el Fondo Nacional de Regalías (FNR) y el
Fondo Colombia en Paz, lo cual implica la formulación y gestión de proyectos, para cumplir
acuerdos y líneas estratégicas identificadas en el plan de manejo del DRMI, que permitan
avanzar en una gestión equitativa del área protegida, que consideren acciones de conservación y
desarrollo sostenible de las cuencas hidrográficas que se localizan en esta área protegida, con
participación comunitaria.
En la tabla 12 se registran las propuestas asociadas a las diferentes fuentes de
financiación habilitadas.
Tabla 12.

Propuestas específicas por fuentes de financiación
Fuente

Propuesta

Consideraciones

1% ingresos Corrientes (Art. 111 Ley

Que se tome como referencia los ingresos

Es viable. Se debe hacer la aclaración

99/1993, mod. por Art.210 Ley

totales, no solo los de libre destinación.

reglamentaria y hacer gestión de acuerdos con

1450/2011

entes territoriales en el nivel regional y local.
Recuperar el pasivo (recursos del 1% no

Es viable. Requiere esfuerzos presupuestales por

invertidos desde que se expidió la Ley 99/93) de

parte de la entidad territorial, se puede hacer

los entes territoriales desde el año 1994.

gestión de acuerdos para recuperar inversión con
apoyo de los entes de control, en particular
Contraloría General de la República.

Acordar con municipios un aumento en el aporte

Es viable, debe hacerse gestión de acuerdos en

en los próximos años.

el nivel local y regional con entes territoriales.

Priorizar las inversiones en el DRMI Serranía de

Es viable, debe hacerse gestión de acuerdos en

Peñas Blancas y/o otras áreas protegidas del

el nivel local y regional con entes territoriales y

SINAP que se localizan en el municipio de

CAM.

Palestina.
Compensaciones por pérdida de

Que la inversión se dirija prioritariamente a

Es viable. Se requiere ajuste reglamentación

biodiversidad-Bancos de Hábitat.

conservación del DRMI Serranía de Peñas

ANLA-MADS y desarrollo de acuerdos con

Reglamentada por la Res. 0256/2018

Blancas.

titulares de licencias, Corporaciones Regionales y
ANLA.
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Fuente

Propuesta

Consideraciones

Transferencias del Sector Eléctrico.

Que la inversión se dirija prioritariamente a

Es viable, debe hacerse gestión con

Artículo 45 Ley 99/93

conservación del DRMI Serranía de Peñas

Corporaciones para que se emitan acuerdos de

Blancas y/o otras áreas del SINAP que se

los Consejos Directivos; de la misma manera con

localizan en el municipio de Palestina, Huila,

los municipios beneficiarios de transferencias del

para compra de predios de interés hídrico.

sector eléctrico.

Sobretasa ambiental del predial.

Que los municipios que se benefician de las

Es viable, se requiere gestión de acuerdos con

Artículo 44 Ley 99/93.

fuentes hídricas incrementen el aporte a las

entes territoriales y la CAM. Debe tenerse en

Corporaciones y esos recursos adicionales se

cuenta que implicaría un esfuerzo fiscal adicional

inviertan prioritariamente en la gestión equitativa

para los municipios que verían reducidos sus

del DRMI Serranía de Peñas Blancas.

ingresos para atender otras necesidades de

Inversión forzosa 1% del total de las
inversiones para recuperación,
preservación y conservación de
recurso hídrico en el marco de
Licencia. Par. art. 43 del D. 2099/2016

inversión social.
Fondo Nacional de Regalías y Fondo

Gestión de proyectos para acceder a recursos

Es viable, debe apoyarse la formulación y gestión

Colombia en Paz

de estos Fondos para conservación y Pago por

de proyectos que favorezcan la gestión equitativa

Servicios Ambientales

del DRMI y realizarse acuerdos con entidades
territoriales y la CAM.

Fuente: Elaboración propia, con base en información recolectada en las entrevistas a la comunidad local, CAM y
Alcaldía de Palestina, Huila

7.4.2.6. Acueductos Municipales
Los acueductos municipales y veredales son los principales beneficiarios de los servicios hídricos
del DRMI, por lo cual y considerando el principio de corresponsabilidad, deben aportar recursos
para la gestión integral del área protegida.
Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 55i de la Resolución CRA 907 de 2019 de
la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, en relación con los
indicadores de seguimiento, define que las personas prestadoras del servicio público
domiciliario de acueducto que decidan incluir los costos de las inversiones ambientales
adicionales para la protección de cuencas y fuentes de agua, reportarán sobre las siguientes
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inversiones ambientales i) compra y aislamiento de predios, ii) proyectos para la recarga de
acuíferos, iii) restauración, iv) protección y recuperación de rondas de cuencas y fuentes
abastecedoras de agua, v) monitoreo del recurso hídrico y vi) pagos por servicios ecosistémicos
de regulación y calidad hídrica. (Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico,
2019) es decir que las empresas de acueducto pueden realizar inversiones en acciones de PSA o
PSE.
También se puede gestionar recursos de Responsabilidad Social Empresarial (RSE) que a
través de las hidroeléctricas que se abastecen de las fuentes hídricas que se localizan en el
municipio de Palestina, con la finalidad de buscar mantener la oferta de agua y pues la
sustentabilidad de la hidroeléctrica, dado que depende de la oferta regular de agua.
7.4.2.7. Otras Fuentes de Financiación
La Alcaldía municipal de Palestina Huila, de manera conjunta con la CAM deberán gestionar
recursos de Cooperación Internacional (p.ej. FAO, USAID, PNUD, ONG, GGGI, entre otros) o
con el sector privado, que permitan dar sostenibilidad al instrumento financiero y a los
mecanismos aquí planteados.
A continuación, se detallan algunos proyectos de conservación de biodiversidad con recursos de
cooperación internacional o del sector privado:


Amazonia emprende, es una escuela bosque donde capacitan técnicas de restauración y
alternativas de compensación de la huella de carbono; trabajan en conjunto con las
comunidades locales para la conservación de los bosques, la protección de abejas nativas
y la siembra de árboles nativos. Este proyecto ubicado en Florencia -Caquetá tiene como
meta restaurar 25.000 ha en el año 2030, aumentar el estilo de vida e ingresos para por
lo menos para 5.000 familias entre otros, con el objetivo que más empresas y ciudadanos
compensen su huella de carbono (Amazonía Emprende, 2022).
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REDD + corredor de conservación Choco-Darién, es el primer proyecto REDD que emite
certificados de carbono forestal en un territorio de propiedad colectiva y comunitaria en
el mundo. El proyecto es realizado por Cocomasur y contribuye a la conservación y uso
sostenible de aproximadamente 13.500 hectáreas de bosque húmedo tropical ubicado en
la región del Darién, del municipio de Acandí- Chocó (Fondo Acción, 2022).

7.5.2. Demanda, Necesidades Financieras
Las inversiones requeridas para la gestión equitativa del DRMI Serranía de Peñas Blancas deben
incluir actividades de conservación, restauración, reconversión; así como componentes
transversales, tales como gobernanza, participación comunitaria, asistencia técnica y educación
ambiental; desde la coordinación y articulación de todas las entidades públicas y privadas que
hacen presencia en el territorio.
También deben contemplarse, recursos para desarrollar ejercicios de valoración de
servicios ecosistémicos en el municipio de Palestina, Huila, lo cual permitirá conocer con mayor
detalle los aportes del municipio al desarrollo socioeconómico de esta región sur colombiana y
del país. Así mismo se deben disponer recursos para realizar un el censo socioeconómico, para
conocer el estado en que se encuentran las comunidades que habitan al interior del DRMI y
analizar la relación entre costos y beneficios de la conservación.
Todas estas actividades que requieren recursos financieros, deben incorporarse a los
presupuestos anuales que se elaboren para garantizar la gestión equitativa del DRMI Serranía
de Peñas Blancas.
A continuación, se presentan algunos lineamientos de carácter financiero que deben ser
tenidos en cuenta para la definición de estas actividades.
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7.5.2.1. Conservación y Restauración
El DRMI Serranía de Peñas Blancas es una categoría de manejo del SINAP que permite el uso
sostenible, teniendo en cuenta el Acuerdo 015 de 2020 del Consejo Directivo de la CAM,
mediante el cual se adopta el plan de manejo y la zonificación prevista para esta área protegida,
en esta se encuentran zonas de preservación, restauración, uso sostenible y uso público.(Consejo
Directivo de la Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2020) compatibles con las
actividades de PSA o PSE a desarrollar.
Las inversiones para la gestión equitativa del DRMI, deben incluir recursos para
mantener esta área protegida y preservarla con mecanismos como el PSE, que promuevan la
gestión equitativa en relación con los costos y beneficios de la conservación, que garanticen la
participación de todos los actores que se encuentran en el territorio, incluidos los miembros del
cabildo indígena; desarrollar trabajos de planificación predial participativa, tendientes a liberar
las áreas más críticas de los predios para actividades de restauración y protección, así como
mejorar la sostenibilidad de las actividades productivas al incorporar el componente forestal en
los sistemas agrícolas y pecuarios, tal y como lo señala el plan de manejo del DRMI; y la compra
de predios, entre otras. También, deben incluirse recursos para restauración ecológica de las
áreas transformadas de importancia en el mejoramiento de la conectividad del área protegida y
que presentan alto grado de deterioro (Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM),
2019).
En las entrevistas realizadas a las comunidades que se encuentran al interior del DRMI,
se mencionó reiteradamente sobre los conflictos de uso suelo, asociados a las restricciones en los
usos previstos en el DRMI, así como reducción de la producción agrícola, por limitaciones en los
usos que pueden desarrollar en los predios de acuerdo a la zonificación del plan de manejo.
En estos predios, podrían considerarse prioritariamente para conservación y
restauración, empezando con procesos de adquisición de predios. La administración municipal

107
de Palestina Huila, manifestó el interés de desarrollar el presente instrumento financiero y la
intención de aportar a la conservación y sostenibilidad del territorio, así mismo, manifestaron
que ya cuentan con avalúos de los predios que se pueden comprar.
7.5.2.2. Reconversión Productiva
La implementación de los programas de reconversión productiva, hacía el desarrollo de sistemas
de producción sostenible, identificados en el plan de manejo del DRMI, requiere de rutas de
trabajo enmarcadas en la gestión equitativa y participativa del DRMI, que posibilite la
generación de confianza en el proceso y en la autoridad ambiental.
Atendiendo que el plan de manejo del DRMI establece el desarrollo de proyectos para
implementar alternativas para la reconversión de los sistemas de producción de frutales, estos
proyectos establecerán estrategias eficientes y sostenibles, en términos ambientales y
económicos, donde adquiere cada vez mayor importancia la calidad dentro del sistema de
producción. En este contexto, surge la necesidad de tecnificar los cultivos a través de elementos
que buscan garantizar la estructura de los productos agrícolas, la protección del medio
ambiente, la seguridad y el bienestar de los trabajadores, con el fin de mejorar métodos
convencionales de producción, promover el uso de otros tipos de tutores de cultivos diferentes a
los de madera y, reducir el uso de agroquímicos, para un núcleo piloto de 30 familias
productoras (Corporación Autónoma del Alto Magdalena (CAM), 2019).
Por otra parte, es importante que se ofrezcan alternativas productivas que generen y
diversifiquen los ingresos de las comunidades que se encuentran al interior del DRMI, además,
que se contemplen períodos de atención de 10 o más años, que los proyectos sean concertados
con las comunidades, y que se incluyan en los sistemas, líneas productivas tradicionales que
incorporen prácticas sostenibles, particularmente sistemas productivos que incorporan
renglones pecuarios. Es clave coordinar las acciones, tiempos de intervención, componentes,
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incentivos, entre otros elementos, con la alcaldía municipal de Palestina Huila, la CAM, los
sectores productivos y la comunidad del interior del DRMI.
7.5.2.3. Negocios Verdes
A continuación, se mencionan algunos lineamientos de los negocios verdes como alternativa
productiva de reconversión y sustitución en el marco del modelo de financiación para la
sostenibilidad del DRMI.
En el marco del modelo de financiación, la propuesta es que algunas de las alternativas
productivas del programa de reconversión, puedan derivar en negocios verdes, de manera que
los productos y servicios del DRMI escalen a nivel nacional y obtengan el acompañamiento por
parte del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, en el mejoramiento de procesos y la
vinculación a cadenas de valor; así como el acceso a incentivos económicos de parte del sector
ambiental y del sector agropecuario.
Se espera que en el mediano y largo plazo estos negocios alcancen la autonomía
financiera de los productores, reduciendo la necesidad de incentivos directos como el PSE y
otros incentivos el sector agropecuario.
Para lograr ese objetivo, es necesario priorizar líneas y renglones productivos
alternativos que se incorporen a los sistemas productivos del DRMI, que deben ser identificados
de manera concertada con las mismas comunidades que habitan en el interior del DRMI; y
trabajar en la flexibilización de los criterios establecidos para determinar las condiciones que
debe cumplir un negocio verde, para ser considerado como tal.
Se considerarán las líneas productivas actuales referenciadas en el plan de manejo del
DRMI, tales como el café, granadilla, pitahaya, aguacate y la ganadería y líneas como la
pecuarias, sistemas agroforestales y silvopastoriles; y de manera prioritaria el turismo, dado que
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la comunidad manifestó que esta es una fuente de ingresos económicos dada la cercanía con el
Parque Nacional Natural Cueva de los Guacharos.
Para ello, se requiere del trabajo de la CAM y el municipio de Palestina, para identificar
líneas productivas tradicionales y nuevas que puedan hacer parte del programa de reconversión;
así como, los lineamientos que debe tener el programa. Adicionalmente, requiere contar con el
apoyo de la CAM y MinAmbiente, para que los negocios verdes priorizados sean verificados por
profesionales expertos, quienes formulen y acompañen la ruta estratégica, a través del plan de
mejora, lo que permitirá a los productores aumentar el desempeño ambiental, social y
económico.

7.5.3. Incentivos a la Conservación
El sector ambiental cuenta con incentivos económicos que permiten vincular la demanda,
referida a las acciones de conservación, restauración y reconversión productiva que se requiere
desarrollar en el DRMI; con la oferta, representada en las fuentes financieras habilitadas para
desarrollar este tipo de actividades.
Dentro de estos incentivos se destaca el PSE que compensa a los productores que deben
cambiar o sustituir su actividad productiva, además se pueden encontrar algunos incentivos en
el sector agropecuario y ambiental, para actividades productivas sostenibles tales como el
ecoturismo o la producción agropecuaria de bajo impacto.
7.5.3.1. Pago por Servicios Ambientales (PSA) o Ecosistémicos (PSE)
El Decreto 1007 de 2018, reglamentario del Decreto Ley 870 de 2017 que determina que los
municipios, distritos y departamentos efectuarán inversiones a través de pago por servicios
ambientales o la compra de predios, con el porcentaje no inferior al 1% de los ingresos
corrientes, establecido por el artículo 111 de la Ley 99 de 1993 (Ministerio de Ambiente y
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Desarrollo Sostenible, 2017a) modificado por el artículo 210 de la Ley 1450 de 2011, y también
ordena a las Autoridades Ambientales que en coordinación y con el apoyo de las entidades
territoriales, realice las inversiones de que trata el artículo 108 de la Ley 99 de 1993, modificado
por el artículo 174 de la Ley 1753 de 2015 (Congreso de la República de Colombia, 2015).
El PSE, es el incentivo que ha despertado expectativas entre la administración municipal
de Palestina, Huila y la CAM, sin embargo, se ha evidenciado un gran desconocimiento a nivel
local del incentivo, su normatividad, principios, aplicación, estimación de su valor unitario y su
no aplicación en el DRMI.
Es importante, que el PSE cuente con recursos fijos de los niveles nacional, regional y
local; y que sean a largo plazo. Dado que la normatividad que respalda el PSE, así como las
fuentes financieras habilitadas para su operación, ya son suficientemente robustas, se propone
desarrollar pilotos de PSE en el DRMI y el municipio de Palestina, en los que se desarrollen de
manera prioritaria actividades de conservación, restauración y reconversión productiva, con el
objeto de corroborar el funcionamiento del incentivo en zonas y frente a las diferentes
problemáticas identificadas en el presente trabajo, el plan de manejo del DRMI y el PDM, que
requerirían incentivos e instrumentos financieros complementarios al PSE de diferente
naturaleza. Para el desarrollo de los pilotos, se propone utilizar los lineamientos establecidos en
el Decreto 1007 de 2018.

7.5.3.2. Instrumentos del Sector Agropecuario

El sector agropecuario dispone de diversos instrumentos financieros que pueden ser aplicados a
los procesos de reconversión productiva en áreas protegidas, dentro de los cuales están el
Incentivo a la Capitalización Rural (ICR); Líneas Especiales de Crédito (LEC), dentro de las que
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está la reconversión productiva; el incentivo a la Asistencia Técnica y el Certificado de Incentivo
Forestal (CIF), entre otros.
El ICR, es un beneficio económico que se otorga a proyectos nuevos de inversión en el
campo que mejoren la competitividad y sostenibilidad de la producción agropecuaria, consiste
en un abono que realiza FINAGRO al saldo del crédito contraído por el beneficiario para
financiar las actividades de inversión objeto del incentivo. Dentro de las líneas de inversión
están biotecnología, plantaciones de tardío rendimiento y sistemas silvopastoriles (Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural, 2015).
Por otra parte, las LEC son líneas de crédito transitorias que ofrecen recursos con tasas
de interés subsidiadas y plazos favorables para actividades como la reconversión productiva que
requieren un apoyo especial por parte del Gobierno Nacional. Así mismo, se tiene el Incentivo
Económico a la Asistencia Técnica Directa Rural (IEATDR) tiene como objetivo contribuir al
mejoramiento de la competitividad y productividad agropecuaria de los pequeños y medianos
productores a través de la cofinanciación de la prestación del servicio técnico de asistencia
técnica directa rural a cargo de los municipios o los Centros Provinciales de Gestión
Agroempresarial (CPGA).
En cuanto a asistencia técnica, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR),
dispone del Incentivo Económico a la Asistencia Técnica Especial (IEATE), que está orientado a
atender productores en condiciones de vulnerabilidad de regiones priorizadas por el Gobierno
Nacional, dentro de las que podrían considerarse las áreas protegidas y la población allí
asentada; mediante la selección por parte de INCODER de los prestadores del servicio de
asistencia técnica y su contratación por parte de FINAGRO.
Por último, está el CIF, que es un reconocimiento económico por las externalidades
positivas de la reforestación, que equivale al 50% de los costos de establecimiento y
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mantenimiento de las plantaciones; las cuales pueden hacer parte de los sistemas de
reconversión productiva priorizados en el DRMI, así como en restauración.
También hacen parte del apoyo financiero integral del sector agropecuario, el Fondo
Agropecuario de Garantías (FAG), que respalda los créditos redescontados ante FINAGRO,
otorgados a productores que no pueden ofrecer las garantías que exige el sector financiero; y el
Fondo de Solidaridad Agropecuaria (FONSA), que suministra apoyo económico a los pequeños
productores agropecuarios para la atención y alivio parcial o total de sus deudas, cuando se
presenten situaciones climatológicas, catástrofes naturales, por fuera del control de los
productores (Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 2015).
Este paquete de incentivos del MADR y sus entidades adscritas puede estar disponible
para los productores que se incorporen al programa de reconversión productiva; y
complementará la acción de incentivos del sector ambiental como el PSE o PSA, que va a
aplicarse en las etapas iniciales de los procesos de reconversión.
Con estos incentivos se contribuye a minimizar las problemáticas identificadas en el
DRMI y se responde a las expectativas de las comunidades que se encuentran al interior del
DRMI, en temas asociadas con: conflictos de uso suelo asociados a las restricciones en los usos
previstos en el DRMI, la reducción de la producción agrícola, por limitaciones en los usos que
pueden desarrollar en los predios de acuerdo a la zonificación del plan de manejo, limitaciones
en el acceso a créditos agropecuarios, falta de asistencia técnica, y adicionalmente la baja
vinculación de los sectores productivos al financiamiento de proyectos sostenibles en el DRMI.
Dentro de los incentivos del sector agropecuario, es necesario incorporar el paquete
desarrollado por el MADR para atender a la Agricultura Campesina Familiar y Comunitaria
(ACFC), dentro de la cual, se enmarca una proporción significativa de la población del DRMI
que se ve afectada por la declaratoria del DRMI.
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7.5.3.3. Beneficios Tributarios
El artículo 255 de la Ley 624 de 1989, por medio de la cual se expide el Estatuto tributario,
modificado por el artículo 103 de la Ley 1819 de 2016, en relación con los descuentos para
inversiones realizadas en control, conservación y mejoramiento del medio ambiente, establece
que las personas jurídicas que realicen directamente inversiones en control, conservación y
mejoramiento del medio ambiente, tendrán derecho a descontar de su impuesto sobre la renta a
cargo el 25% de las inversiones que hayan realizado en el respectivo año gravable, previa
acreditación que efectúe la autoridad ambiental respectiva, lo cual incluye acciones que realicen
los sectores privados en el DRMI (Presidencia de la República de Colombia, 1998, pp. 88-89).
El sector privado se puede vincular y usar de estos incentivos tributarios que están
reglamentados, y pueden llegar a ser contemplados en el proceso de establecimiento de
acuerdos con los actores privados durante la implementación del modelo de financiación del
DRMI y el municipio de Palestina Huila.

7.5.4. Mecanismo Financiero
En cuanto al mecanismo financiero el Decreto 1007 de 2018 en el artículo 2.2.9.8.2.6. en
relación con la identificación de fuentes financieras y mecanismos para el manejo de recursos,
asociados a pagos por servicios ecosistémicos, establece que se tendrán en cuenta las fuentes
señaladas en los artículos 17 y 18 del Decreto Ley 870 de 2017 que, en lo que respecta a los
recursos habilitados en la ley (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2018).
Así mismo, el decreto en mención precisa que las personas públicas o privadas que
implementen proyectos de pago por servicios ambientales “ecosistémicos”
establecerán los mecanismos financieros y operativos, plataformas tecnológicas y
soporte de las instituciones financieras del país para que, de acuerdo a las particularidades de
cada proyecto y región, se facilite la articulación de recursos provenientes de las diferentes
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fuentes de financiación y se desarrolle el proyecto de la maneras más idónea, eficiente y
transparente para el suministro de los recursos por parte de los pagadores y la recepción de los
mismos por parte de los beneficiarios del incentivo (Ministerio de Ambiente y Desarrollo
Sostenible, 2018).
Por su parte, el Decreto Ley 870 de 2017, en su artículo 17 en relación con la asignación
de recursos establece que para la implementación del incentivo de pago por servicios
ambientales “ecosistémicos” las entidades nacionales, regionales y locales, de acuerdo
con sus competencias y necesidades de conservación de servicios ambientales que requieran, se
articularán y asignarán recursos en sus planes de acción, planes plurianuales y planes
operativos anuales de inversión (POAI) (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible,
2017a).
El modelo de financiación, es el mecanismo financiero que debe balancear los tres
componentes precedentes; por el lado de oferta, es necesario articular actores y fuentes a través
de acuerdos que establezcan compromisos concretos de recursos a largo plazo; para el caso de la
demanda, se deben establecer prioridades temáticas y espaciales; así como tiempos y plazos,
de manera que se garantice un alto impacto en términos ambientales y sociales; y finalmente, en
cuanto a los incentivos, deben integrar de manera eficiente, ágil y flexible las necesidades
financieras (demanda) y las fuentes financieras efectivamente comprometidas (oferta).
El mecanismo financiero puede contemplar diferentes modalidades de articulación de
recursos con participación pública, privada y recursos de cooperación, así como los fondos de
agua, acuerdos de conservación, alianzas para el cuidado de las cuencas, entre otros, que
faciliten la correspondencia entre la oferta y demanda a través de la aplicación de incentivos y
otros instrumentos, articulando los diferentes sectores productivos y económicos para
contribuir con la conservación del DRMI Serranía de Peñas Blancas. El mecanismo financiero
deberá ser flexible, transparente y facilitar la participación de las comunidades que se

115
encuentran al interior del DRMI y demás actores identificados en el territorio, generando alto
impacto social y ambiental.
En el corto plazo, se propone la conformación mecanismos financieros como el fondo
para la equidad del agua, que cuenten con una amplia participación en términos de recursos
provenientes de actores públicos, privados y de cooperación internacional.
7.5.4.1. Articulación y Coordinación del Mecanismo Financiero
El modelo de financiación propuesto requiere articulación de actores públicos y privados
en cada uno de sus componentes: oferta, demanda, incentivos; esta función debe ser asumida en
principio por el mecanismo financiero propuesto, en el corto plazo, el fondo para la equidad del
agua.
Dentro de los actores públicos que deben hacer parte del mecanismo financiero son
fundamentales las CAM y el alcalde del municipio de Palestina Huila y el Gobernador del
Departamento del Huila, o sus delegados. Los mecanismos financieros en su formulación y
desarrollo se plantean con un enfoque de coordinación y articulación de todas las instituciones
que hacen presencia en el territorio, así mismo, un enfoque de participación de todos los actores
que convergen en la gestión equitativa del DRMI, con lo cual se fortalecerá la gobernanza del
DRMI y se aportará a mejorar la relación entre costos y beneficios de la conservación y por ende
la calidad de vida de los habitantes del área protegida.
La estructura organizacional propuesta para los mecanismos financieros tiene tres
componentes básicos: una Junta Directiva con un representante de cada una de las instituciones
públicas (CAM, alcaldías, departamento, entre otros) y 2 representantes de la comunidad (uno
campesino y uno étnico) y un representante de organismo de cooperación internacional; una
Secretaría Técnica, conformada por un representante técnico de cada las entidades públicas,
ONG u organismos de cooperación participantes; y una Veeduría Ciudadana, conformada por 4
presidentes de las Juntas de Acción Comunal de las veredas (norte, sur, oriente y occidente) que
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se encuentran al interior del DRMI Serranía de Peñas Blancas, un representante del Cabildo
Indígena y un representante de los sectores productivos y económicos, y un representante del
sector privado, en caso de que participen en el Fondo.
La Junta Directiva debe tomar las decisiones asociadas a los criterios de asignación de
recursos y la priorización espacial y temática de las inversiones de acuerdo con un plan
presupuestal que debe responder a un plan de acción a largo plazo en el DRMI, el cual debe
estar articulado con el plan de manejo del DRMI, el PDM y el EOT del mismo municipio, el cual
debe ser elaborado de manera articulada y coordinada con los actores presentes en territorio y
garantizar la participación de todos, para lo cual se debe dejar constancia de los espacios de
construcción realizados, para la aprobación del plan de acción debe existir soporte de los
espacios de construcción y participación; así mismo, la Junta Directiva tendrá que definir las
políticas generales de actuación del Fondo, para cada uno de los componentes del modelo.
Para el caso de la oferta, lo más importante es propiciar la suscripción de acuerdos para
que los actores públicos y privados efectivamente comprometan recursos financieros en el largo
plazo, igualmente, se debe liderar la incorporación de nuevos actores y aumentar los montos de
recursos captados.
En cuanto a la demanda, debe definir los costos de las actividades priorizadas en grandes
rubros: conservación, restauración, reconversión productiva; y componentes transversales, tales
como gobernanza, participación comunitaria, asistencia técnica y educación ambiental; desde la
coordinación y articulación de todas las entidades públicas y privadas que hacen presencia en el
territorio.
Con respecto a los incentivos, debe propiciar la articulación en el territorio de los incentivos
de las entidades del sector ambiental y agropecuario que garantice la implementación rápida de
la hoja de ruta concertada en el programa de reconversión productiva. También se debe
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garantizar la financiación de proyectos pilotos para conservación, restauración y reconversión
productiva previstos en el plan de manejo del DRMI.
8. Conclusiones
El objetivo principal de este trabajo fue comprender la gestión equitativa en el DRMI Serranía
de Peñas Blancas, jurisdicción del municipio de Palestina, Huila, lo que implica la equidad en el
marco del SINAP, en el que se relacionan diferentes actores y en el cual las comunidades que se
encuentran al interior del DRMI y el municipio asumen la mayor parte de los costos de la
conservación. Este objetivo se logró a través de la propuesta de instrumentos y mecanismos
financieros que posibiliten la gestión equitativa del área protegida, a través del financiamiento
de proyectos sostenibles, que aporten recursos económicos para el municipio y las comunidades.
Una gestión equitativa del DRMI, implica lograr la participación de todos los actores que
se encuentran tanto en el interior del área protegida como en la zona de influencia, a través de
este trabajo, se logró evidenciar que la comunidad del cabildo indígena Yacuas Yanaconas, si
bien pueden estar participando en algunos espacios, no están reflejados en la declaratoria del
área protegida, ni tampoco en el plan de manejo del DRM, es importante integrar la visión de
territorio que tienen las comunidades indígenas que hacen uso del territorio y garantizar su
participación y la de todos los actores en ejercicios de toma de decisiones. Adicionalmente la
comunidad en general manifiesta que no participa en ejercicios de toma de decisiones
relacionados con el manejo del DRMI.
Algunos de los miembros de la comunidad que habitan al interior del DRMI y el sector
productivo (comité de cafeteros), no conocen los límites y los servicios ecosistémicos del DRMI,
lo cual evidencia debilidades en el desarrollo de trabajo comunitario por parte de la CAM con las
comunidades, en temas asociados a la identificación de los límites de esta área protegida, las
comunidades creen que el DRMI es solo las zonas montañosas o donde nacimientos de agua.
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En el DRMI se presentan conflictos de uso del suelo, los cuales la comunidad los asocia al
ejercicio de autoridad ambiental, se han impuesto multas y sanciones a algunos miembros de la
comunidad, por el desarrollo de actividades no permitidas en el DRMI, la comunidad manifestó
no conocer las restricciones frente a usos o actividades que se pueden desarrollar; en algunos
casos debido a las restricciones la comunidad manifestó que perdió cultivos, lo cual implica
costos adicionales a la comunidad. Lo anterior ha generado desconfianza en la CAM.
La alcaldía de Palestina Huila, manifestó que la información catastral se encuentra
desactualizada, lo cual ocurre en el 66% del territorio nacional, lo cual limita los ingresos del
municipio por concepto de impuesto predial (CONPES 3958, 2019).
La comunidad al interior del DRMI, manifiestan que tienen limitaciones para acceder a
créditos agropecuarios en los bancos, debido a que sus predios se encuentran dentro de un área
protegida, lo cual desde el punto de vista legal no debe ser una razón para negar el acceso a un
crédito agropecuario, dado que esta es un área protegida (DRMI) permite el uso sostenible, y la
aprobación o no, desde el aspecto técnico debe estar supeditado a la zonificación que se definida
en el plan de manejo.
9. Recomendaciones
A partir de los temas analizados y abordados en el presente trabajo, se hacen las siguientes
recomendaciones, para la Alcaldía de Palestina Huila, la Corporación Autónoma Regional del
Alto Magdalena (CAM), el Departamento del Huila, la Academia y generales.
Al municipio y la CAM:
Es necesario realizar una valoración económica de los servicios ecosistémicos que presta
el municipio de Palestina, Huila, que permita conocer a ciencia cierta los aportes del municipio y
facilitar el acceso a instrumentos de financiamiento.
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Gestionar recursos con el departamento Huila del 1% de sus ingresos, artículo 111 de la
Ley 99 de 1993, municipios beneficiarios del recurso hídrico, empresas de acueductos
municipales, Fondo Nacional de Regalías (FNR) y organismos de Cooperación Internacional,
para la conformación crear un “Fondo para la equidad del Agua” que funcione a través de un
esquema de FIDUCIA u otra figura, en la cual se puedan aportar recursos económicos para la
compra de predios de interés hídrico y PSE en el municipio de Palestina.
Desarrollar esquemas de Pagos por Servicios Ecosistémicos con las comunidades que se
encuentran al interior del DRMI Serranía de Peñas Blancas.
Al municipio de Palestina y la CAM, implementar los instrumentos y mecanismos
financieros que se encuentran el presente trabajo y que contribuirían a la gestión equitativa del
DRMI y a mejorar la calidad de vida de las comunidades que habitan en el área protegida.
Fortalecer de manera articulada la asistencia técnica a las comunidades que habitan al
interior del DRMI, relacionada con el desarrollo de proyectos sostenibles de bajo impacto en el
medio ambiente y la tecnificación de los procesos.
Para lograr incorporar recursos asociados a inversión forzosa del 1%, deben hacer una
verificación técnica de los proyectos que están obligados a la inversión del 1% y que se abastecen
de las sub-zonas hidrográficas y de las que están dentro del DRMI u otra área protegida del
SINAP.
Al municipio de Palestina, Huila:
En el próximo Plan de Desarrollo Municipal de Palestina, es importante incluir líneas
estratégicas y metas relacionadas con el análisis, desarrollo, implementación y gestión de
instrumentos financieros que beneficien a los habitantes de las áreas protegidas.
Adelantar gestiones con los municipios que se benefician del recurso hídrico de que
proveen el DRMI Serranía de Peñas Blancas y otras áreas protegidas del SINAP que se localizan
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en el municipio de Palestina, Huila, aumenten el porcentaje de los aportes por concepto de
impuesto predial (por encima del 15%), y adicionalmente a través de la CAM lograr que estos
recursos se inviertan en Palestina en la compra de predios de interés hídrico y PSE.
A la CAM:
Desarrollar una estrategia de gobernanza que complemente lo propuesto en el plan de
manejo del DRMI y que en el corto plazo garantice la participación de todos los actores que
confluyen en la gestión equitativa del DRMI en los ejercicios de toma de decisiones.
Desarrollar talleres comunitarios y jornadas de reconocimiento del DRMI, que permita a
las comunidades locales, los sectores productivos y demás actores reconocer de forma clara los
límites del área protegida, los servicios ecosistémicos, los usos y actividades permitidas, las
restricciones y los objetivos de conservación que motivaron la declaratoria del DRMI.
Adelantar acciones con la oficina nacional, regional y local del Banco Agrario, para
realizar contextualización sobre las áreas protegidas y evaluar de manera conjunta el
procedimiento de otorgamiento de créditos agropecuarios, y definir rutas de trabajo que
posibiliten desde lo técnico el acceso a los créditos, siempre y cuando las actividades a realizar
sean permitidas y no estén en contravía de los objetivos de conservación del área protegida.
Adelantar gestiones con la Agencia Nacional de Licencias Ambientales (ANLA), para que,
en los manuales y cartillas de compensaciones por pérdida de biodiversidad, quede explícito que
esta obligación puede cumplirse haciendo las inversiones en áreas protegidas del SINAP.
Al Departamento:
Destinar un porcentaje de los recursos del 1% de los ingresos de que trata el artículo 111
de la Ley 99 de 1993, para la conformación un “Fondo para la equidad del Agua” que funcione a
través de un esquema de FIDUCIA u otra figura, en la cual se puedan aportar recursos
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económicos para la compra de predios de interés hídrico y PSE en el municipio de Palestina, así
mismo apoyar la gestión de recursos de cooperación internacional.
Academia:
Evaluar el desarrollo de futuras investigaciones asociadas a evaluaciones de servicios
ecosistémicos en municipios con gran parte de su territorio incluido en áreas protegidas u otras
figuras de conservación.
En términos del ejercicio investigativo, para futuros estudios se propone profundizar en
la gobernanza del territorio en torno a la gestión equitativa en el DRMI Serranía de Peñas
Blancas.
Generales:
Este instrumento financiero es aplicable principalmente para municipios de categorías 5
y 6, que tengan gran parte de su territorio bajo figuras de conservación, no obstante, para los
municipios de las otras categorías se podría aplicar siempre y cuando se adapte a las
características propias de los territorios.
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